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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 3 de octubre de 2003. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria, el próximo martes 7 de octubre, ala hora 16, 
a fin de recibir al señor Ministro de Industria, Energía y 
Minería José Ignacio Villar, “a fin de que informe acerca de 
las actitudes del Directorio de ANCAP en vista del plebis- 
cito a realizarse el próximo 7 de diciembre de 2003”. 


Mario Farachio 
Secretario.” 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores, Arismendi, Astori, 
Atchugarry, Brause, Cid, Correa Freitas, de Boismenu, 
Fernández Huidobro, Gallinal, García Costa, Gargano, 
Herrera, Korzeniak, Lescano, Michelini, Millor, Mujica, 
Núñez, Penadés, Pereira, Pereyra, Pou, Riesgo, Rodríguez, 
Rubio, Scarpa, Singer y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Garat, 
Heber, Larrañaga, Nin Novoa y Virgili. 


Concurren, expresamente invitados, el señor Ministro de 
Industria, Energía y Minería, José Ignacio Villar, y el señor 
Subsecretario, doctor Alejandro Falco. 


3) ACTITUD DEL DIRECTORIO DE ANCAP EN VIS- 
TA DEL PLEBISCITO A REALIZARSE EL PROXI- 
MO 7 DE DICIEMBRE DE 2003 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 13 minutos) 


- La Cámara de Senadores ha sido convocada para recibir 
al Ministro de Industria, Energía y Minería, señor José 
Ignacio Villar, a fin de que informe acerca de la actitud del 
Directorio de ANCAP en vistas al plebiscito -en realidad, es 
un referéndum- a realizarse el próximo 7 de diciembre de 
2003. 


(Ingresa a Sala el señor Ministro de Industria, Energía y 
Minería y asesores) 


- Tiene la palabra el Miembro Interpelante, señor Sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: antes de co- 
menzar mi exposición, quiero aclarar que el referéndum es un 
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proceso que tiene dos etapas: la presentación y la votación 
por sí o por no, que en el lenguaje uruguayo se denomina 
plebiscito en varios artículos de la Constitución de la 
República. 


Esta exposición va a tener cinco partes; si estuviera 
escribiéndola, diría que va a constar de cinco capítulos. La 
primera es una introducción, en la cual vamos a formular 
algunas aclaraciones preliminares, concretamente cuatro. 


La segunda parte será una descripción de los hechos o 
de las actitudes del Directorio de ANCAP, que considera- 
mos que violentan el numeral 4” del artículo 77 de la Cons- 
titución de la República y que, por lo tanto, de acuerdo con 
su letra y espíritu, configuran un delito electoral. 


La tercera parte consistirá en un análisis del Derecho 
aplicable -es decir, de esa norma, principalmente de su 
texto, de sus antecedentes y de su historia- y de lo que 
entendemos es una demostración bastante clara de que las 
actitudes del Directorio de ANCAP, fundamentalmente el 
aviso publicado en los medios de prensa de difusión masiva 
durante dos o más días, se inscribe precisamente en la 
conducta prohibida por esa disposición que acabo de citar. 


La cuarta parte va a referir al motivo de esta interpela- 
ción, es decir, a por qué, frente a actitudes originalmente del 
Directorio de ANCAP, entendemos que hay responsabili- 
dad política del Poder Ejecutivo. En su ámbito, la figura que 
constitucionalmente responde ante el Parlamento es el 
Ministro, a través de quien dicho Directorio se conecta con 
ese Poder. Por lo tanto, tiene facultades de contralor sobre 
ese organismo. 


En la quinta parte nos vamos a permitir esbozar una 
propuesta que presentaremos a este Cuerpo y que va a 
tener un doble contenido que explicaré en su momento. 


En la introducción, vamos a hacer una aclaración preli- 
minar. Me consta perfectamente que en las angustias del 
pueblo uruguayo en este momento no está discutir temas 
que podrían ser considerados demasiado políticos o 
superestructurales, según un lenguaje más afinado. Los 
temas de las angustias cotidianas de la gente son el hambre, 
la falta de trabajo, la carencia de recursos para vestimenta, 
para estudios y para atención médica. Sin embargo, enten- 
demos que no se puede dejar pasar por alto, constantemen- 
te, la violación de normas que hacen al Estado de Derecho. 
Consideramos que, básicamente, la publicidad que se hace 
en el contexto en que se lleva a cabo -que después vamos 
a analizar-, en torno a la decisión que la ciudadanía puede 
y debe adoptar el 7 de diciembre en el plebiscito que 
completa el referéndum contra la Ley de ANCAP, ataca, 
horada de manera muy dura, el Estado de Derecho. Los 
uruguayos sabemos -por una experiencia muy triste, siem- 
pre creímos en el supuesto de que el Estado de Derecho que 
se identifica con la democracia, funciona conforme a la 
Constitución de la República-, que la creencia que tuvimos 
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durante muchos años sobre esa violencia, jurídica o de 
hecho, contra el Estado de Derecho, puede ocurrirle tam- 
bién al Uruguay de hoy, y que no es bueno dejar que se 
vayan dando, una detrás de otra, situaciones de violación 
que lleguen a convertirse en algo sistemático. Recuerdo un 
período que duró bastante tiempo -que algunos juristas e 
historiadores llamaron el pre golpe, aquel período en que en 
el Uruguay se gobernaba por Medidas Prontas de Seguri- 
dad, una tras otra, las que correspondían constitucional- 
mente y las que no- en que los uruguayos vivimos creyendo 
que eso no podía desembocar en un golpe y que constituía 
un tema de argentinos y de brasileños. Sin embargo, un día 
nos despertamos casi que en las inminencias de ese golpe, 
que por cierto, se produjo. Entonces, cuando a nuestro leal 
saber y entender, vemos que se viola gravemente una 
disposición constitucional, consideramos que nuestro de- 
ber político, cívico y humano, es no dejarlo pasar por alto 
y hacer todo lo posible para evitarlo y que cese. En todo 
caso, lo hacemos para ponerlo de manifiesto y para que se 
sepa quiénes no quieren que esto ocurra y quiénes lo 
aceptan por diversas razones, por convencimiento o porque 
creen que no hay violación. 


La segunda aclaración es la siguiente. Como es notorio, 
nuestra fuerza política, junto con el Nuevo Espacio, va a 
presentar esta semana- eso ha trascendido públicamente y 
así es-, una denuncia ante la Corte Electoral dirigida contra 
los Directores de ANCAP por violación del numeral 4* del 
artículo 77 de la Constitución de la República. Podría pre- 
guntarse, pues, el motivo de esta interpelación, si no es 
repetir el tema; incluso, alguien con un poco de exageración 
del bizantinismo jurídico podría decir si no se está violando 
el principio del non bis in idem, que con alguna elegancia, 
se esboza en el Derecho sancionatorio. Pensamos que no; 
eso está muy claro. Promovemos esta interpelación porque 
consideramos que el señor Ministro -a través de quien se 
conecta el Directorio de ANCAP con el Poder Ejecutivo- no 
sólo ha omitido ejercer controles, amonestar, ordenar sus- 
pender esa publicidad y, eventualmente, tomar otras medi- 
das correctivas previstas en la Constitución -en los artícu- 
los 197 y 198-, sino que además -y no por una deducción, 
puesto que lo hemos escuchado en un canal de televisión- 
se ha solidarizado con la actitud de ese Directorio. Más aún: 
ha dicho -no sé si es textual- que si éste no hubiera hecho 
algo así, el Ministerio se lo hubiese exigido. 


Por consiguiente, consideramos que, por omisión de 
controles sobre el Directorio y otras medidas, hay una 
responsabilidad política que, eventualmente, se ve agrava- 
da por la solidaridad del Ministerio con la actitud del 
Directorio de ANCAP, lo cual entendemos es, en el propio 
lenguaje de la Constitución, un delito electoral. Obviamen- 
te, no estamos diciendo que acá se deben aplicar las reglas 
de la complicidad o del encubrimiento previstos en el Códi- 
go Penal con los delitos; no tiene nada que ver. La Consti- 
tución establece ese delito electoral con un sentido muy 
preciso, a cargo de un órgano muy preciso y con denuncian- 
tes muy precisos, y no como un delito difamante -pero sí 
como un delito-, fijando su castigo, que no es corporal 
-porque no son penas corporales-, no es prisión ni peniten- 
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ciaría, sino que se trata de la destitución, en caso de que la 
Corte Electoral compruebe que el Directorio incurrió en ese 
delito, y de la inhabilitación para desempeñar empleos 
públicos, por un período que puede ir de dos a diez años. 


La tercera aclaración que considero importante -y por 
ello creo que debe tomarse nota debidamente, en el sentido 
más civilizado del término- es que no estoy haciendo esta 
interpelación aquí para discutir si la ley de asociación de 
ANCAP es buena o mala y si los ciudadanos deben votar por 
SIo por NO en el referéndum del 7 de diciembre. Ese noes, 
pues, el motivo de esta sesión. Por el contrario, lo que 
estamos intentando juzgar aquí es si el Directorio de ANCAP 
en la publicidad que ha hecho a favor de la ley, cuya 
derogación o vigencia se va a someter a referéndum el 7 de 
diciembre, repito, ha incurrido o no en una violación de la 
Constitución. 


Obviamente, no rehúyo una discusión sobre las bonda- 
des o maldades de la ley, si es buena o mala para el país; la 
he asumido en diversos medios. Lo que sí digo es que eso 
no es motivo de esta sesión y que una de las maneras de 
trampearla sería tratar de llevar el tema en esa dirección y 
esquivar, de una manera un poco cenagosa, la responsabi- 
lidad de los Directores de ANCAP por lo que hicieron y 
también la responsabilidad política del Ministerio por no 
haber tomado medidas frente a esa actitud que, a nuestro 
juicio, es ilícita. Lo digo con toda claridad: si alguien trata 
de llevar la discusión hacia las bondades o maldades de la 
ley, en ningún momento puede interpretarse que mi silencio 
no sea otra cosa que respetar el contenido de esta sesión y 
de ninguna manera esquivar un tema en el cual tengo una 
posición tomada, de forma clarísima. Considero que esa ley 
es mala, que le va a hacer daño al país y por eso voy a votar 
y a instar a los ciudadanos a que voten la boleta rosada del 
SIel 7 de diciembre. Y lo hago sin tener ningún impedimento 
constitucional, como sí lo tiene un Director de un Ente 
Autónomo si lo hiciera -como ha ocurrido-, tanto en el 
sentido que estoy diciendo como si tratara de inducir a la 
población a que vote por NO. Quiero dejar bien claro esto 
y, reitero una vez más, no pienso entrar en escaramuzas 
parlamentarias que lleven a otra discusión que no sea la que 
motiva esta sesión. 


Por supuesto que no le estoy diciendo a los Senadores 
de qué tienen que hablar; todos ellos tienen la suficiente 
madurez, inteligencia y talento como para hablar de lo que 
les parezca más correcto. Ahora bien, sí creo que la estruc- 
tura reglamentaria de esta sesión dispone cuál es el asunto 
a discutir y no evadir. 


Una última aclaración, señor Presidente, que la dirijo a 
usted, pero que en realidad quiero que también la reciba el 
señor Ministro: la mía no va a ser una exposición al estilo 
tradicional de las interpelaciones. En primer lugar, voy a 
tratar de ser breve; no sé hasta dónde podré lograrlo, pero 
creo poder hacerlo. En segundo término, no voy a formular 
preguntas. Las interpelaciones, sin que en ningún lado esté 
establecido así, suelen transcurrir con un largo discurso de 
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fundamentos en donde ya quedan todas las preguntas 
insinuadas o las imputaciones formuladas, pero luego igual 
se le entrega al Ministro una lista. Aclaro que no voy a hacer 
ninguna pregunta. ¿Por qué? Por una razón muy sencilla: 
porque tanto la actitud, que considero ilícita, de los Direc- 
tores de ANCAP al hacer la publicidad a que hacía referen- 
cia, como la circunstancia de que el Ministerio no tomó 
medidas contra ella -sino que por el contrario, de algún 
modo las apoyó-, son públicas y notorias, porque han sido 
publicitadas. Por su propia naturaleza, no hay que probar un 
aviso; sería un poco absurdo que yo terminara esta interpe- 
lación preguntando al Directorio de ANCAP si hizo o no 
esta publicidad o preguntando al señor Ministro si dejó de 
observar a sus integrantes, de hacerles correctivos o de 
solidarizarse. Puesto que son hechos públicos y notorios, 
no voy a hacer ninguna pregunta. 


Por lo tanto, me voy a remitir a formular acusaciones de 
cosas que considero ilícitas y que no debieron hacerse. 
Desde el punto de vista del señor Ministro, no estoy dicien- 
do que haya cometido una violación a la Constitución -en 
absoluto es así-, sino que ha incurrido en responsabilidad 
política por no haber frenado esa violación a la Constitu- 
ción en un tema político, como es el de hoy. 


El segundo capítulo estriba en cuáles fueron las actitu- 
des del Directorio de ANCAP que consideramos censura- 
bles, reprochables y que trataremos de demostrar -creo que 
lo vamos a lograr, cualquiera sea el resultado de la vota- 
ción- que se inscriben en las prohibiciones del numeral 4* 
del artículo 77 de la Constitución. Si estuviéramos hablando 
aquí de un capítulo de hechos, como se hace en los escritos 
jurisdiccionales -no es éste el caso-, sustancialmente la 
actitud del Directorio de ANCAP fue la de haber difundido 
avisos de publicidad en la prensa escrita -la de mayor 
difusión- durante un fin de semana, algún día más en sema- 
narios y en algún otro diario que en lugar del sábado o del 
domingo, hizo la publicación el lunes. Estamos hablando de 
una publicidad de avisos muy costosa por cierto, según 
estimaciones que, por supuesto, yo no he hecho y que no 
interesan sustancialmente al tema desde el punto de la 
responsabilidad del Directorio que, con o sin costo alto, es 
la misma. Ahora bien, lo del costo alto le da un toque un 
poco más agravado porque, si no me equivoco, según lo 
estimó el diario “El Observador”, asciende a U$S 150.000. El 
aviso fue publicado en dos páginas completas en los diarios 
de mayor difusión del país. Tengo en mi poder, precisamen- 
te, las dos hojas del aviso que salió en el diario “El País”. 
Este contiene, en un recuadro central con determinado tipo 
de letra, el texto de la ley en cuestión, que es la que el 7 de 
diciembre se va a decidir si sigue vigente o si será anulada 
o derogada, y utilizo estos dos términos para no entrar en 
la discusión teórica que existe sobre los efectos de un 
referéndum triunfante. Al costado, en columnas que en el 
ejemplar que tengo en mi poder superan los 15 centímetros 
de ancho, en una letra unas diez veces más grande -en 
algunas de las palabras- que aquella en la que se transcribe 
el texto de la ley, se ponen diez comentarios tajantes con un 
diagrama que, por su estilo, por su forma gráfica y por el 
tamaño de las letras, parece establecido por creativos de 
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agencias de publicidad. Eso es lo que uno advierte. 


Si se pudiera utilizar la técnica -a míno me convence mu- 
cho, pero es usual- de pasar “slides” o de simular pantallas, 
uno podría ver claramente que el Director de ANCAP dice: 
“La libre competencia beneficia al consumidor. ANCAP ni 
se privatiza ni se vende. El Estado asume el control total. Ba- 
jará el precio del combustible. El Estado protege al consu- 
midor. ANCAP no vende absolutamente ninguno de sus 
bienes. Los Directores no podrán ser candidatos. Habrá 
marco regulatorio. Empezaremos a competir recién cuando” 
-en letras mucho más grandes- “ANCAP esté fortalecida por 
la asociación. Todos los funcionarios mantienen sus car- 


” 


gos 


Estamos hablando de una publicidad, y la estoy tratando 
de describir. Sería demasiado cansador para el Senado que 
leyera el texto de la ley y, por el lugar donde me encuentro, 
parto de la base de que todos los señores Senadores y el 
señor Ministro la conocen. Lo que estoy leyendo son 
carteles puestos al costado del texto de la ley, en caracteres 
gráficos bastante desusados por su tamaño. Son afirmacio- 
nes y debajo de ellas hay otras, que más adelante también 
voy aanalizar. 


He presenciado muchas polémicas -ya estamos en una 
campaña electoral, en función de que el 7 de diciembre se va 
a votar por Slo por NO - y en ellas, justamente, he apreciado 
que estos diez eslóganes, interpretaciones -como diría 
ANCAP- 0 afirmaciones sobre lo que dice la ley, son lo que 
ANCAP afirma que dice y lo que piensa que va a traer como 
resultado. Esto coincide, exactamente, con los argumentos 
que en esas polémicas han esgrimido en la televisión o en 
la radio, los partidarios que votan por NO, es decir, la boleta 
celeste, miembros del Partido Colorado y del Partido Nacio- 
nal. Además, he participado en algunas de las polémicas y 
he constatado que allí, justamente, es sostenida la posición 
contraria por parte de compañeros de mi fuerza política y del 
Nuevo Espacio, quienes afirman que el 7 de diciembre los 
ciudadanos deben votar por SI, es decir, por la boleta 
rosada. 


Hace poco miré un programa de televisión en el que, en 
un tiempo un poco más limitado, el señor Presidente y el 
señor Senador Gargano debatieron y, efectivamente, el 
señor Presidente manejó estos argumentos, con la diferen- 
cia de que no fue demasiado tajante al afirmar que el precio 
de los combustibles iba a bajar. En el aviso se plantea que 
bajará, no que haya chances de que baje. A su vez, el 
compañero Gargano señaló que no bajará el precio de los 
combustibles o, por lo menos, que no se puede asegurar que 
vaya a bajar. En este momento, lo que quiero demostrar no 
es quién tenía razón, si el señor Presidente o el compañero 
Gargano, sino que ambos estaban constitucionalmente 
habilitados para usar estos argumentos y los contrarios y 
que la Constitución prohíbe al Directorio de ANCAP que 
use argumentaciones para incidir sobre un resultado elec- 
toral. Creo que esto es lo que queda demostrado leyendo el 
aviso mencionado. 
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Quisiera seguir examinando los hechos. Creo que el 
principal es este aviso publicado en muchos diarios. Debajo 
de cada uno de los diez carteles -reitero que están al costado 
del texto de la ley- hay leyendas. 


La afirmación: “La libre competencia beneficia al consu- 
midor” puede ser cierta o no. Á veces hay libre competencia 
y el consumidor, lejos de beneficiarse, se perjudica. Por otra 
parte, hay ocasiones en que la libre competencia beneficia 
al consumidor. Debajo se agrega: “El MERCOSUR eliminó 
el monopolio de combustibles. Sólo falta Uruguay y esta ley 
reglamenta esa medida que brinda un gran beneficio al 
consumidor”. Creo que en el Uruguay hay una gran discu- 
sión acerca de si esta ley va a beneficiar o a perjudicar al 
consumidor. De no ser así, me resulta absolutamente insó- 
lito que más de 600.000 ciudadanos hayan firmado para que 
se haga un plebiscito, porque entienden que no los va a 
beneficiar, salvo que sean masoquistas y voten para que se 
derogue la ley, a pesar de que los beneficiaría. Creo que es 
una interpretación y que este no es el momento para deter- 
minar si es correcta o incorrecta. Estamos tratando de 
decidir si está prohibida o permitida por el numeral 4” del 
artículo 77. 


A mi juicio, el Senado no es ajeno al tema de si el tratado 
del MERCOSUR derogó o no los monopolios. Desde que se 
firmó el Tratado de Asunción hasta hace poco tiempo, 
hemos presenciado discusiones con respecto a si ese Tra- 
tado deroga o no los monopolios. Los Departamentos Jurí- 
dicos, tanto del Uruguay como de Brasil, Argentina, Para- 
guay y el MERCOSUR, debaten sobre el tema. Recuerdo que 
aquí hubo una muy larga discusión entre el entonces señor 
Ministro de Industria, Energía y Minería, doctor Sergio 
Abreu, el señor Senador Gargano y otros, y que el tema 
quedó sin saldar. Tan es así, que resulta bastante paradó- 
jico que si ANCAP entiende que está derogado el monopo- 
lio apoye un artículo 1” que, justamente, deroga el monopo- 
lio. Si el Tratado del MERCOSUR, que fue aprobado por ley, 
derogó el monopolio, parece bastante raro que se establez- 
ca un artículo 1%, apoyado por el Directorio de ANCAP, 
diciendo que se deroga el monopolio. Como se recordará, el 
artículo 1” del Tratado del MERCOSUR habla de la libre 
circulación de bienes y servicios. Algunos han interpreta- 
do que puede considerarse que eso deroga los monopolios. 
Como más adelante señala cuáles son los mecanismos para 
la libre circulación y en ningún momento menciona que haya 
que derogar los monopolios -habla de medidas arancelarias 
y no arancelarias-, hay juristas que afirman -y comparto esa 
opinión- que los monopolios no han sido derogados. Será 
bueno o malo derogarlos; ese es otro asunto, pero ANCAP 
no afirma que es bueno derogar los monopolios, sino que el 
MERCOSUR los derogó. Eso no es verdad; es una falsedad. 
En ese caso, ya no se puede hablar de interpretación de la 
ley porque se está interpretando un Tratado internacional 
que fue aprobado por ley y sobre el cual se está discutiendo 
si los monopolios están o no derogados. 


Repito que no me interesa probar quién tiene razón, sino 
que el Directorio de ANCAP no puede hacer estas afirma- 
ciones. 
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Por otro lado, aquí se dice que bajará el precio del 
combustible. La ley no expresa que va a bajar el precio del 
combustible; sin embargo, el Directorio de ANCAP entien- 
de que va a ser así y se lo dice, ¿a quién? ¿A su partido 
político? ¿A una Comisión parlamentaria? No; ala ciudada- 
nía, a dos meses del 7 de diciembre, instancia en la que 
tendrá que votar por mantener la vigencia de la ley o 
derogarla. 


Creo que este es un hecho suficiente como para que 
tengamos que entrar al tercer capítulo de esta exposición, 
en el cual vamos a analizar lo que dispone el numeral 4* del 
artículo 77 de la Constitución de la República. Según mi 
manera de ver las cosas, razonando objetivamente y anali- 
zando este aviso, es muy difícil sostener que es una mera 
interpretación de la ley, que no incide, y que ANCAP está 
habilitada para hacer este tipo de publicidad en favor de una 
de las posturas sin que se lo prohíba la Constitución de la 
República. 


Quiero decir que los hechos de los que estamos hablan- 
do, estas publicaciones, se dan en un contexto que, en mi 
opinión, no hay que probar ni preguntar por él. ¿Cuál es ese 
contexto? En primer lugar, en ese contexto, tenemos dos 
partidos políticos -por lo menos, declaraciones públicas 
oficiales de parte de sus dirigencias- apoyando una de las 
posturas entre las que se va a optar el 7 de diciembre: el 
Partido Colorado y el Partido Nacional han resuelto apoyar 
el NO, es decir, la boleta celeste. 


SEÑOR GALLINAL .- Son tres partidos políticos, señor 
Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- He pedido a mis compañeros que 
no me soliciten interrupciones para no tener que otorgárse- 
las a nadie; de lo contrario, sería desigual. Me señalan que 
son tres los partidos políticos que apoyan el NO, y no lo 
pongo en duda, pero lo que estoy diciendo es verdad: hay 
dos partidos políticos que lo apoyan. No he hablado de tres 
partidos políticos por una razón formal, pues no he podido 
comprobar si la Corte Electoral ya terminó el trámite de 
inscripción de ese tercer partido. Cuando un partido políti- 
co solicita la inscripción, el trámite consiste en que hay que 
hacer publicaciones para saber si no se deduce oposición. 
Esaes la única razón por la que no he nombrado a ese tercer 
partido y no creo que nadie se vaya a ofender. Lo cierto es 
que mi afirmación es correcta: hay dos partidos políticos 
-a lo mejor son tres- que se han alineado a favor del NO, es 
decir, por la boleta celeste. Al mismo tiempo, hay dos 
partidos políticos que se han pronunciado a favor del SÍ y 
son: el Encuentro Progresista-Frente Amplio y el Nuevo 
Espacio. De modo que esta es una parte del contexto que 
tiene que ver, entonces, con la alineación inequívoca de dos 
partidos políticos. Por supuesto, no tengo inconvenientes 
en que se diga que son tres, pues desde el punto de vista 
sociológico, no dudo que lo sean. Sinembargo, formalmen- 
te, no sé si es un lema ya registrado. Pero lo inequívoco es 
que hay una alineación de partidos, una polarización de 
partidos, propaganda de partidos y argumentos de un lado 
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y de otro. Es en ese contexto que ANCAP publica este 
aviso. 


Si ANCAP se hubiera limitado a publicar la ley, me 
parecería perfecto porque estaría haciendo una contribu- 
ción a la ciudadanía. De pronto, la Imprenta Nacional ya 
tendría que haberlo hecho y alo mejor también los partidos 
políticos, tal como lo han hecho algunos -como, por ejem- 
plo, el nuestro-, a través de los boletines que hemos distri- 
buido en todos los Comités de Base que hemos podido. Una 
cosa es el texto de la ley y otra son los cartelones que lucen 
en letras diez veces más grandes, mediante los cuales 
ANCAP refleja su posición. 


Otro hecho importante es que esto se hace con vistas al 
7 de diciembre. No puedo escarbar en la psicología de cada 
uno de los Directores de ANCAP, pero el Ente participó en 
toda la elaboración de la ley. Si estas mismas consideracio- 
nes las hizo en una Comisión parlamentaria, me parece 
perfecto, por algo se llama al Directorio de ANCAP y se le 
pregunta su opinión. Pero lo cierto es que la ley hace mucho 
que se dictó y también hace mucho que se recogen firmas. 
Sin embargo, no vi que se publicara un aviso de ANCAP 
preguntando: ¿para qué se firma, si la ley es buena?, llaman- 
do a que no se engañe e intentando aclarar su contenido. 
Ahora se llegó al número de firmas necesario, la Corte 
Electoral se pronunció y hay un acto electoral, muy cercano, 
donde se va a elegir por SI o por NO. Una de las cosas que 
se ha señalado como defecto de los referendos es que no 
hay posiciones intermedias. Si esto es así y se publica el 
texto de la ley y al lado, con caracteres gráficos impactan- 
tes -repito, parecen diseñados por una agencia de publici- 
dad-, se incluyen textos argumentales a favor de una inter- 
pretación, me parece que se está incidiendo sobre la ciuda- 
danía, pues los hechos que estoy describiendo no transcu- 
rren en la intimidad de los partidos políticos. 


Me voy a referir ala intimidad de los partidos políticos. 
¿Por qué? Porque es verdad -y nosotros lo sabíamos- que 
Directores de ANCAP ya habían participado de polémicas 
y hablaban en lugares públicos sobre temas que trascen- 
dían en los diarios. En esas instancias hasta discutían con 
gente. Por ejemplo, uno de los Directores de ANCAP estuvo 
presente en la Junta Departamental de Soriano y lo allí 
expresado se publicó en la prensa del departamento. Con- 
cretamente, este Director participó en un debate que se 
organizó al término de una sesión de la Junta Departamental 
que, por otra parte, es un órgano político y está para eso. 
En esa instancia hubo intervenciones de Ediles de los 
distintos partidos políticos. También hubo otro Director de 
ANCAP que participó en una reunión pública muy grande, 
de la cual el Partido Nacional, Lista 71, publicó un folleto 
con todo el texto de su discurso que contenía determinadas 
argumentaciones. Al principio hablaba de amigos y des- 
pués se refería a los compañeros. En dicho discurso, este 
Director se dirigía a los compañeros para decirles que se 
estaban generalizando tales o cuales afirmaciones, las que 
luego va analizando una a una. Textualmente dice: “A esa 
afirmación hay que contestar”, y da argumentos similares a 
los que figuran en estos carteles. 
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No hablamos de formular una denuncia a ese respecto, 
a pesar de que el artículo correspondiente de la Constitu- 
ción de la República -más adelante lo vamos a leer, porque 
estamos ingresando en el capítulo de Derecho- dispone que 
los Directores pueden concurrir a Comisiones de los parti- 
dos, que se dedican específicamente al estudio de: gobier- 
no, legislación y administración, pero no a los órganos 
políticos de los partidos. De modo que este permiso auto- 
riza adirigirse a los órganos de los partidos, por ejemplo, a 
las agrupaciones de Gobierno. Recuerdo que en la primera 
Presidencia del doctor Sanguinetti, el Frente Amplio en 
algunos Directorios -creo que en cinco- tenía un represen- 
tante. Nuestro partido creó una Comisión de Estudio y 
estos Directores nunca asistieron a una Mesa Política o a un 
Plenario, en virtud de que se tuvo en cuenta esta prohibi- 
ción. 


Entonces, ese permiso que se otorgó en la Constitución 
de la República de 1952, fue muy discutido; y se dijo: “No; 
basta con que sean tres y dos al nombrarlos, no queremos 
que vayan a los organismos del partido, vamos a 
despolitizarlos”. Sin embargo, hubo quienes sostuvieron 
que había que aceptar ese permiso pero no con relación a 
Comisiones políticas; por ejemplo, no se podía interveniren 
el Honorable Directorio Nacionalista, en el Comité Ejecuti- 
vo Colorado o en un Plenario o en la Mesa Política del Frente 
Amplio. Lo que se pretendía es que participaran en órganos 
de estudio, de gobierno, de legislación y de administración, 
o sea, en Comisiones. Esto es lo que dice el artículo 77, 
numeral 47, en la parte que se le agregó en 1951. Creo que 
tiene lógica el argumento por el cual definitivamente fue 
aprobado ese permiso de concurrir ahí. Vamos a terminar 
con una hipocresía; los Directores van a sus Partidos e 
informan respecto de sus servicios. Entonces, ¿por qué 
vamos a hacer como que no van? De modo que establecie- 
ron esta autorización discreta del numeral 4” del artículo 77, 
por la cual no se considera incluida en esta prohibición la 
concurrencia a los organismos de los partidos que tengan 
como cometido específico el estudio de problemas de go- 
bierno, legislación y administración. 


A este respecto, quiero hacer una aclaración muy tajan- 
te. Nosotros, que conocíamos algunas de estas participa- 
ciones polémicas que hacían los Directores de ANCAP, 
podemos hablar de los consejos que daban a los compañe- 
ros sobre cómo convencer a la gente. Sin embargo, de 
ninguna manera lo denunciamos ni salimos a decir que era 
contrario a la Constitución, aunque formalmente sí lo era. 
Y no lo hicimos porque no estamos para amordazar las 
Opiniones, pero cuando se trata de la otra prohibición, la 
más genérica, la más fuerte y la más severa en materia cívica 
que existe en toda la Constitución sobre los derechos de un 
habitante cualquiera de expresarse y de actuar, entonces sí 
reaccionamos. Cuando se lanza una campaña de avisos, en 
el medio de otra campaña en la que se insta alos ciudadanos 
a votar por SIo por NO, y esa publicidad insta a pronunciar- 
se por NO, entonces no podemos dejarlo pasar. 


Como dijimos al principio, el Estado de Derecho sigue 
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siendo tal porque hay mecanismos correctivos, pero cuan- 
do la violación es muy grande no hay que dejarla pasar. Los 
que la quieren dejar pasar, pueden hacerlo, lo cual es una 
postura o a lo mejor un convencimiento de que no hay 
violación de la Constitución, pero por otro lado hay quienes 
no quieren que eso ocurra. 


He terminado de describir el contexto, señor Presidente, 
y lo repito: partidos polarizados, un acto electoral próximo, 
una campaña por el Sl o el NO ya marcada y oficialmente 
dispuesta por los partidos; todos los partidos lo han dicho 
y, por lo tanto, no hay nada para preguntar. Y bien, en ese 
contexto sale publicado este aviso. 


A continuación, voy a dar lectura al numeral 4” del 
artículo 77 de la Constitución de la República en su totali- 
dad, porque con un poco de buena voluntad y sin dejar- 
nos llevar por los partidismos para interpretar la Constitu- 
ción -lo que no me parece muy bueno-, podremos advertir 
que en su texto se dice quién puede ser denunciante, qué 
órgano es el que juzga, en qué consisten los delitos electo- 
rales, cuáles son las penas y qué ocurre después de que la 
Corte Electoral se pronuncia en un sentido o en otro. Como 
dice el artículo -ya se verá-, ocurre que después pasa a la 
Justicia Ordinaria. 


Dice así: “Los magistrados judiciales, los miembros del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo y del Tribunal 
de Cuentas, los Directores de los Entes Autónomos y de los 
Servicios Descentralizados, los militares en actividad, cual- 
quiera sea su grado, y los funcionarios policiales de cual- 
quier categoría,”; podría ahorrar la lectura y decir “los 
Directores de los Entes Autónomos”, porque todos los 
demás en este momento no interesan. Sin embargo, la lec- 
tura del contexto del artículo es buena porque muestra a 
quiénes se está imponiendo una prohibición tan severa, ya 
que por su condición o por su cargo pueden incidir en lo que 
hagan los ciudadanos en un acto electoral; o sea, no se 
escoge por casualidad que los jueces no puedan salir a 
hacer actos políticos. El artículo continúa: “deberán abste- 
nerse, bajo pena de destitución e inhabilitación de dos a 
diez años para ocupar cualquier empleo público, de formar 
parte de comisiones o clubes políticos, de suscribir mani- 
fiestos de partido, autorizar el uso de su nombre y, en 
general” -acá viene para mí la parte central- “ejecutar cual- 
quier otro acto público o privado de carácter político, salvo 
el voto. No se considerará incluida en estas prohibiciones, 
la concurrencia de los Directores de los Entes Autónomos 
y de los Servicios Descentralizados a los organismos de los 
partidos que tengan como cometido específico el estudio de 
problemas de gobierno, legislación y administración”. Esto 
es lo que pueden hacer en materia política, además del voto, 
no más. Luego dice: “Será competente para conocer y 
aplicar las penas de estos delitos electorales, la Corte 
Electoral. La denuncia deberá ser formulada ante ésta por 
cualquiera de las Cámaras, el Poder Ejecutivo o las autori- 
dades nacionales de los partidos. Sin perjuicio de lo dis- 
puesto anteriormente, en todos los casos se pasarán los 
antecedentes a la Justicia Ordinaria a los demás efectos a 
que hubiere lugar.” 
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A veces, además del delito electoral, puede concurrir 
con los mismos hechos materiales otro tipo de delitos que 
no son electorales. Por eso se ha agregado este último 
párrafo, ya que para eso no es competente la Corte Electoral, 
sino los Jueces Penales de la Justicia Ordinaria o, eventual- 
mente, la Suprema Corte de Justicia. 


Analicemos entonces este artículo para ver si, tal como 
se analiza en Derecho, los hechos que hemos descrito 
quedan o no dentro de estas prohibiciones. Me parece 
bastante claro. Ya descarté lo de las concurrencias a deba- 
tes en los locales partidarios en los que había personas que 
se oponían y argumentaban; lo descarté, no porque no entre 
en las primeras prohibiciones, sino porque -repito- noso- 
tros no tenemos un espíritu de control de lo que la gente 
dice. No me voy a referir a otros casos, pero nunca me gustó 
denunciar a nadie por lo que dice, aun cuando sea delito. Lo 
que no me gustan son los hechos, y la publicidad no es una 
opinión, sino un hecho, ya que se transforma en conducta. 
Hacer campaña o publicidad es una opinión hecha, de tal 
manera que se convierte en conducta y eso no hay que 
dejarlo pasar, a mi manera de ver. 


Señor Presidente: seguramente con respecto a este ar- 
tículo va a haber alguna discusión, y no veo otra cosa que 
se pueda discutir. Los hechos, es decir, la publicación del 
aviso y lo que dice el artículo, me parece que son cuestiones 
que no se pueden discutir. Lo que se va a discutir es qué 
quiere decir “ejecutar actos de carácter político, salvo el 
voto”. Este es un tema que se viene manejando en el 
Uruguay desde hace varios años y he revisado sentencias 
de la Corte Electoral desde 1946 e, incluso, de antes de 1934, 
cuando la Corte Electoral ni existía en la Constitución, sino 
que estaba creada por ley. Puedo decir que todas las teorías 
que leí hasta ahora -y son muchas- abarcan claramente esta 
situación en la delineación del concepto de acto de carácter 
político. Incluso, diría que abarcan ese concepto con una 
evidencia poco menos que incontrastable, y lo digo con 
toda sinceridad. Alguien podrá decir que a Korzeniak le 
conviene esa tesis, pero puedo asegurar que interpreto la 
Constitución técnicamente, para lo cual hay reglas obliga- 
torias que muy pocos conocen, ya que quienes no están en 
el tema la interpretan como les gusta. 


Existen antecedentes muy importantes de la Corte Elec- 
toral -en algunos de ellos, el fallo no me convenció para 
nada y estoy muy lejos de compartirlo-, que tienen toda una 
historia, una doctrina y un estudio de la historia para 
determinar qué quiere decir “acto de carácter político”. Que 
la Corte Electoral en algún caso lo haya aplicado mal o bien, 
según mi interpretación, es otra cosa. Pero siempre ha 
coincidido en el concepto de “acto de carácter político” y 
lo ha delimitado con mucha precisión. 


Voy a citar dos antecedentes. Uno de ellos es del año 
1951, llevado adelante por una vieja tradición del Partido 
Nacional: según la historia, como dicen los viejos 
constitucionalistas, gobernaba el Partido Colorado, y había 
que vigilar muy bien y denunciar que no los avasallaran. Lo 
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cierto es que el Partido Nacional muchas veces hizo denun- 
cias ante la Corte Electoral. Concretamente, en 1951, el 
Partido Nacional Independiente -que, si no me equivoco, 
era un lema separado del Partido Nacional Herrerista, aun 
cuando la Constitución de 1952 estableció que, aunque 
fueran dos lemas, igual podían sumar votos porque tenían 
un origen histórico común- denunció a varios Directores 
del Instituto Nacional de Colonización. ¿Por qué? Por mu- 
cho menos que una publicidad. En realidad, por todo lo 
contrario, porque eran actos de una gran intimidad: nom- 
bramientos de correligionarios y tierras que se daban a 
colonos correligionarios. En aquel momento, el Partido 
Nacional Independiente dijo que eran actos políticos y fue 
a la Corte Electoral. Aclaro que no cito este antecedente 
porque la sentencia no haya sido tan completa, aunque 
también podemos leerla. Simultáneamente, lo que dijo la 
Corte Electoral fue que no estaban probados los hechos que 
se denunciaban y que no había sido suficiente la prueba 
porque los nombramientos eran resoluciones y ellas no 
estaban agregadas. A su vez, señaló que los testimonios 
dados por dos compañeros nuestros en la Cámara de Repre- 
sentantes -los compañeros Cardoso y Dubra, ambos perte- 
necientes al Partido Socialista-, que habían dicho que se 
hacía política repartiendo tierras y cargos, fueron brinda- 
dos en oportunidad de realizarse una interpelación y no 
ante la Corte Electoral, que es el juez. Por ello, indicó que los 
mismos estaban fuera del expediente. Precisamente por esa 
razón no hubo condena por parte de dicho organismo. Sin 
embargo, el concepto de acto político quedó claramente 
delimitado. 


He querido citar este antecedente porque se da la cir- 
cunstancia de que hubo una denuncia penal ante la Corte 
Electoral, como la habrá este fin de semana próximo por 
parte de nuestra fuerza política y el Nuevo Espacio; además, 
hubo una interpelación, tal como está ocurriendo en este 
instante aquí. 


De cualquier manera, los dos antecedentes a los que me 
voy areferir ahora son más recientes. Uno de ellos fue muy 
recordado en su momento, sobre todo por nosotros, quie- 
nes votamos contra la Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado. Un Capitán de Navío, Gastón 
Silbermann, firmó -ni siquiera votó, sino que, reitero, firmó- 
una hoja o papeleta de adhesión para que hubiera un 
plebiscito o referéndum para pasar a la segunda etapa, y 
resulta que fue denunciado porque el artículo 77 de la 
Constitución establece que los Directores de Entes Autó- 
nomos y los militares en actividad -él lo estaba en ese 
momento- no pueden hacer ningún acto político, salvo 
votar. Obviamente, aquello no era un voto, sino una firma, 
hecha en una gran discreción, en la intimidad. Se compren- 
derá que un Capitán de Navío no sale a una tribuna a decir 
que firmó, pues estamos hablando de un hombre en activi- 
dad, sujeto a cierta disciplina. Entonces, cuando firmó, lo 
hizo con total discreción. Por mi parte, creo que lo hizo con 
pleno derecho. Fíjense que, entre otras cosas, ni siquiera se 
sabía si habría una votación, porque aún no se habían 
computado las firmas; de hecho, se demoró un año en saber 
si se llegaba o no al número necesario para pasar a esa 
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instancia. Sin embargo, la Corte Electoral se pronunció 
afirmando que la conducta del Capitán de Navío Gastón 
Silbermann entraba precisamente en la conducta prohibida 
por el artículo 77, numeral 4”, de la Constitución de la 
República. Compárese ese hecho, es decir, una simple firma 
para que hubiera un referéndum con lo que significa ahora, 
ante un plebiscito inevitable -como será el del 7 de diciem- 
bre-, un aviso como el que todos conocimos, publicado por 
un fin de semana en todos los diarios de mayor circulación, 
con un costo de U$S 150.000, según ha publicado el diario 
“El Observador”. 


¿Y por qué se pronunció de esa manera la Corte Electo- 
ral? Verdaderamente, fue una larguísima sentencia, en la 
cual indicó que se anulaba la firma, como se hizo en los 
hechos; recordemos que en esa oportunidad hubo muchas 
firmas anuladas -como las de Carlos Julio Pereyra y del 
General Seregni, argumentándose que no coincidían mucho 
con las rúbricas de sus credenciales, sacadas en realidad 
cuarenta años atrás-, lo que generó un terreno de mucha 
polémica y mucha pasión. Pero el hecho que estoy citando 
tiene que ver con una denuncia que se realizó ante la Corte 
Electoral, la que finalmente estableció que había delito 
electoral. Tengo en mi poder la sentencia completa, por si 
se quisiera conocer en detalle. 


Por lo tanto, la Corte Electoral mandó anular la firma del 
Capitán de Navío, pero señaló que no tenía prueba de que 
hubiera intención dolosa por parte de Silbermann, por lo 
que no le aplicaría la pena. Indicó que ese era un tema que 
correspondía a la órbita de la Marina. Por mi parte, tengo 
otra versión: se habría indicado a la Corte Electoral que el 
tema de si echaban o no al Capitán de Navío debía ser 
decidido por la Marina, así que dejó claro que había una 
jerarquía y que no se metieran en el asunto. La Corte 
Electoral, por su parte, señaló -tal como dije antes- que no 
se había probado el dolo. Así es como lo dice exactamente, 
pero si se quiere, puedo leer toda la sentencia. Entonces, la 
primera resolución es esa: declarar comprendida en la pro- 
hibición la firma del Capitán de Navío Silbermann. 


Confieso que, en lo personal, estoy muy lejos de com- 
partir la conclusión que acabo de mencionar, pero sí es 
cierto que la Corte Electoral describió con una gran preci- 
sión, difícil de rebatir, qué quiere decir “acto de carácter 
político”. ¿Cuál es el sentido de este artículo?, plantea 
primero la Corte. ¿Para qué está establecida esta prohibi- 
ción? Según el organismo, los ciudadanos tienen dos dere- 
chos: elegir y ser elegidos. Muy bien, aquí tenemos ciuda- 
danos -Directores de Entes Autónomos, militares o jueces- 
que no pueden ser elegidos si no abandonan el cargo; o sea 
que sólo pueden votar. Además, no pueden hacer ningún 
otro acto político, salvo votar. Entonces, la Corte se pre- 
guntó para qué se estableció semejante restricción -la más 
grande que hay en la Constitución de la República-, que ni 
siquiera existe para los miembros de la Corte Electoral y para 
el Presidente de la República, que figuran en el numeral 
siguiente del artículo, que es más laxo, menos severo. 
Finalmente, señala que todas estas normas no son para 
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crear ciudadanos de distintas clases, es decir, unos que 
pueden hacer política y otros que no, sino que son para 
proteger la libertad de los ciudadanos comunes que pueden 
verse influidos por las opiniones políticas de otros ciuda- 
danos que están en posición preeminente. Esa es la razón 
por la cual se establecen estas prohibiciones. Así lo dice la 
Corte Electoral terminantemente, en esa sentencia y en 
todas las que ha dictado. Según ella, esa es la ratio legis, 
o sea, el fundamento que inspira esta prohibición de ejecu- 
tar actos políticos, salvo el voto. 


Quiero decir algo más: el que redactó y propuso esa 
sentencia aprobada por la Corte Electoral fue su actual 
Presidente, el doctor Urruty, quien después también inte- 
gró la Comisión de la Corte que redactó una segunda 
sentencia, a la que me voy a referir. Se trata también de un 
caso reciente, ocurrido dentro del Senado. Me refiero auna 
escaramuza que tuvo lugar en este ámbito, planteada por el 
señor Senador Michelini. 


El Nuevo Espacio denunció al contador Ricardo 
Lombardo, Presidente de ANTEL, por realizar actividad 
política. Al parecer, había ciudadanos que lo estaban pro- 
moviendo para precandidato de las elecciones internas del 
Partido Colorado, y había estado por algunas tribunas 
haciendo, digamos, una descripción de su gestión. La Corte 
Electoral examinó la denuncia y reiteró el concepto de acto 
político prohibido. En tal sentido, reiteró que se trata de 
proteger al elector o votante común y que las personas que 
desempeñan cargos importantes, como un Director de un 
Ente Autónomo, un militar -por integrar un aparato de 
fuerza-, o un Juez -por disponer del poder jurídico de resol- 
ver conflictos-, no pueden emitir opiniones públicas, salvo 
en esas Comisiones Especiales, porque inciden sobre la 
ciudadanía, pero agregó un nuevo elemento e hizo más 
exigente el concepto de delito electoral. Al respecto, debo 
señalar que se trata del concepto más restringido que he 
escuchado en el Uruguay sobre lo que es un acto de carácter 
político. Repito que esto lo sostuvo la Corte Electoral 
presidida por el doctor Urruty, quien también participó de 
la redacción de la sentencia. Dijo que como la Constitución 
establece que se trata de un delito penal, aunque la pena no 
es infamante y no lo mandan preso, tiene que haber un nexo 
causal entre los actos -en el caso del contador Lombardo 
consistía en haber admitido que se le postulara como 
precandidato en algunas tribunas o a través de la firma de 
algunos ciudadanos- y el resultado -es decir, el acto elec- 
toral-, o sea, que el acto sea susceptible de influir en los 
ciudadanos. ¿Qué dijo la Corte Electoral en el caso del 
contador Lombardo? Que hay que tener en cuenta la distan- 
cia entre los actos políticos de proselitismo -que no negó 
que los hubo- y el acto electoral. Como dicha distancia era 
muy grande -recordemos que la situación planteada con el 
contador Lombardo se había generado antes de las eleccio- 
nes internas y las elecciones nacionales se iban arealizar en 
noviembre-, la Corte Electoral sostuvo que los efectos se 
diluían y, por lo tanto, lo absolvió. Queda claro que el 
concepto de acto electoral que manejó en su momento, 
ahora se da plenamente en el caso de ANCAP. El aviso no 
fue publicado en la interna del Ente, para convencer al 
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Parlamento de que vote la ley ni para procurar que la 
Facultad de Derecho organice un seminario; en realidad, 
sale en la prensa cuando casi estamos en las vísperas del 
acto electoral, en plena campaña y con los Partidos ya 
alineados, sin que haya en el medio -como en el caso del 
contador Lombardo, que estaban las elecciones internas- 
otro acto electoral. Aquí estamos frente a un acto electoral 
para votar por SI o por NO. 


En consecuencia, creo que las sentencias de la Corte 
Electoral son terminantes en su concepto para ser aplicadas 
a este caso que estamos estudiando. 


Por otro lado, con mucha claridad y responsabilidad 
personal, quiero decir que hace años que no veo un aviso 
como este, a doble página, que aparece en toda la prensa y 
que es tan parecido al que publicó el doctor Batlle antes del 
balotaje con apoyo del Partido Nacional, criticando el Im- 
puesto a la Renta que el Encuentro Progresista-Frente 
Amplio proponía. Como se recordará, eso sucedió entre la 
primera y la segunda vuelta. Insisto en que nunca vialgo tan 
parecido: el diagrama, las letras grandes y las chicas, y la 
expresión que reza que se acabó la clase media en el Uru- 
guay, lo que, obviamente, se refería a un programa. 


¿Cuáles la gran diferencia? Que el doctor Batlle no tenía 
ningún impedimento político para publicar ese aviso, como 
no lo tenían tampoco el Partido Colorado, el Partido Nacio- 
nal, el Encuentro Progresista-Frente Amplio, ni nadie. Al 
día siguiente contestamos con un aviso igual de grande 
-con un sacrificio económico muy importante- pero poste- 
riormente volvió a salir el aviso del doctor Batlle que, repito, 
es muy parecido a este. 


Como dije, jurídicamente, la diferencia radica en que el 
doctor Batlle podía hacerlo y lo hizo. Que no me guste lo que 
allí se decía, que era mentira o que hoy en día mucha gente 
habla del Impuesto a la Renta como cosa buena, es verdad. 
Tenía derecho a decirlo; era parte de su publicidad. Eso es 
lo mismo que hizo el Directorio de ANCAP, aunque algunos 
de sus miembros estén convencidos de que la interpreta- 
ción que hacen es la correcta. El tema es que los efectos de 
una ley no se pueden medir hoy, en una campaña electoral. 


Me relató un avecilla que a nivel del Gobierno no están 
todos contentos con lo que hizo el Directorio de ANCAP. 
Traducido al lenguaje popular, me lo contó un pajarito. Y a 
lo mejor es verdad. Yo sé que hubo alguna discusión. 


De todos modos, con toda responsabilidad, puedo decir 
que no creo que si un ciudadano común lee este aviso, no 
diga que tiende a alinearse para favorecer el voto por el NO. 
Sinceramente no lo creo, y no busco que alguien se ofenda 
conmigo. Si alguien me dice que este aviso no tiende a 
provocar en quien lo lee el voto por la papeleta celeste, no 
le creo. Lo digo honestamente. Incluso, he hecho la prueba 
con mucha gente. Tampoco creo que cuando los señores 
Senadores Gargano, Fernández Huidobro, Rubio o quien 
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habla vamos a una radio o a la televisión a argumentar y 
decimos que esta ley es mala para el país, que no favorece 
al consumidor, que no asegura que ANCAP no quede en 
manos de privados, alguien diga que eso no es propaganda 
a favor del SI. La diferencia está en que nosotros tenemos 
derecho a hacerlo y el Directorio de ANCAP no, porque está 
prohibido y calificado como delito electoral por la Consti- 
tución. Eso es lo que vengo a plantear acá y no a discutir 
sobre quién tiene razón en las interpretaciones, lo que 
puedo hacer en cualquier medio, tal como lo hago recorrien- 
do todo lo que me den las fuerzas para tratar de que en el 
referéndum se vote por el Sl para derogar la ley. El tema está 
en que no tengo prohibiciones en ese sentido. 


Está claro que los Partidos están alineados por una u 
otra solución. Lo que queda es analizar -y lo voy a decir muy 
claramente- cómo pueden hacer para salir de este enredo 
quienes sostienen que el Directorio de ANCAP no viola la 
Constitución. ¿Qué es lo que pueden decir? Creo que no 
tienen otra posibilidad que la de sostener que no se trata de 
un acto de carácter político prohibido por la Constitución. 
Si admiten que lo es, la consecuencia está en nuestra Carta 
y es muy clara. Entonces, vamos a ver cómo se las ingenian. 


He escuchado que cuando se habla de acto político tiene 
que estar vinculado a Partidos. Pues bien; supongo que no 
hay Partido que desconozca que los miembros del Directo- 
rio de ANCAP son Colorados y Blancos. Quizás, alguno 
pueda sentirse que no lo representa muy bien pero, repito, 
son Colorados y Blancos, y fueron nombrados por esa 
condición. Creo que no se puede discutir que los partidos 
están alineados y que estamos frente a las proximidades de 
un acto de votación. Por si a alguien le da por discutir 
jurídicamente si el voto por SI o por NO es un voto, recuerdo 
que precisamente la Constitución habla de voto. En el 
plebiscito se vota por SI o por NO, y esaes la denominación 
que utilizan las leyes y la Constitución. Estamos ante un 
acto de votación; entonces, no veo cómo se lo puede negar. 
Se podrá decir que la Constitución está loca, que cómo va 
a prohibir a los Directores de los Entes Autónomos que 
puedan decir en un diario que esta ley es buena y que va a 
abaratar el combustible. Y sí, habrá que modificar la Cons- 
titución para dar más libertad a los Directores de los Entes 
Autónomos y a los militares para que digan discursos 
políticos. Aclaro que nunca he denunciado a un militar por 
decir un discurso político, aunque les está prohibido. Yo no 
voy a denunciar a un militar que dice un discurso político 
a favor del golpe y no fue castigado por el golpe; me parece 
injusto que no pueda hablar. Reitero que no me gusta 
denunciar por los dichos, sino por los hechos, como es la 
publicidad. En los hechos se dicen cosas pero no se me 
puede decir que la publicidad también son dichos, porque 
eso es como cuando se defienden los fueros de un 
Legislador nacional o departamental -aunque ellos no 
tienen el mismo fuero que tenemos nosotros- diciendo que 
sus Opiniones son sagradas y no pueden ser responsables 
por ello. Pero si se prueba que detrás de eso hay un ilícito, 
como por ejemplo, que le pagaron para que vote algo, es 
responsable, porque la coima es una conducta y no un 
dicho. Aquí no estoy hablando de un delito infamante, sino 
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de un delito electoral, y la Constitución es la que le llama 
delito. 


¿Por qué hemos hecho esta interpelación? ¿Por qué 
hemos llamado a Sala al señor Ministro? Porque conside- 
ramos políticamente responsable al Poder Ejecutivo -como 
no podemos interpelar al señor Presidente de la República, 
interpelamos al señor Ministro- por no tomar las medidas 
que debió haber tomado y además se solidarizó con la 
conducta, y en Derecho, solidarizarse con un hecho ilícito, 
origina responsabilidad. El Poder Ejecutivo, cuando vio el 
primer aviso, pudo haber dicho al Directorio de ANCAP que 
suspendiera eso, ya que por los artículos 197 y 198 de la 
Constitución de la República puede suspender actos, ob- 
servar alos Directores, tomar correctivos y hacer remocio- 
nes; pero como no lo hizo, hay responsabilidad política. 


Para esta exposición he tenido que hacer un análisis 
jurídico, porque para que el señor Ministro sea responsable 
porque se plegó a algo que considero ilícito, tengo que 
demostrar que lo es. Entonces, he realizado esta demostra- 
ción que me parece surge de comparar los hechos con lo que 
dice la Constitución. 


Por último, señor Presidente, señor Ministro, quiero 
decir -sin perjuicio de que después se redacte- que mi idea 
es proponer que nuestra Bancada declare que el Poder 
Ejecutivo debió frenar esta publicidad y que también lo 
haga el Poder Legislativo a través de esta Cámara. 


Asimismo, la Constitución de la República dice quiénes 
pueden ser denunciantes ante la Corte Electoral por estas 
violaciones al numeral 4” del Artículo 77, enumerando al 
Poder Ejecutivo, cada Cámara o las autoridades nacionales 
de los Partidos políticos. El Nuevo Espacio y nuestro Par- 
tido, a través de sus autoridades nacionales, ya han deci- 
dido formular la denuncia ante la Corte Electoral, lo que 
haremos, quizás, mañana o pasado. Pero también la Cámara 
de Senadores puede formular la denuncia, y nosotros en- 
tendemos que este Cuerpo debe dirigirse a la Corte Electoral 
diciendo que entiende que el Directorio de ANCAP, en esta 
publicidad, violó el numeral 4* del artículo 77 de la Consti- 
tución de la República. Esto va a figurar en la propuesta, si 
mis compañeros la acompañan, lo que ya he sondeado. 


Me consta que en este tema no se está jugando la 
solución al problema del hambre o la falta de educación y de 
salud; pero si se dejan pasar, mirando para el costado, estas 
violaciones al Estado de Derecho, el deterioro se irá hacien- 
do sistemático. 


Sinceramente, me tiene aburrido la impunidad que hay en 
este país, ya sea de militares, de civiles, de funcionarios, de 
ciudadanos o de gobernantes. Los militares tienen impuni- 
dad por los delitos que cometieron en la dictadura, pero 
están amparados en una ley que les dio esa impunidad que, 
inclusive, fue ratificada por el pueblo. No me gusta el 
resultado de ese plebiscito, pero existe. Pero la impunidad 
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de hecho, la que no se otorga basada en una ley, sino 
violando normas, sin aplicar sanciones o, por lo menos, un 
tirón de orejas, me aburre mucho y me pone nervioso. Sé que 
cuando vienen las campañas electorales la susceptibilidad 
se agudiza, pero todos los días veo cosas que no deben 
ocurrir, sean o no delitos, que también tienen que ver con 
la ética y con la delicadeza. En ese sentido, el propio 
Directorio de ANCAP, no digo que haya creado, pero tolera 
esas quince o dieciséis sociedades que tiene, de las cuales 
una carece de sentido, ya que es una sociedad anónima 
donde el 100% de las acciones es de ANCAP. Pero aquí el 
problema no es que las manejen privados, sino que no tiene 
sentido de ser una sociedad anónima con un Directorio 
cuyo Presidente gana $ 91.000 por mes y cuyo Vicepresi- 
dente cobra $ 64.000. Aclaro que estos no son datos de los 
diarios, sino de una comunicación oficial de ANCAP sobre 
las dieciséis sociedades, quiénes las integran y quiénes las 
dirigen. 


Reitero que eso no me gusta. Me estoy aburriendo de 
esas cosas y siento un deber cívico de reaccionar contra 
ellas. No vayan a creer que tengo la más remota esperanza 
de convencer alos Legisladores con los argumentos que he 
dado, de una posición que no trajeran de antemano; pero 
debe quedar prístino, cristalino, para la gente, quiénes 
toleran estas cosas y quiénes no. Lo digo sin ofensas; y si 
alguien se ofende, que se ofenda. 


Creo que estos hechos no se deben dejar pasar. Preten- 
do que haya soluciones y tirones de orejas, aunque no se 
quieran tomar medidas drásticas, utilizando el argumento 
de que fueron deslices. Puede haber algún Director que no 
entienda nada de estas cosas, que a lo mejor sabe mucho de 
hidrocarburos pero nada de Derecho, por lo que no sabía 
que esto estaba prohibido. También puede ocurrir a la 
inversa, que no tenga la menor idea de hidrocarburos o, 
quizá, no sepa nada de ambas cosas. Todo ello puede 
ocurriren la práctica y no está prohibido por la Constitución 
de la República. 


Reitero que estoy cansado de todo esto y no me resigno 
a dejarlo pasar. En cuanto al Parlamento, sería bueno que 
el público se pudiera enterar que unos dijeron una cosa y 
otros, otra. Entiendo que es un grave error del Senado dejar 
pasar esto sin un tirón de orejas fuerte a los Directores de 
ANCAP. Pero si no lo hacen, si hay razones políticas, 
jurídicas, éticas, humanas, amistosas O las que sea, el 
público -y no me refiero al que está aquí-, la ciudadanía, 
debe saber bien quiénes no queremos que estas cosas 
pasen y quiénes sí lo quieren. Algunos nos dicen que si un 
día somos Gobierno -aclaro que personalmente no lo seré, 
pero con certeza sí mi fuerza política- veremos cómo se dan 
estas cosas en la práctica. Bueno, se verá; alo mejores así. 
Espero que no, pues yo me he criado en una conducta 
distinta en la vida política, con controles muy fuertes por 
parte de la gente, y no me refiero alos de los dirigentes, que 
también lo hacen. 


Por lo tanto, aspiro a que si este país tuviera la felicidad 
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de que la izquierda gobernara -no tengo vergienza en decir 
que soy de izquierda ni lo oculto-, ésta no se acostumbrara 
aesas tradiciones donde de a poquito se va deteriorando el 
Estado de Derecho con este tipo de violaciones. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de conceder la palabra al 
señor Ministro, y reconociendo que no es el tema de fondo, 
creo que tengo derecho a dejar constancia de que durante 
la intervención del señor Senador Korzeniak tuve tiempo de 
leer atentamente los artículos de la Constitución y ninguno 
dice que el referéndum se convierte en un plebiscito, como 
expresó el Miembro Interpelante al comenzar su diserta- 
ción, quizá cometiendo un error involuntario. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro 
Interpelante. 


SEÑOR KORZENIAK.- Aunque podría hacerlo si me 
toleraran, no me voy a arrogar el derecho de dar una clase 
sobre las diferencias entre referéndum y plebiscito. Sí pue- 
do decir que los que están familiarizados con el lenguaje del 
Derecho Público uruguayo, sobre todo los que siguen la 
línea de Justino Jiménez de Aréchaga, dicen que el referén- 
dum tiene dos etapas: una de presentación y otra de plebis- 
cito. De acuerdo con el lenguaje corriente, en el Uruguay se 
le denomina “plebiscito” al voto por SI o por NO. 


Si el señor Presidente se fija en el artículo 331 de la 
Constitución de la República, literal B, párrafo primero, verá 
que ahí se habla del plebiscito, donde se vota por SI o por 
NO. Estamos hablando del plebiscito constitucional, pero 
este es el mismo caso, porque se presenta una reforma por 
vía de iniciativa popular y luego se somete a plebiscito. Por 
lo tanto, la palabra “plebiscito” en Uruguay -permítanme la 
arrogancia académica- se usa para referir e acto de votación 
por SIo por NO. Noes asíen la Ley Orgánica Departamental 
de 1935, en la que se denomina “referéndum” al voto por SI 
o por NO, y por eso ha sido criticada. 


En Francia -de donde hemos tomado estos conceptos-, 
todo cambia, porque “plebiscito” es cuando los gobernan- 
tes ponen en juego su cargo porque se inclinan por una 
posición -ejemplo de esto es lo que le ocurrió a De Gaulle 
cuando perdió un plebiscito y se fue-, y “referéndum” es 
cuando no está en juego el cargo. Repito que esto es lo que 
se dice en Francia y no acá. 


Si el señor Presidente revisa el lenguaje de la Corte 
Electoral cuando hace la convocatoria, dice que es para el 
plebiscito a realizarse el 7 de diciembre. Por otro lado, me 
parece que es lo que todo el mundo entiende aquí. 


En último caso, si el señor Presidente quiere mantener 
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sus convicciones terminológicas, respeto que lo haga, pero 
creo que nadie se equivocó cuando habló de plebiscito o de 
referéndum, porque todos sabemos a qué nos estamos 
refiriendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 79 habla de “referén- 
dum contra las Leyes” como recurso. 


Es muy claro lo que dice la Constitución, pero no vamos 
a seguir discutiendo al respecto. 


SEÑOR KORZENIAK.- No habla del plebiscito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habla de “referéndum contra las 
Leyes”. 


SEÑOR KORZENIAK .- Pero no habla del acto de votar 
por SI o por NO. 


SEÑOR MILLOR .- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR.- Agradezco al señor Presidente por- 
que, entre las muchas cosas que dijo el señor Senador 
Korzeniak, hay una que no me quedó claro si la menciona 
como una irregularidad -la dijo al pasar, pero después 
agregó cosas sobre los Directores que no entienden na- 
da- y me involucra directamente. 


En una parte de su alocución, cuando venía manifestan- 
do lo que eran para él una serie de irregularidades -así lo 
entendí; quizás lo interpreté mal-, mencionó la comparecen- 
cia de un Director de ANCAP ante la Junta Departamental 
de Soriano. Esto me involucra directamente, porque suce- 
dió el viernes 26 de setiembre en la ciudad de Mercedes, 
cuando fui invitado por la Junta Departamental, no a un 
debate -como dice el Miembro Interpelante- sino a una 
sesión en régimen de Comisión General, luego de habérseme 
aclarado que el viernes anterior habían estado quienes 
propugnaban la derogación de la ley. Concurrimos con el 
señor Representante Walter Vener a una sesión, repito, en 
régimen de Comisión General -todavía tengo la invitación 
en mi despacho- de la Junta Departamental de Soriano, que 
comenzó a la hora 20 y 20, finalizando a la 1 y 30 de la 
madrugada. Entre los periodistas y el público que colmaban 
el Recinto, con el señorío que le caracteriza y la amistad de 
la cual me honro, se encontraba el señor Emilio Martino, 
Director de ANCAP. A las 21 y 55 horas, un Edil de nuestro 
Partido pidió permiso para que yo me pudiera retirar a 
efectos de concurrir a un programa de televisión, y dije que 
después pensaba volver. En ese momento los señores Ediles 
solicitaron que el señor Emilio Martino participara en lo que, 
repito, no era un debate sino una sesión en régimen de 
Comisión General, a fin de clarificar aspectos de la ley. 


Quería hacer esta aclaración porque lo que recogí allí, 
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tanto de quienes eran partidarios de la derogación como de 
aquellos que estaban a favor de mantener la ley, fue una 
complacencia muy importante con el Director Martino por 
haber accedido a pasar de público a participante de una 
reunión que procuraba ilustrar acerca del tema. 


Repito que por el momento sólo quería hacer esta acla- 
ración; cuando me toque el turno de hacer uso de la palabra 
haré referencia a otras cosas, como lo del tirón de orejas. 
Quizá, el tirón de orejas se lo habríamos dado nosotros a los 
Directores de ANCAP por mantener impune la campaña de 
desinformación realizada en torno a esta ley, si no hubieran 
hecho lo que tenían que hacer, que era publicar su conteni- 
do. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Creo que quedó muy claro que 
nosotros no denunciamos los actos de comparecencia a 
órganos políticos como las Juntas Departamentales u órga- 
nos partidarios. Lo dijimos expresamente: nosotros critica- 
mos la publicidad. De acuerdo con lo publicado el día 27 de 
setiembre en el diario “Crónicas”, de la ciudad de Mercedes, 
efectivamente el señor Senador Millor concurrió a la Junta 
Departamental, donde disertó el señor Representante Vener, 
acompañado en este segundo capítulo de la jornada por el 
Vicepresidente de ANCAP, Emilio Martino. No estoy pl- 
diendo que comprueben si esto es verdad o no, porque no 
me interesa y no es lo que estamos denunciando. El perió- 
dico dice que este último respondió sobre el tema del precio 
unificado, etcétera, y expresa que en cuanto a los aportes 
a Rentas Generales, ante el temor planteado por algunos 
Ediles del Frente Amplio por la evasión que la futura empre- 
sa pueda hacer -como ha sucedido en otros países de 
América Latina-, Martino les respondió que los controles y 
la exigencia corren por cuenta del Gobierno. 


Esto es lo que describí que había leído acá y, repito, no 
le doy la menor importancia. En todo caso, haya sido en la 
Junta o hacia afuera, no fue una propaganda como este 
aviso que yo leí y describí. Repito que no era una propagan- 
da sino una opinión. 


El señor Senador hizo muy bien en dar su opinión en ese 
momento, porque no tiene ninguna prohibición; lo puede 
hacer y también puede salir a hacer propaganda. En cambio, 
un Director de ANCAP no puede hacerlo porque no puede 
incidir en los demás ciudadanos, no porque no tenga dere- 
cho cívico, sino porque la Constitución, para mal o para 
bien, se lo prohíbe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Minis- 
tro de Industria, Energía y Minería. 
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SEÑOR MINISTRO.- Señor Presidente: a pocos días de 
instalado en el Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
me corresponde el alto honor de comparecer ante el Parla- 
mento Nacional para contestar los cuestionamientos que ha 
generado en los señores Senadores del Encuentro Progre- 
sista una decisión del Directorio de un Ente Autónomo. Lo 
hago desde la óptica de quien es un industrial y 
agropecuario, pero no experto en Derecho. A estos efectos, 
por supuesto, me remitiré oportunamente a los dictámenes 
efectuados por especialistas en la materia. Pero como Mi- 
nistro y responsable político del tema, me limitaré -si uste- 
des me lo permiten- a encarar esta situación desde la óptica 
del sentido común que todos tenemos. 


No desconozco las prohibiciones constitucionales, ade- 
más de las éticas y morales, que tienen los Directores de los 
Entes Autónomos. Como uruguayo y liberal lo valoro y 
celebro que así sea. Nadie puede negar que la política 
partidaria, la acción política subjetiva y dirigida aimponer 
credos o posiciones no debe ser, como no fue nunca, el 
campo de actuación de quienes han sido designados para 
administrar eficientemente los bienes de todos los urugua- 
yos. Al respecto, puedo decir que no sólo yo, sino también 
el propio señor Presidente de la República, en su condición 
de liberal y republicano, rechazamos por igual las conduc- 
tas de ese estilo. 


El tema pasa, a mi juicio, por otro lado. No siento -y 
reitero que hablo como ciudadano común- que la actuación 
del Directorio de ANCAP, que decidió informar a la ciuda- 
danía sobre el contenido de una ley estratégica que hace a 
aspectos propios de la política de Estado -que en toda 
ocasión, necesariamente, está incluida en todas las actua- 
ciones de quienes deben velar por el bien y el mejor 
desarrollo del Ente a su cargo-, suponga ignorar una 
máxima constitucional que todos respetamos y valoramos. 
Es más: estoy convencido de que los señores Directores de 
ANCAP, en el marco de sus potestades y atribuciones, no 
sólo tenían y tienen el derecho de informar a la ciudadanía 
sobre una ley tan trascendente, sino además, y fundamen- 
talmente, la obligación de hacerlo. ¿Qué otra cosa deben 
hacer los Directores de un Ente sino poner sobre la mesa, 
negro sobre blanco, una ley que tanto significa y en la que 
tanto han trabajado? ¿Alguien puede pensar acaso que los 
Directores de un Ente Autónomo, obligados jurídicamente 
a velar por el bien del organismo que tienen a su cargo, 
puedan ignorar las contradicciones y dudas que esta ley ha 
generado? ¿Sería válido que ellos, en momentos en que se 
reconoce y afirma que el alcance de la ley ha sido motivo de 
controversias, o al menos de afirmaciones equivocadas e 
imprecisas, no informaran de manera seria y objetiva a los 
ciudadanos, mostrando el texto legal y señalando con rigor 
lo que éste dice? 


Considero que deben actuar y que lo hicieron -sin dis- 
cusión- con respeto por la norma constitucional. No hicie- 
ron publicidad ni propaganda; se limitaron a informar como 
corresponde. Actuaron con responsabilidad como adminis- 
tradores del Ente, y lejos, muy lejos, han estado de preten- 
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der levantar banderas partidarias o eslóganes políticos 
sectoriales. Han cumplido su rol como personas a cargo del 
futuro de un Ente, dando a todos los uruguayos -a los que 
quieren la ley, alos que no la quieren y a los que no saben 
si la quieren o no, porque desconocen su contenido- las 
herramientas y los elementos adecuados como para tomar 
con seriedad y conciencia la decisión que corresponda. No 
considero -y lo digo con total convicción- que se haya 
cometido alguna irregularidad o alguna falta constitucio- 
nal, legal ni ética. El valor está en saber marcar los límites 
y en actuar siempre por respeto a la ciudadanía, al margen 
de las políticas sectoriales, moviéndose en un terreno ge- 
neral que no sólo es válido, sino que es la esencia y razón 
de ser de la actividad pública. 


Considero que los Directores de ANCAP así lo hicieron, 
ya que no sólo ejercieron sus potestades en forma, sino que 
cumplieron cabalmente con las obligaciones inherentes a 
su Cargo. 


Como señalaba anteriormente, en el estricto terreno 
del Derecho me limitaré -habida cuenta de las limitaciones 
o falta de formación personal que tengo en esta materia- a 
citar la opinión de tres destacados profesionales, como son 
los doctores Semino, Delpiazzo y Aguirre. 


Había previsto extraer de sus muy afinados y claros 
informes -que pongo a disposición de la Mesa- los aspectos 
más destacables, para no hacer tediosa la intervención, no 
por falta de valoración de estas opiniones, sino por seguir 
el espíritu que señaló el señor Senador Korzeniak al princi- 
pio de la sesión, cuando anunció que el propósito de la 
interpelación no era ingresar a los detalles de la ley. Según 
expresó luego -y lo considero respetable-, la publicación y 
su forma de expresión ameritan un análisis, y como en los 
informes este aspecto fue evaluado responsable y deteni- 
damente, aunque pensaba limitarme a señalar algunas re- 
flexiones sobre las normas y a transmitir las conclusiones 
extraídas por los respectivos juristas, no puedo ahora dejar 
de referirme -y pido disculpas por la molestia ya que me voy 
a extender unos minutos más- al análisis puntual de la 
expresión de la publicación de ANCAP. 


Dice el doctor Delpiazzo en su informe, en el que realiza 
un análisis meticuloso comenzando por el objeto de la 
publicación: “Bajo el título “La primera responsabilidad de 
todos es entender la ley”, la publicación realizada por ANCAP 
contiene en su parte central el texto completo del articulado 
de la Ley N* 17.448. Complementariamente, en los márgenes 
laterales se añaden titulares y frases explicativas vincula- 
das con líneas a la parte del articulado que en cada caso 
corresponde. 


Con relación al artículo 1” de la Ley se señala “La libre 
competencia beneficia al consumidor”. La referencia está 
hecha a la derogación del monopolio de la importación, la 
exportación y refinación del petróleo crudo, y del de expor- 
tación de derivados del petróleo establecidos en la Ley de 
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Creación de ANCAP, N* 8.764, de 15 de octubre de 1931, 
señalando la incidencia del MERCOSUR en la caída de los 
monopolios. Se trata, por tanto, de una ilustración objetiva 
del texto legal, ampliamente respaldada por la enseñanza de 
la Doctrina que se ha ocupado del punto (Augusto Durán 
Martínez, “Estudios Jurídicos a Propósito del MERCOSUR”; 
Graciela Roucco, *Monopolios y Exclusividades en la Con- 
tratación Actual”, “La Contratación Administrativa en Uru- 
guay y Argentina frente al MERCOSUR”; Carlos Delpiazzo, 
“Contratación Administrativa?). 


A propósito de los artículos 2* y 3” de la Ley, se dice 
“ANCAPnose privatiza ni se vende”, ya que “La ley habilita 
que ANCAP se asocie con otra empresa, imponiéndole 
mantener la mayoría accionaria en esa sociedad”. También 
en este caso la explicación es coherente con el articulado 
respectivo y con la adecuada distinción entre los supues- 
tos conceptuales y las técnicas jurídicas usuales en los 
procesos de reforma del Estado, tanto a nivel nacional como 
comparado (Carlos Delpiazzo, “Instrumentos usados para la 
reforma del Estado en el Uruguay”). 


Como ya sostuvimos antes, privatizar es pasar algo del 
sector público al privado. Dicho proceso puede comprender 
tanto cosas como actividades, puede ser total o parcial y 
llegar hasta la adopción de determinadas formas 
institucionales (Mariano Brito, Carlos Delpiazzo, “Derecho 
Administrativo de la regulación económica”). En cambio, la 
Ley N* 17.448 lo que habilita es un proceso asociativo de 
ANCAP que no implica privatización sino que consiste en 
la conjugación de lo público y lo privado a través de una 
sociedad de economía mixta de base contractual (Carlos 
Delpiazzo, “Las sociedades de Economía Mixta en el marco 
de nuestro Derecho Público”?).” 


Con respecto a los artículos 4” y 5” -siempre con el afán 
ya no de dar un punto de vista personal, sino de considerar 
el análisis muy afinado del doctor Delpiazzo, con los 
remarcados de la publicación-, el comentario es que el 
Estado asume el control total, destacándose que los aspec- 
tos de gestión que se consideran decisiones estratégicas, 
sólo podrán aprobarse si cuentan con el consentimiento de 
ANCAP. Efectivamente, sin perjuicio de lo que pueda 
agregarse en el contrato de asociación, el Legislador ha 
querido reservar ocho aspectos considerados como los más 
relevantes, para exigir a su respecto el consentimiento del 
Ente estatal. De ese modo, se asegura para él mismo, el 
control de las decisiones más relevantes a adoptarse por 
parte de la empresa mixta a crearse. 


Con relación al artículo 6%, el titular añadido 
marginalmente destaca que bajará el precio del combusti- 
ble, ya que la ley consagra expresamente que el precio del 
combustible de la nueva sociedad, antes de cargar impues- 
tos, tendrá que ser el mismo que el de paridad de importa- 
ción. La sola lectura comparativa del texto legal y de la 
explicación añadida eximen de mayores comentarios, ya que 
surge fluidamente la coherencia entre una y otra. 
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Aclaro que estoy salvando la incursión personal -eso ya 
debe estar claro a esta altura de mi intervención- y nuestra 
opinión sobre el articulado. Simplemente nos hemos limita- 
do al análisis del estudio del doctor Delpiazzo. Incluso, 
cuando leo artículos de esta naturaleza, no deja de tentarme 
el hacer una incursión conceptual, pero creo que en ese 
sentido podemos compartir lo que marcaba inicialmente el 
señor Senador interpelante, en el sentido de que no era su 
intención discutir la ley. Por mi parte, sí tengo intención e 
interés en hacerlo, pero acepto que en este momento puede 
no ser oportuno. 


Continuando con el artículo 7”, la anotación destaca que 
el Estado protege al consumidor. Si se comprueba que los 
precios del combustible son mayores que los de la región o 
que los que surgen de la paridad de importación, la ley 
impone que el Poder Ejecutivo fije los precios máximos de 
venta. En efecto, en el tenor de la norma comentada, se 
distingue entre los momentos anterior y posterior al cese 
efectivo del monopolio de importación del combustible 
derivado del petróleo: a) hasta la derogación, se comete al 
Poder Ejecutivo la fijación de los precios máximos de venta 
en toda la cadena de comercialización y b), a partir de la 
derogación, se dispone con carácter de mandato que el 
Poder Ejecutivo fijará los precios máximos de venta en toda 
la cadena de comercialización cuando los mismos se en- 
cuentren desalineados respecto de la región o de la paridad 
de importación, o cuando se presuma la existencia de con- 
ductas abusivas o colusivas entre los operadores de mer- 
cado. 


Explicando el alcance de los artículos 8 a 10? de la Ley, 
el primer titular del margen derecho destaca que ANCAP no 
vende absolutamente ninguno de sus bienes. Ello es efec- 
tivamente así, ya que todos los bienes que se aporten a la 
sociedad a crearse no son transferidos en su dominio y 
serán restituidos al finalizar la misma, tal como lo establece 
el artículo 8%. A la vez, se reserva para el Ente estatal la 
administración del muelle de La Teja y las plantas de alma- 
cenaje del interior situadas en Juan Lacaze, Durazno, Trein- 
ta y Tres y Paysandú y, en la forma en que establezca la 
reglamentación, tendrá acceso a facilidades en el parque de 
tanques de La Teja y en la planta de almacenamiento de La 
Tablada. 


Con referencia al claro tenor del artículo 9” de la Ley, se 
subraya que los Directores de la sociedad a crearse no 
podrán ser candidatos, prohibición que la norma extiende a 
cualquier cargo electivo hasta transcurrido un período de 
gobierno desde su cese. Ningún comentario requiere la 
anotación a esta disposición, dado que es repetitiva de su 
contenido. 


A propósito del artículo 11 de la Ley, siempre se enfatiza 
en los anexos o laterales a los propios artículos, que habrá 
marco regulatorio. Sobre esto, el doctor Delpiazzo dice lo 
siguiente: “Como ya he tenido oportunidad de señalar en el 
pasado, el abandono de situaciones de monopolio o exclu- 
sividad apareja modificaciones organizativas, de actividad, 
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de relacionamiento y de distribución de responsabilidades 
a los que no resulta ajeno el control. No se trata de un 
debilitamiento o retracción del control, sino de un cambio 
de roles derivado de que el acento ya no se pone tanto en 
la prestación directa de bienes y servicios, cuanto en la 
regulación y fizcalización de quienes asumen la tarea 
prestacional.” Estos son comentarios del doctor Carlos 
Delpiazzo en “Desafíos Actuales del Control”. Es precisa- 
mente lo que establece la norma glosada -cuya lectura debe 
realizarse junto con la Ley N* 17.598, de diciembre de 2002- 
por la cual se crea la Unidad Reguladora de los Servicios de 
Energía y Agua, dotándola de autonomía técnica. 


“Empezaremos a competir recién cuando ANCAP esté 
fortalecida por la asociación”. Este es el comentario que 
ilustra el artículo 12 de la Ley, derogatorio del monopolio de 
importación de productos refinados derivados del petróleo 
a partir de 1? de enero de 2006, siempre y cuando se haya 
adjudicado el procedimiento competitivo que se realice 
para la selección del socio. La frase se ajusta a la mecánica 
diseñada por la Ley, según la cual el monopolio de impor- 
tación no cae hasta tanto se materialice la asociación, o sea, 
hasta tanto ANCAP se haya asociado para operar en el 
mercado. 


“Finalmente, los artículos 13 a 18 de la Ley regulan el 
régimen de los funcionarios de ANCAP frente a la nueva 
sociedad, asegurándoles el pleno ejercicio de sus derechos 
y una situación de estabilidad y beneficios superiores a los 
generalmente establecidos frente a situaciones similares, 
como fue el caso de la asociación de PLUNA. Sobre el 
particular, es ajustada a la verdad y resume adecuadamente 
el propósito de este conjunto de disposiciones -es un tercio 
de la Ley- la frase agregada a cuyo tenor se dice que todos 
los funcionarios mantienen sus cargos.” 


Expresado esto, el doctor Delpiazzo analiza el alcance de 
la normativa constitucional, ya entrando específicamente 
en el análisis de la materia correspondiente. En este punto, 
apesar de lo difícil que me ha resultado resumir, o más bien 
marcar, las partes importantes de este trabajo -por razones 
obvias, ya quetodo lo expresado es muy claro y contunden- 
te, y por lo tanto no me resultaba fácil dejar algo de lado-, 
he tratado de sintetizar y voy a entrar en una lectura de lo 
que entendí es sustantivo. 


“Según se ha dicho con acierto, se trata de una norma 
tendiente a asegurar la prescindencia política de determina- 
dos funcionarios en beneficio de la pureza y verdad del 
sufragio.” Esta cita corresponde a Héctor Gros Espiell y 
figura en “La Corte Electoral”, Montevideo, 1960, página 
322. 


En opinión del más grande comentarista de nuestra 
Constitución, la disposición que comentamos se refiere al 
hecho de “formar parte de comisiones o clubes políticos, de 
suscribir manifiestos de Partido, autorizar el uso de su 
nombre y, en general ejecutar cualquier otro acto público o 
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privado de carácter político, salvo el voto. La expresión 
“acto privado de carácter político” debe ser interpretada con 
cierta discreción, porque está fuera de la teoría general de 
nuestro sistema constitucional la posibilidad de que un 
hombre sea sancionado por sus opiniones políticas, en 
tanto no las traduzca en actos de conducta. Debe ponerse 
el acento sobre la expresión “acto” usada en el inciso cuarto, 
que se refiere necesariamente a modos exteriores de mani- 
festar la adhesión a determinado credo político.” Así se 
expresaba Justino Jiménez de Aréchaga en La Constitución 
Nacional. 


En la medida en que la publicación descrita en el capítulo 
anterior no encarta en la hipótesis de formar parte de comi- 
siones o clubes políticos, de suscribir manifiestos de par- 
tidos o de autorizar el uso de su nombre, sólo podría 
encuadrársela forzadamente en la genérica previsión nor- 
mativa de ejecutar cualquier otro acto público o privado de 
carácter político. Ahora bien, según viene de destacarse, la 
doctrina nacional ha asociado la actividad pública de carác- 
ter político comprendido en la prohibición, a aquella que 
atenta contra las bases del sufragio o traduce la adhesión 
a determinado credo político, nada de lo cual acontece en la 
especie. En tal sentido, debe insistirse en que lo publicado 
por ANCAP es el texto de una ley y, por lo tanto, lejos está 
de poderse considerar manifiesto de un partido político o un 
acto de carácter político. Los énfasis contenidos en las 
glosas marginales carecen de connotación partidaria y se 
ajustan ala normativa transcrita. En su mérito, nose advier- 
te razón alguna en base a la cual lo actuado por ANCAP 
pueda hacer incurrir a sus Directores en el delito electoral 
a que se refiere el artículo 77, numeral 4”, de la Constitución. 


Consecuentemente, “la interpretación de las normas que 
fijan la competencia de las personas públicas y de sus 
órganos debe ser lógica, sin preconceptos a favor o en 
contra de la entidad, admitiéndose una mayor amplitud 
cuando la solución no afecte competencias de otras perso- 
nas públicas”, (Enrique Sayagués Laso, “Tratado de Dere- 
cho” Administrativo, Montevideo, 1963). 


Por lo tanto, fácil resulta inferir que la mentada publica- 
ción periodística dispuesta por la ANCAP no es ajena a su 
competencia. 


Por otra parte, debe tenerse en cuenta que la publicación 
bajo examen constituye información relativa a la propia 
ANCAP y no propaganda, como lo dice el artículo 77, 
numeral 5” de la Constitución. Que lo publicado es informa- 
ción referida a la propia ANCAP, surge de la sola lectura del 
articulado de la Ley N* 17.448, sea que ello se haga a través 
de una publicación como la descrita, del Diario Oficial, de 
Internet o de cualquier otro medio de acceder a sutexto. Ello 
es así, en primer lugar, porque se trata de una norma legal 
que modifica la Carta Orgánica del Ente, especialmente en 
lo referente a los monopolios establecidos en ella. En se- 
gundo término, refiere a un proceso asociativo que la 
involucra directamente, por cuanto habrá de ser el accionis- 
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ta mayoritario y decisor estratégico de una empresa mixta 
con competencia en materias que hoy monopoliza. En tercer 
lugar, normatiza acerca del precio y régimen de 
comercialización de los combustibles. En cuarto término, 
contiene disposiciones relativas a sus bienes y le otorga o 
reconoce derechos, preferencias y facilidades. Finalmente, 
una tercera parte de sus disposiciones está referida a los 
funcionarios públicos que revisten en sus cuadros. 


Por lo tanto, ninguna duda puede caber acerca de la 
importancia que para ANCAP tiene que la población conoz- 
ca el texto de una ley que le concierne y pueda calibrar el 
alcance de todas y cada una de sus disposiciones. 


En la especie, es claro que no se está ante un supuesto 
de propaganda porque no se trata de persuadir a nadie 
acerca de algo, sino que se está facilitando el acceso de la 
población, a través de los medios de comunicación masi- 
vos, al conocimiento de una normativa que refiere directa- 
mente al presente y futuro del Ente. Pero no sólo no se trata 
de un caso de propaganda, sino que menos aún puede 
calificársele de política, ya que no se está invitando a votar 
en un sentido u otro en el referéndum, ni se están sugiriendo 
cursos de acción, ni se está vinculando la información a 
ningún Partido político o sector de opinión. Simplemente se 
está dando a conocer un conjunto de normas de relevante 
importancia para ANCAP, destacando los principales as- 
pectos de la ley a través de las anotaciones marginales 
comentadas más arriba.” 


Hasta aquí la síntesis del completo y claro informe del 
doctor Delpiazzo. 


Señor Presidente: en forma breve, también me voy a 
referir al informe del doctor Semino y, posteriormente, silos 
señores Senadores lo permiten, el señor Subsecretario hará 
lo propio con respecto al informe del doctor Aguirre. 


El doctor Semino dice lo siguiente: “No creo que los 
Directores de ANCAP hayan cometido ningún delito electo- 
ral, para lo que se requiere actuar con conciencia y voluntad 
de cometerlo, ni que se hayan apartado de la prohibición 
constitucional, artículo 77, numeral 4”, al disponer la publi- 
cación del 28/9/03. Antes bien, creo que cumplieron con su 
deber de jerarcas responsables en un asunto de indudable 
interés público estrechamente vinculado al Ente que admi- 
nistran. La finalidad de prohibición constitucional es pre- 
servar o garantizar la libertad espiritual y mental de los 
ciudadanos y de los funcionarios del Ente frente a un 
eventual proselitismo o influencia personal y demagógica 
que puedan desarrollar los jerarcas. Los Directores de 
ANCAP -igual sería el caso, por ejemplo, de los de UTE o 
ANTEL-, ¿no podrán referirse, explicar o defender pública- 
mente la política petrolera o energética de sus respectivos 
Entes? La actividad de dichos organismos pertenece sin 
ninguna duda -rompe los ojos- al dominio de la política 
general del Estado. El Directorio es un ejecutor e impulsor 
de esa política, que se pone en práctica mediante decisiones 
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técnicas y también, valga la redundancia, políticas. A tal 
punto son así las cosas que desde la reforma de 1952, la 
Constitución luce un agregado al primer parágrafo del nu- 
meral 4” que dice que no se considerará incluida en estas 
prohibiciones la concurrencia de los Directores de los Entes 
Autónomos y de los Servicios Descentralizados a los orga- 
nismos de los Partidos que tengan como cometido especí- 
fico el estudio de problemas de gobierno, legislación y 
administración. Lo que no puede hacer el Directorio -y no 
lo hizo- es formular comentarios a juicios valorativos sobre 
doctrinas políticas, religiosas, filosóficas o económicas, 
por ejemplo, pero no es sensato ni es lo que manda la 
Constitución exigirle que guarde absoluto silencio cuando 
se discute públicamente el destino del organismo que ad- 
ministra. Se puede afirmar categóricamente que se mantiene 
dentro de los límites marcados por la Constitución; informa 
y explica sin ir más allá. Aun cuando no es un tema sobre 
el que se me haya consultado, me adelanto a sostener que 
los Directores del Ente podrían individualmente explicar o 
informar sobre el contenido de la Ley y lo que representa 
para ANCAP, sin que estén desconociendo la prohibición 
constitucional que tiene otro sentido y otro alcance.” 


Reitero que esta es una síntesis del informe del doctor 
Semino y, si los señores Senadores lo permiten, el doctor 
Falco, Subsecretario de la Cartera, se va a referir, a conti- 
nuación, al informe del doctor Gonzalo Aguirre. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor Subse- 
cretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Como bien decía el señor 
Ministro, en una primera instancia el Ministerio recabó los 
informes jurídicos de quienes constituyen, junto con el 
señor Senador interpelante, las figuras más importantes de 
la doctrina nacional en estos temas. 


En ese sentido, el Miembro Interpelante, en su exposi- 
ción se refería a cinco capítulos. Por razones obvias, de 
esos cinco capítulos, nos vamos a referir exclusivamente al 
análisis del Derecho a aplicar. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Ambrosio Rodríguez) 


- Confieso que, por mi antepasado parlamentario, me 
siento tentado a discutir en otra instancia, pero -como se 
dijo anteriormente- hay muchos señores Senadores que en 
éste, suámbito, se referirán a otros temas. En otras palabras, 
entiendo que, tal como ha marcado la cancha el Miembro 
Interpelante -por utilizar una expresión que todos entende- 
mos-, tenemos dos ámbitos a dilucidar: uno, que es el 
político, y otro, que es el técnico-jurídico. Es en ese sentido 
que me he apoyado -como bien decía el señor Ministro- en 
Opiniones doctrinarias del doctor Gonzalo Aguirre Ramírez 
y de otros autores. De todos modos, nos vamos a limitar a 
especificar si la conducta asumida por los Directores de 
ANCAP se puede encuadrar o no en una causa de delito 
electoral. 
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Nos parece que el ámbito donde debemos dilucidar este 
asunto -el Miembro Interpelante ha sido claro, por lo menos 
parcialmente, en nuestra opinión- es en función de lo que 
establecen los numerales 4* y 5” del artículo 77 de la Cons- 
titución de la República y, entonces, dictaminar si son 
aplicables los artículos 197 y 198 del mismo orden normati- 
vo. En otras palabras, nos referimos a si para determinar si 
habían incurrido o no en delito electoral dichos Directores, 
les corresponden las observaciones de censura de esos 
actos previstos en el artículo 197 o la posible remoción en 
virtud de lo que establece el artículo 198. Agrego que no 
escapa a mi conocimiento, nia los conocimientos del Miem- 
bro Interpelante, valga la redundancia -y lo digo con todo 
respeto-, lo que establece el artículo 190 de la Constitución 
de la República, que refiere nada menos que al principio de 
especialidad, del que me voy a ocupar más adelante en mi 
exposición. 


En ese sentido, corresponde en primera instancia referir- 
nos a los numerales 4” y 5” del mencionado artículo 77. 
¿Cómo debemos hacerlo? Como lo señalaron el Miembro 
Interpelante -lo haremos en la misma línea- y nada menos 
que el doctor Justino Jiménez de Aréchaga. 


Nuestra doctrina es conteste -creo que sobre eso no hay 
dos opiniones- respecto a utilizar el método lógico, sistemá- 
tico y teleológico. Para aquellos que no son versados en 
Derecho -obviamente sí lo es el Miembro Interpelante- 
aclaro que ello implica que, en primera instancia, nos vamos 
a atener al texto claro de la ley; ese es el método lógico. El 
método claro de la ley no incluye en forma exclusiva simple- 
mente el texto gramatical, sino su vinculación con las nor- 
mas jurídicas atinentes a dicho texto. Si eso no fuera sufi- 
ciente -creo que este es un caso concreto sobre esa hipó- 
tesis-, tenemos que referirnos al contexto en el cual dichos 
numerales fueron agregados o redactados. Si aún siguiéra- 
mos con dudas -como parece ocurrir en este caso, por lo 
menos, para algunos-, deberíamos referirnos a la finalidad 
a la que se atienen esos numerales. 


En definitiva, y sobre este punto, debemos decir que es 
claro y notorio que los numerales 4” y 5* del artículo 77 de 
la Constitución de la República, en su parte medular -o, por 
lo menos, en lo que está en cuestionamiento en esta se- 
sión-, en ningún momento aluden al referéndum. Si leemos 
el numeral 4* -pido disculpas, porque ya lo hizo el Miembro 
Interpelante, pero solicito licencia para leerlo porque en- 
tiendo que es trascendente-, veremos que cuando hace 
referencia a que los magistrados judiciales, los miembros 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y del 
Tribunal de Cuentas y -como bien decía hoy el Miembro 
Interpelante, que es lo que nos interesa- los Directores de 
los Entes Autónomos y de los Servicios Descentralizados, 
dice que deberán abstenerse “de formar parte de comisio- 
nes o clubes políticos, de suscribir manifiestos de partido, 
autorizar el uso de su nombre y, en general ejecutar cual- 
quier otro acto público o privado de carácter político, salvo 
el voto”. Lo menciono porque, como dije, desde el punto de 
vista del estricto análisis técnico-jurídico, cuando en este 
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artículo se agregan los numerales 4” y 5” en la reforma 
constitucional de 1934 -que fuera completado o mejorado en 
la que se llevó a cabo en 1951-, el instituto del referéndum 
directamente no existía, ya que fue agregado en la reforma 
constitucional de 1966. 


A modo de acápite o preliminar, digo que, en ese sentido 
nos resulta difícil entender cómo a este artículo se le quiso 
aplicar el referéndum. Sin duda, cuando empezamos a ana- 
lizar los antecedentes -creo que es lo que corresponde-, nos 
encontramos con el obstáculo que también advirtió el Miem- 
bro Interpelante: que en realidad no existía doctrina sobre 
el tema. Lo que sí había -el Miembro Interpelante hizo 
referencia a algunos casos- eran algunas sentencias de la 
Corte Electoral. En definitiva, nos pareció adecuado anali- 
zar la doctrina que, quizás a partir de ahora o de otros casos 
connotados que él mencionaba, se empezara a crearoa 
escribir. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Subsecretario? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: no salgo de mi 
sorpresa ante lo que se está diciendo, esto es, que como el 
referéndum es posterior al artículo 77 -si no entendí mal; 
supongo que, de lo contrario, me harán las aclaraciones 
correspondientes-, no se puede remitir a los referendos. 
Quiero suponer que estoy equivocado y que entendí mal, en 
cuyo caso se me habrá de corregir. Creo entender que, 
cuando dice: “y, en general ejecutar cualquier otro acto 
público o privado de carácter político,”, el constitucionalista 
estaba haciendo referencia a cualquier acto público o priva- 
do de carácter político. Precisamente, los referendos son 
pronunciamientos políticos e intervenir en ellos también lo 
es. De lo contrario, por esta teoría podríamos llegar a que 
UTE y ANTEL, por ejemplo, también pudieran hablar de 
esto, lo que sería absurdo. Pero a tal punto se inmiscuye en 
un tema político y se asume posición en él -reitero que, 
seguramente, descartarán mi interpretación porque supon- 
go que estoy equivocado-, que en el artículo 9% incluyen 
algo al costado que hace que se me erice la piel. No se trata 
del texto de la ley, que votaron los Legisladores del Parla- 
mento de la República -en nuestro caso, lo hicimos en 
contra- y que hoy es ley; y espero que el 7 de diciembre se 
derogue. Como señalaba, al costado se dice que los Direc- 
tores no podrán ser candidatos -eso surge claramente del 
artículo 9”-, y se agrega que se despolitiza la gestión de la 
nueva sociedad. Se está hablando de una sociedad que aún 
no está creada. ¿Por qué se despolitiza? Porque se hace 
política en los Entes Autónomos. Lo que se dice en el 
artículo 9” es la prueba de que se hace política en los Entes 
Autónomos. Entonces, para decir a la sociedad “Vote a 
favor de la ley”, agregan como algo suelto que nada tiene 
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que ver con la ley, que se despolitiza la gestión de la nueva 
sociedad. Reitero: ésta no está creada y, por ende, no se 
puede decir que se hace política. ¿Qué se está diciendo a la 
ciudadanía? Se le está trasmitiendo que el Directorio de 
ANCAP hace política, pero que la nueva sociedad no podrá 
realizarla. Ello se ve en los acápites, pero al comienzo de la 
publicación se indica: “El Directorio de ANCAP se siente en 
la obligación de informar sobre el contenido de la ley...”, y 
termina diciendo: “porque la complejidad del tema no mere- 
ce ser reducida a eslóganes o simplificaciones”. ¿Quiénes 
simplifican? Los que queremos derogar la ley; en este caso, 
el Senador Michelini. ¡ Y me dice el Director del Ente Autó- 
nomo llamado Sanguinetti, o los otros cuyos nombres no 
recuerdo, que quien simplifica en este caso es el Senador 
Michelini! 


¿Qué es esto? Es hacer política, es meterse en el conte- 
nido político del referéndum, de lo que va a resolver la 
ciudadanía. 


Al final, y junto al logo de ANCAP -supongo que no será 
el eslogan de venta de ANCAP, pero en caso de que lo sea, 
retiraré lo que voy a decir ahora, y ojalá tenga que hacerlo, 
porque no puedo creer que ocurra esto-, se dice: “Sólo 
diciendo la verdad se puede llegar más lejos”. ¡Ojalá que 
este sea el eslogan que ANCAP pone en todas sus publica- 
ciones! ¿Por qué? Porque si no fuera así, ¿qué está dicien- 
do? Que algunos mentimos. El Directorio del Ente Autóno- 
mo ANCAP nos dice, con gran tupé, que algunos Senado- 
res, que algunos ciudadanos -en este caso hablo por mí y 
por nadie más- mentimos. 


Capaz que alguien me puede decir: “Mire, señor Sena- 
dor, sólo diciendo la verdad se puede llegar más lejos, es el 
eslogan de ANCAP siempre”. Enese caso, retiraré lo dicho, 
porque no es hacia mi persona. Sin embargo, si esta frase 
no aparece en la restante propaganda del Ente, tengo el 
derecho de decir esto, porque no van a contar con mi 
silencio ni con mi complicidad. Cada vez que usen los 
dineros públicos para incidir en un referéndum, voy a 
repetir lo dicho; quizá sólo sea mi voz en solitario. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor Subse- 
cretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Dije al principio que no me 
iba a referir al tema político y pensé que la interrupción que 
se me pidió era para plantear una pregunta por lo que venía 
diciendo hasta el momento. Creo que la primera parte de la 
exposición del señor Senador Michelini se refirió aeso y yo 
le contesto: sí, señor Senador, está equivocado. 


Continúo con mi intervención. Lo que intentaba señalar 
es que cuando se redactaron los numerales 4% y 5” del 
artículo 77 de la Constitución de la República, sus autores 
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no se referían en absoluto al referéndum, por la razón del 
artillero. Como manifestaba hoy, la razón del artillero es que 
eneseentonces no existía el instituto del referéndum, tema 
que quizá podamos ilustrar más adelante. 


Quiero destacar que esta no es sólo mi opinión personal, 
sino que también se basa en el informe del doctor Gonzalo 
Aguirre. 


Nos interesa determinar qué dicen los textos de los 
numerales 4” y 5” del artículo 77. Ante todo, dejamos claro 
que, como manifestamos hace unos momentos, no se refie- 
ren al referéndum, porque no lo dice en sus textos, en sus 
contextos, ni tampoco en la historia fidedigna, es decir, en 
las actas cuando se discutieron estas disposiciones. 


El numeral 4? del artículo 77 es claro -y asílo manifestaba 
el Miembro Interpelante- al vedar, en este caso, a los 
Directores de los Entes Autónomos -junto a otros, pero 
estos son los que nos interesan- a participar en actividad 
política. Ahora bien, lo hace en forma muy amplia, no sólo 
por lo que dice textualmente respecto a la prohibición de 
tres conductas concretas, cuales son “formar parte de 
comisiones o clubes políticos, de suscribir manifiestos de 
partido, autorizar el uso de su nombre”, sino porque tam- 
bién inhibe en materia general al establecer que está prohi- 
bido “ejecutar cualquier otro acto público o privado de 
carácter político, salvo el voto”. Creemos que ahí está el 
meollo del asunto. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Couriel) 


- Ahora bien, como refería hoy, a continuación ese 
numeral 4” incluye una excepción que no es menor: la 
posibilidad que tienen esos Directores -a la cual también se 
refirió el Miembro Interpelante- de poder acudir a las auto- 
ridades partidarias a explicar temas atinentes al giro de la 
empresa que están representando. 


Como intentaba explicar hace unos momentos, pregunto 
siese numeral 4” se debe leer de manera autónoma, de modo 
independiente. La respuesta es no. Cuando dije que el 
método era lógico, me estaba refiriendo al texto de la ley; 
cuando dije que era sistemático y teleológico, me estaba 
refiriendo al contexto. Este numeral 4*, pues, por producir 
la mayor inhibición que tiene la persona -también lo decía 
el Miembro Interpelante-, que es participar en la actividad 
política, salvo el voto, no se puede leer de manera autóno- 
ma; no se puede extraer y determinar “per se” que este 
numeral limita, en este caso a ANCAP o a cualquier Director 
de Ente Autónomo, a participar de cualquier actividad 
política. El meollo, como señalé, es determinar qué es un 
acto político y, en definitiva, si el acto de haber publicado 
la ley, con los aditamentos que mencionaba el señor Sena- 
dor interpelante, constituye publicidad política y, agrego - 
si se me permite-, partidaria o no. 


Voy a señalar la primera conclusión para luego ingresar 
en ella. Es claro que este artículo 77, como manifiesta el 


7 de octubre de 2003 


doctor Gonzalo Aguirre, dispone únicamente sobre materia 
electoral. No quiero aburrir al Senado con la historia de esta 
disposición retrotrayéndonos a sus actas, pero reitero que 
su origen era, obviamente -también a ello, y concretamente 
a algunos aspectos, se refirió el Miembro Interpelante-, 
limitar alos Directores o a aquellas personas que estuvieran 
en una situación privilegiada respecto a los electores, a no 
incidir en el sufragio, es decir, en la libre elección a que 
tenían derecho los ciudadanos. 


Como bien nos señala el informante, esto surge inequí- 
vocamente de la historia fidedigna del artículo. Lo que nos 
interesa destacar es que este numeral 4” constituye exclu- 
sivamente -no por eso su importancia es menor; quizás sea 
la mayor de todas- una garantía del libre ejercicio del voto. 
Ahora bien, ¿esto de por sí supone la actividad político 
partidaria? En un esfuerzo notorio, el Senador interpelante 
ha limitado, digamos, la supuesta publicidad por el NO alos 
Partidos Nacional y Colorado. ¿Por qué? Es claro que por el 
hecho en sí de que se defienda una ley que está vigente, eso 
no se convierte en una actividad político-partidaria porque, 
como señalábamos hoy, el numeral 4” del artículo 77, con- 
forme a su contexto, se refiere a la actividad político- 
partidaria. 


En definitiva, ¿debemos aceptar sin más que esta es una 
ley blanca-colorada? Es obvio que no. No voy a ingresar en 
el terreno político, pero obviamente se trata de una ley 
vigente votada por una mayoría y también es de público 
conocimiento que no todos los que lo hicieron pertenecían 
al Partido Nacional y al Partido Colorado. 


Por lo tanto -aquí incluyo algo que el Miembro 
Interpelante dejó de lado y que me parece importante traerlo 
a colación-, debemos apelar al artículo 190 de la Constitu- 
ción de la República. Si el señor Presidente me lo permite, 
lo voy a leer, porque es muy corto. Dice: “Los Entes Autó- 
nomos y los Servicios Descentralizados no podrán realizar 
negocios extraños al giro que preceptivamente les asignen 
las leyes, ni disponer de sus recursos para fines ajenos a 
sus actividades normales.” Traducido esto, estamos ha- 
blando del principio de especialidad; llevado al lenguaje 
corriente, eso significa que los Entes Autónomos y los 
Servicios Descentralizados deben limitarse a cumplir activi- 
dades dentro de su competencia. Pero la pregunta que 
hacemos es a la inversa: la ley de asociación de ANCAP y 
su derogación o no, ¿atañe o no al Directorio de ANCAP? 
El tema de la ley de asociación de ANCAP y su derogación 
o no, ¿atañe o no a lo que va a ser el futuro de la empresa? 
En tren de ser objetivos, ¿nos parece correcto que el Direc- 
torio de ANCAP hubiera permanecido ajeno nada menos 
que a una ley cuya derogación o no determina el futuro de 
la empresa? Téngase presente, señor Presidente, que en 
ningún momento estamos haciendo cuestión sobre si hay 
que hacer una cosa u otra. Como señalé hoy, no ingreso en 
el terreno político, sino que digo: ¿no sería llamado a res- 
ponsabilidad si como simple ciudadano, y conforme al 
artículo 190, determino que el Directorio de ANCAP no hizo 
ninguna apreciación frente a lo que creía en cuanto a que 
había confusión en la gente? 
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Con respecto a si había confusión en la gente, como 
decía el señor Miembro Interpelante, es notorio que sí, 
sobre hechos puntuales, es decir, si se vendía o no, si se 
concesionaba o no, si se regalaba o no, etcétera. 


Me parece, señor Presidente, que es categórico determi- 
nar que, conforme a la propia Constitución, el Directorio de 
ANCAP debió -y lo hizo- intervenir directamente en la 
discusión de la ley. 


En mi opinión, ha quedado claro que lo que está en 
cuestión es si la actitud de ANCAP -y creo que en esto no 
hay discusión con el señor Miembro Interpelante- configu- 
ra un delito electoral. En este sentido, pensamos que ha 
quedado claro -esto también lo decía el señor Miembro 
Interpelante- que probablemente la mayor inhibición que 
establece la Constitución tiene que ver con la actividad 
política de los Directores de Entes Autónomos y de Servi- 
cios Descentralizados. 


Creemos que ha quedado claro que nunca existió la 
posibilidad, cuando se redactó este artículo, de mencionar 
al referéndum; también queda claro -lo digo por si queda 
alguna duda- que el artículo 77 hace mención a un referén- 
dum, aunque la norma haya sido posterior. 


Asimismo, consideramos que ha quedado claro que el 
numeral 5 del artículo 77 también permite a los Directores 
- y este sí es el método lógico porque es lo que establece en 
forma clara y textual la norma- participar en las actividades 
partidarias. 


En definitiva, señor Presidente, ha quedado claro que la 
temática a la que se refiere el aviso que salió publicado en 
los diarios está dentro del giro o competencia que le corres- 
ponde a ANCAP. En ningún momento, los Directores de 
ANCAP, conforme al principio de especialidad al que hacía- 
mos referencia, salieron de lo que es su giro o competencia. 
Como es obvio, se nos podrá argumentar que el redactar y 
publicitar la ley, de por sí, no forma parte del giro comercial 
de ANCAP. Por cierto que esto es así y no seríamos tan 
tontos de discutirlo; pero también es cierto que el resultado 
de este referéndum sí afecta al giro o comercio de la activi- 
dad que desempeña ANCAP. 


En resumen, señor Presidente, el numeral 4” del artículo 
77, porlas razones que mencionábamos -razones históricas, 
concretas y de aplicabilidad-, se refiere a política electoral 
y a garantías sobre sufragios. Por lo tanto, creo que, sin 
esfuerzo, nadie puede concluir que la publicidad relativa a 
ANCAP tenga algún vestigio -quiero que esto quede bien 
claro- de política partidaria. Pretender decir eso con respec- 
to a esta publicidad, nos parece un despropósito. 


Con la salvedad de que a posteriori se nos permita 
intervenir puntualmente, a modo de conclusión o de coro- 
lario, quisiera decir -tal como expresamos anteriormente- 
que la responsabilidad de los Directores de ANCAP hubie- 
se tenido lugar de manera categórica en caso de que éstos 
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se hubiesen llamado a silencio frente a la eventual deroga- 
ción de la ley que le va a marcar el futuro. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Alberto Couriel).- Puede con- 
tinuar el señor Ministro. 


SEÑOR BRAUSE.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Alberto Couriel).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador. 


SEÑOR BRAUSE.- El señor Ministro nos anticipó la 
opinión de eminentes juristas que, más allá de los puntos de 
vista personales que podamos tener, dieron su interpreta- 
ción por escrito a la interrogante formulada que está siendo 
debatida en este momento en el Senado de la República. En 
el mismo sentido, el señor Subsecretario mencionó la opi- 
nión de otro eminente jurista. Las personas mencionadas, 
por su orden, fueron el profesor Delpiazzo, el profesor 
Semino y nuestro ex colega en este Senado de la República, 
el doctor Gonzalo Aguirre, que es un eminente 
constitucionalista. Han hecho referencia a esos informes 
que, sin duda, contienen una valiosa opinión. Esas referen- 
cias se limitaron a síntesis o lecturas de párrafos que han 
ilustrado al Senado en este sentido. Pero pienso que impli- 
caría una mayor ilustración y beneficio para el Senado de la 
República hacer un distribuido de las opiniones de estos 
tan eminentes juristas. 


Entonces, señor Presidente, formulo moción en el sen- 
tido de que el señor Ministro proporcione las copias para 
que se distribuyan entre los señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Alberto Couriel).- Puede con- 
tinuar el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Habida cuenta de que el señor 
Subsecretario ha completado, tal como lo anunció, su expo- 
sición invocando el informe del doctor Gonzalo Aguirre y 
anexando, por cierto, valiosas opiniones personales, en lo 
que a mí respecta, entiendo que -y mi deseo es que así sea- 
hemos completado la contestación al señor Miembro 
Interpelante. 


Muchas gracias. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Alberto Couriel).- Tiene la 
palabra el Miembro Interpelante. 


SEÑOR KORZENIAK ..- Señor Presidente: con la mayor bre- 
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vedad, voy a tratar de responder las manifestaciones aquí 
vertidas, aunque creo que hay muy poco para responder - 
dicho esto con todo respeto-, ya que no he visto aquí 
aportes que nos instruyan sobre el tema que estamos tra- 
tando. 


La exposición del señor Ministro tuvo dos partes. En la 
primera de ellas, se dedicó a leer comentarios y a decir que 
los mismos eran objetivos. Asimismo, señaló que no los iba 
a analizar mucho porque habíamos quedado en que de lo que 
se trataba era de examinar si esos comentarios eran o no una 
publicidad prohibida por la Constitución y no de estudiar su 
contenido, y aunque el señor Ministro dijo que estaba 
tentado de ingresar en ese asunto, no lo hacía por la cortesía 
de seguir con el tema puntual que nos convoca hoy. Esa fue 
la primera parte y, personalmente, insisto en que éste no es 
el tema de la sesión, por lo que no voy a contestar estas 
afirmaciones. 


Sí quiero decir que los diez comentarios y sus apostillas 
que publica ANCAP son contestados siempre con diez 
afirmaciones contrarias por los partidarios de votar por el 
SÍ en el referéndum. Por lo tanto, no se puede decir que esa 
sea una interpretación objetiva; es simplemente una inter- 
pretación y punto. 


La segunda parte de la exposición del señor Ministro fue 
una síntesis de la opinión del doctor Delpiazzo. Como no 
tengo a la vista todo el dictamen, me voy a referir a lo que 
el señor Ministro explicó y al resumen que hizo de la opinión 
del doctor Delpiazzo, que es profesor de Derecho Adminis- 
trativo y no de Derecho Constitucional. El doctor Delpiazzo, 
por lo que escuché, dice categóricamente que lo que hizo 
ANCAP no está comprendido por la prohibición, pero esto 
es una afirmación y no un argumento o una demostración. 


También se citó al doctor Justino Jiménez de Aréchaga 
y al doctor Sayagués Laso, pero si se mira con atención el 
resumen, se puede advertir que ninguna de las dos afirma- 
ciones tiene nada que ver con el tema que estamos tratando. 
Por el contrario, Justino Jiménez de Aréchaga se refirió al 
tema; no es verdad que no hubiera doctrina antes de la 
sentencia de la Corte Electoral, por supuesto que la había. 
Justino Jiménez de Aréchaga dice algo que también expresa 
el doctor Delpiazzo en el sentido de que lo que está prohi- 
bido son los actos de carácter político. Creo haberlo expli- 
cado y lo explica también el doctor Justino Jiménez de 
Aréchaga. Estoy hablando de “La Constitución Nacional”. 
Debe tenerse en cuenta que hay dos obras famosas de este 
autor una es “La Constitución Nacional”, de once tomos, 
que ahora el Senado los empezó a adjudicar en menos, y “La 
Constitución de 1952”, de cuatro tomos que ahora también 
está en uno solo, en una publicación del Senado. El doctor 
Justino Jiménez de Aréchaga dice que el único afloje que le 
hizo la Constitución en 1952 fue la posibilidad de concurrir 
a organismos de los partidos que tuvieran cometidos de 
estudio; no a los comités directivos o políticos. Dice tam- 
bién que eso hay que interpretarlo con parsimonia, así como 
la prohibición de los actos políticos, porque no se trata de 
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amordazar a la gente. Sin ninguna duda, afirma en el tomo II 
de la versión tradicional -página 241 ó 242 y no la que 
publicó el Senado-, que él sólo admitiría que participaran en 
actividad de elaboración política los Directores de uno solo 
de estos organismos y menciona al Banco de la República 
-cuando se publicó la obra “La Constitución Nacional” no 
estaba creado el Banco Central-, porque es obvio que tiene 
que elaborar junto con el Ministerio de Economía y Finan- 
zas la política económica. Pero, expresamente, menciona a 
ANCAP y a UTE -en esa época dentro de UTE también 
estaban las comunicaciones, lo que hoy es ANTEL- y dice 
que de ninguna manera pueden participar ni siquiera en la 
elaboración de políticas con los órganos políticos que 
trabajen adentro de su Directorio. Esto es lo que plantea el 
doctor Justino Jiménez de Aréchaga en el Tomo II cuando 
comenta el numeral 4* del artículo 77 de la Constitución de 
la República. No dice otra cosa, pero dice mucho. 


Repito que no se refirió al Banco Central porque no 
existía y, en consecuencia, se refirió a la competencia de 
emisión y de control de la banca que tenía en ese entonces 
el Banco de la República a través del Consejo Honorario del 
Departamento de Emisión. 


En cuanto a lo de Sayagués Laso, en mi opinión, es una 
cita, una definición de algo que no tiene nada que ver con 
el tema. Es como si alguien citara a Sayagués Laso para 
definir el concepto de monopolio. Por cierto, Sayagués 
Laso no se pronuncia sobre estas prohibiciones ni dice que 
en casos como estos no las haya. De modo que nombrar a 
este autor de tanto prestigio en este dictamen no agrega 
nada a la afirmación, sin argumentación valedera, de que no 
hay delito electoral. 


Después se cita al doctor Semino que plantea que no 
debe considerarse violentada la Constitución porque los 
Directores no lo hicieron con conciencia y voluntad. Inte- 
resante tema porque, también, Justino Jiménez de Aréchaga 
dice que no se necesita dolo para que se configure delito 
electoral, basta la conciencia y la voluntad. Para quienes no 
están vinculados con el Derecho, es una distinción un poco 
sutil, pero conciencia y voluntad quiere decir saber que lo 
que se está haciendo va a producir efectos. Eso lo sabían los 
Directores de ANCAP, de lo contrario no hubieran publica- 
do el aviso ni gastado U$S 150.000 o una suma parecida. 
Entonces, hay conciencia y voluntad, ¿de qué? De que ese 
aviso trascienda, y ellos mismos dicen que esto deben 
saberlo los ciudadanos. Eso, para bien o para mal, está 
prohibido por la Constitución de la República. 


El doctor Semino sostiene que tampoco se puede inter- 
pretar en este caso que haya demagogia. No vamos a entrar 
en una disquisición sobre el concepto de demagogia, si hay 
ono y qué es la demagogia. Sí es seguro que la prohibición 
constitucional no tiene en cuenta si hay demagogia o no, 
pues a lo que apunta es al cargo que desempeña la persona; 
eso es lo que tiene en cuenta y dice, como lo ha manifestado 
la Corte Electoral, que si el cargo es preeminente y la opinión 
de quien está en ese cargo es susceptible de trascender e 
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influir sobre los demás, está prohibido por la Constitución. 
Lo que no puede hacer, plantea el doctor Semino -según el 
resumen que he escuchado-, son juicios valorativos. Me 
pregunto si hay alguien en este Senado que opine, cuando 
al costado de la ley se dice que es beneficiosa para los 
consumidores, que ese no es un juicio valorativo. ¿Noes un 
juicio valorativo? Realmente, tal como preveía, esto se vaa 
transformar en una discusión jurídica que aburre a mucha 
gente, pero quiero ver de dónde surge un argumento de una 
seriedad mínima para poder empezar a conversar. Lo digo 
con toda claridad. 


Después, el señor Ministro cedió el uso de la palabra al 
señor Subsecretario y dijo que él iba a hacer el comentario 
de la opinión del doctor Gonzalo Aguirre Ramírez. Aclaro 
que no estoy alegando nada, pero no entendí si la primera 
parte de la exposición era de cosecha del señor Subsecre- 
tario o estaba sintetizando la opinión del doctor Gonzalo 
Aguirre. En algunos aspectos lo mencionó, pero en otros no 
me quedó claro, sobre todo, cuando habló de la evolución 
histórica de la Constitución y de las modalidades para 
interpretarla. Me voy a referir rápidamente a esto. 


Antes que nada, agradezco al señor Subsecretario que 
haya dicho que los juristas consultados, junto con el Miem- 
bro Interpelante, deben ser los juristas más destacados del 
Uruguay. Realmente no me siento así, entre otras cosas, 
porque la máxima de que los títulos no acortan las orejas, 
puede ser aplicable a mí y a cualquiera. Pero como se habló 
de la eminencia, quiero hacer algún comentario. 


Tengo un altísimo concepto personal y como jurista del 
doctor Gonzalo Aguirre Ramírez, que quede claro. Pero 
cuando se habla de lo más granado del Derecho Constitu- 
cional, no debemos olvidar que en la Facultad de Derecho 
de la Universidad de la República, hay cuatro profesores 
Grado 5: Cassinelli Muñoz, Pérez Pérez, Cagnone y quien 
habla. Como estoy comprometido con la interpelación, ob- 
viamente, el Ministerio no me iba a consultar a mí. Vaya que 
si me consultara, le iba a contestar lo mismo que he dicho 
acá, porque jurídicamente interpreto la Constitución de la 
República como se debe interpretar. No obstante, no veo 
que se haya consultado a los otros profesores Grado 5 que 
mencioné. Cabe agregar que Delpiazzo también es Grado 5, 
pero de Derecho Administrativo. El doctor Gonzalo Aguirre, 
aunque no tenga esa calidad, es un estupendo 
constitucionalista. Desde estudiante escribió trabajos muy 
buenos, pero como nos pasa a todos -no me gusta hablar 
este tema porque el doctor Gonzalo Aguirre no está presen- 
te, pero él habló de mí en el diario “El País” y yo no integro 
dicho periódico-, hay aspectos que él domina muy bien y 
otros que no tanto. En el tema parlamentario, muchísimo; en 
lo que hace al Poder Ejecutivo, también. Siendo estudiante 
recuerdo que escribió un artículo criticando un trabajo mío 
y él tenía razón; él era estudiante y yo profesor Grado 4, sin 
embargo, él tenía razón. En cambio, no ocurre lo mismo con 
otras partes de la Constitución. Por cierto, él no hizo una 
carrera docente en la Universidad, pues la política lo absor- 
bió, no le ha dedicado mucho y no tiene la experiencia que 
le ha dado la vida política. Precisamente, una de esas partes 
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ala que aparentemente no le ha prestado mucha atención es 
al tema de las prohibiciones y compatibilidades de quienes 
integran los órganos de Gobierno. 


Fíjense lo que ocurrió hace un tiempo: se empezó a 
discutir si el doctor Sanguinetti, siendo Presidente de la 
República en las elecciones pasadas, podía o no ser candi- 
dato a Senador. Lo incluyeron en una lista y el doctor 
Gonzalo Aguirre publicó un artículo durísimo diciendo que 
eso no podía ser, que está prohibido y como el numeral 5% 
del artículo 77 -que a pesar de que ha sido mencionado no 
tiene nada que ver con lo que estamos discutiendo, que sí 
refiere al numeral 4”-, prohibe al Presidente de la República 
y a los miembros de la Corte Electoral intervenir en la 
propaganda política electoral de cualquier forma, el doctor 
Gonzalo Aguirre, amigo y estupendo constitucionalista, 
decía: “¿Cómo va a ser candidato a Senador el doctor 
Sanguinetti si no puede intervenir en la propaganda políti- 
ca? El sólo hecho de estar en la lista es propaganda políti- 
ca”, y daba su argumento principal expresando que ello 
estaba contenido en el mismo numeral que prohíbe hacer 
política a los miembros de la Corte Electoral. ¿Quién iba a 
admitir que el Presidente de la Corte Electoral fuera candi- 
dato a Senador? 


Entonces, algunas personas me consultaron pública- 
mente en radio y en un canal de televisión acerca de eso, y 
yo dije que el Presidente Sanguinetti podía ser candidato a 
Senador pues, en primer lugar, era una tradición del Uru- 
guay y, ensegundo término, la Constitución lo que prohíbe 
es ser candidato a Representante Nacional y no a Senador. 
En ese momento, se publicó un artículo muy irónico del 
doctor Gonzalo Aguirre, parecido al divulgado en “El País” 
en el día de ayer, en el que no me trata mal pero se divierte 
un poco con el tema. Cabe aclarar que a mí no me convenía 
que Sanguinetti fuera candidato a Senador porque, sin 
duda, dentro del Partido Colorado se trataba de una lista 
que arrastraba muchos votos; sin embargo, di la interpreta- 
ción constitucional que hay que dar, es decir, la correcta. En 
ese momento Sanguinetti fue candidato a Senador, salió 
electo, pero no asumió pues no vino el 15 de febrero y 
renunció a la banca, al igual que el ex Presidente Lacalle. 
Después de este artículo citado, Gonzalo Aguirre, cuando 
se enteró de que se iba a publicar un editorial escrito por 
un Diputado del Foro Batllista -quien me consultó para 
hacerlo-, nos llamó y nos preguntó al respecto, a lo que le 
respondimos que había omitido un artículo que figura del 
320 en adelante, que dice que los miembros de la Corte 
Electoral no pueden ser candidatos a nada, con lo cual se 
caía toda la argumentación dada. Este es un tema que 
Gonzalo Aguirre no ha vivido en la vida parlamentaria que 
tuvo, muy intensa y brillante. Ahora bien, me pregunto si en 
este caso está opinando técnicamente o porque se encuen- 
tra en la posición de los que van a votar por el NO en el 
plebiscito. Creo que algo que debería tener en cuenta Gon- 
zalo Aguirre -y que si lo hiciera sería un estupendo docente- 
es que, convenga o no, la Constitución tiene que ser inter- 
pretada técnicamente; considero que esta es una virtud 
docente muy importante que no sé hasta dónde la tiene mi 
amigo Gonzalo Aguirre. De todos modos, aclaro que esta 
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disquisición no es para desmerecerlo. No sé qué opinó él 
cuando la Corte Electoral dijo que estaba prohibido que 
hubiera firmado para un referéndum el Capitán de Navío 
Gastón Silbermann -no se trataba en este caso de votar o 
publicar un aviso-, considerándolo un acto político. No 
estoy afirmando con esto que su opinión haya sido distinta. 


De todas maneras, debo decir que a mí me preocupan más 
otras cosas. Escuché al señor Subsecretario decir que en 
1934, como no había referéndum, es evidente que el numeral 
4” del artículo 77, que fue incorporado en dicho año, no 
pudo referirse al referéndum por ese motivo. Quiero mani- 
festar con mucho respeto, pero también con mucha firmeza, 
que hace muchos años que no escucho un error histórico de 
semejante magnitud en la historia constitucional uruguaya. 
En 1934 se incorporaron al Derecho uruguayo el referén- 
dum, la iniciativa popular y el plebiscito, y no solo se hizo 
esto, aunque no contra las leyes nacionales, lo cual se 
incorpora en 1967 -es decir que cuando se prohíbe todo acto 
político, salvo el voto, es evidente que el constituyente 
estaba pensando en el referéndum-, sino también algo que 
en general los Legisladores nunca tienen en cuenta, y es 
que en el sistema político uruguayo que se definía como 
democrático, republicano y representativo, se elimina la 
palabra “representativo” porque, entre otras cosas, se in- 
corpora el referéndum. Es decir que a partir de 1934 se pasó 
a tener un sistema democrático, republicano y semidirecto. 
En los cursos de Introducción al Derecho a veces todavía 
se menciona el sistema democrático, republicano y repre- 
sentativo, a pesar de que en 1934 lo derogaron expresamen- 
te al introducir institutos de democracia directa tales como 
el referéndum, la iniciativa popular y los plebiscitos. 


De modo que realmente me quedé un poco azorado, de 
alguna manera perplejo, al escuchar el razonamiento de que 
como el numeral 4” del artículo 77 se introdujo en 1934, año 
en el cual no había referéndum, no se pudo referir al mismo. 
Repito que, precisamente, en dicho año se introdujo el 
referéndum en el Uruguay, pasándose a tener un sistema 
democrático, republicano y no representativo, sino 
semidirecto, tal como dijeron todos los constituyentes cuan- 
do redactaron lo que hoy es el artículo 82, que dice que la 
nación adopta para su gobierno el sistema democrático 
y republicano -eliminando el término “representativo”- y 
se expresa directamente por el cuerpo electoral -esto viene 
del año 1934-enlos casos de elección, iniciativa y referén- 
dum e indirectamente a través de los poderes representati- 
vos, en los demás casos. 


Así que, realmente comparto que la interpretación de la 
Constitución debe hacerse con criterio contextual -que es 
lo que quería decir el señor Subsecretario cuando expresaba 
que había que leer varias normas-, lógico, sistemático y 
atendiendo al sentido de las normas; estamos de acuerdo 
con todo eso. 


En cuanto al término “teleológico”, que mencionó varias 
veces, debo decir que no lo explicó bien, pues significa la 
finalidad de la norma: “telos” quiere decir fin y la finalidad 
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es que por razón de su cargo los Directores no se expresen 
públicamente, en la medida en que puedan incidir en los 
votantes. Es decir que la finalidad es proteger la indepen- 
dencia de los votantes comunes frente a lo que expongan 
los Directores de Entes, militares, policías o magistrados. 


Sinceramente quiero decir que no escuché argumentos 
-y digo esto con sentido jurídico-, aunque sé que aburro a 
quienes no están cerca del Derecho. A pesar de que este es 
un ámbito apropiado para aprovechar y tratar de hacer 
votos a favor de la boleta por el SÍ, no hago eso y he 
empezado por decir que no me pronuncio en cuanto a si las 
interpretaciones correctas son las que hizo ANCAP ono; lo 
que sí digo es que le está prohibido incidir en la elección. 


Luego se mencionó el artículo 190, que consagra el 
principio de la especialidad. En tal sentido, el doctor 
Cassinelli Muñoz -que no fue consultado por el Ministerio 
a pesar de que es un profesor Grado 3 muy destacado- 
insistió en este principio, ya que alguien dijo que ANCAP 
estaba haciendo docencia al publicar el texto de la ley y las 
interpretaciones. Expresó que el principio de la especiali- 
dad supone que los órganos públicos no pueden realizar - 
tal como dice el artículo 190, que fue leído- negocios extra- 
ños al giro que preceptivamente les asignan las leyes. 
Además, la norma agrega algo interesante: ...“ni disponer 
de sus recursos para fines ajenos a sus actividades norma- 
les.” Que el tema del petróleo pertenece a las actividades 
normales de ANCAP, no tengo dudas, pero que disponga de 
recursos para hacer publicidad en el medio de una campaña 
de referéndum, me parece que es bastante ajeno a lo que 
ANCAP debe dedicarse. En todo caso, podría haberlo he- 
cho en el Parlamento cuando la ley se estaba elaborando, 
dando su opinión en ese sentido. Pero ahora estamos en una 
campaña electoral y ANCAP no tiene derecho a hacer 
publicidad. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- ¿Me concede una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR KORZENIAK.- Formalmente, le concedo una 
interrupción al señor Senador, pero en realidad he termina- 
do miexposición. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Alberto Couriel)- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador Fernández Huidobro. 


SEÑOR FERNÁNDEZ HUIDOBRO.- Quería decir unas 
palabras en materia de gastos sobre lo que estaba mencio- 
nando ahora el señor Senador Korzeniak, independiente- 
mente de todo lo demás que se ha venido discutiendo hasta 
ahora. 


Del lado en el que me muevo, en relación con el próximo 
plebiscito o referéndum -esta cuestión no me ha quedado 
del todo clara- hemos impreso 650.000 volantes, con un 
costo total de U$S 3.000. El objetivo ha sido llegar con uno 
a cada familia. 
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Por mi parte, he participado en la Comisión Investigado- 
ra de los negocios de ANCAP en la República Argentina y 
debo decir que estoy espantado ante el despilfarro de los 
dineros públicos y -repito- colocándome por fuera incluso 
de lo que se está discutiendo aquí, digo que hasta para 
cometer un error o un delito electoral se despilfarró el 
dinero. Con U$S 3.000 se podría haber hecho la misma 
propaganda y cometido el delito, porque todos sabemos 
que esos avisos no llegan a 650.000 familias, pues desgra- 
ciadamente no todas pueden comprar el diario. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Alberto Couriel)- Puede con- 
tinuar el Miembro Interpelante, señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Gracias, señor Presidente. Por mi 
parte, culmino con una frase: le agradezco que me haya 
concedido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Alberto Couriel)- Ha legado 
a la Mesa una propuesta del señor Senador Brause en el 
sentido de que se repartan los informes jurídicos. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR MINISTRO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Alberto Couriel)- Tiene la 
palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor Presidente: si bien ya había 
dado por culminada mi exposición en esta instancia, habida 
cuenta de algunas aseveraciones o apreciaciones hechas 
por el señor Miembro Interpelante referidas, fundamental- 
mente, a la opinión del doctor Gonzalo Aguirre como exper- 
to constitucional, quisiera, en aras de una mayor claridad, 
leer en forma textual las conclusiones a las que él arribó en 
relación con esta temática. 


Como había dicho ya en mi primera intervención, siempre 
estuvo en nuestro ánimo tratar de no extendernos demasia- 
do en nuestra exposición, pero -reitero- dado el 
cuestionamiento eventual por parte del señor Senador 
Korzeniak, de la validez de lo expresado por el doctor 
Gonzalo Aguirre -si bien, por otro lado, en forma reiterada, 
ha elogiado las condiciones de conocedor de la Constitu- 
ción del doctor Aguirre, tal como lo ha escrito en un texto 
de su autoría-, me gustaría dar lectura de las mencionadas 
conclusiones. Ante todo, extraigo una mención muy posi- 
tiva que el señor Senador Korzeniak hace del doctor Aguirre 
en relación con el trabajo que éste ha hecho, al decir: “Todo 
esto puede ser interpretado como un elogio a los conoci- 
mientos constitucionales del doctor Gonzalo Aguirre, pero 
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también como la satisfacción de ver reflejadas mis viejas 
ideas académicas en un proyecto legislativo. Si alguien lo 
ve de esa doble manera, creo que está en lo cierto.” Esto no 
hace más que darnos la tranquilidad de haber elegido muy 
bien el asesoramiento y la opinión del doctor Gonzalo 
Aguirre. 


Entonces, a esta altura del debate, consideramos que 
puede ser muy útil leer las conclusiones a las que ha 
arribado el doctor Aguirre en relación con este tema. Leo 
textualmente: “Si bien el ordinal cuatro del artículo 77 de la 
Carta veda la actividad política de los Directores de los 
Entes Autónomos, entre otros funcionarios y magistrados, 
en términos muy amplios, integra una disposición que refie- 
re a las elecciones nacionales y departamentales y que 
establece doce bases para el ejercicio del sufragio en las 
mismas, pero que no son sino garantías de que la voluntad 
del ciudadano puede expresarse libremente en las urnas, 
por cuya causa debe entenderse que las actividades políti- 
cas prohibidas en dicha norma son las que pueden menos- 
cabar la libertad de los electores en el ejercicio de su 
derecho al sufragio. Tal prohibición es una excepción a la 
libertad política de ciertos ciudadanos. Por tanto, como 
toda excepción a un principio general, debe interpretarse 
restrictivamente en las situaciones dudosas. Cuarto: la 
excepción establecida respecto de los Directores de los 
Entes Autónomos y de los Servicios Descentralizados, en 
la oración final del primer inciso del ordinal del artículo 77, 
restringe el alcance de la prohibición de actuación política 
incongruente con la previsión del artículo 119 “in fine”, que 
faculta a los Ministros a concurrir a los llamados a Sala 
acompañados de un Director de un Ente Autónomo. En uno 
y otro caso, la veda de actuación política deja de ser tal 
cuando el asunto considerado refiere al organismo del que 
forman parte los jerarcas llamados a asistir alas sesiones de 
un órgano partidario o de una de las Cámaras. Quinto: la 
historia fidedigna de la reforma de 1951, en lo que concierne 
a la incorporación al ordinal cuarto del artículo 77 de la 
sección a que venimos de referir, es clara en cuanto a que 
la prohibición existente sólo refería a la actuación política 
con sentido y finalidad electoral. Sexto: el principio de 
especialidad delimita negativamente el ámbito de actuación 
legítima de las personas jurídicas estatales, pero no signi- 
fica que sus cometidos y competencias sean de ejercicio 
facultativo. Por el contrario, constituyen poderes, deberes 
de ejercicio preceptivo u obligatorio. En consecuencia, el 
Directorio de ANCAP debe definirse sobre el referéndum a 
que va aser sometida la Ley N* 17.448, pues de su resultado 
va a depender seguramente que tales cometidos puedan 
seguirse ejerciendo con éxito o que la gestión empresarial 
de ANCAP quede condenada a la inviabilidad económica.” 
Esto es lo que, en forma muy clara, nos ha trasmitido el 
doctor Aguirre a modo de conclusión. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Alberto Couriel)- Tiene la 
palabra el señor Subsecretario. 
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SEÑOR SUBSECRETARIO.- Seré muy breve, señor Pre- 
sidente. 


Aquí se ha hecho un cuestionamiento respecto a si en 
la Constitución de 1934 ya existía el recurso del referéndum. 
No voy a atribuir ninguna intencionalidad, pues el regla- 
mento de la Cámara me lo impide, pero quiero dejar destaca- 
do que el recurso del referéndum contra las leyes nacionales 
carecía de consagración constitucional en la Constitución 
de 1934. Distinto es, según lo entiendo, el caso de las normas 
departamentales a partir de la Constitución de 1934. Pero 
aquí estamos hablando notoriamente de una norma de ca- 
rácter nacional, que fue implementada en 1966. 


SEÑOR MICHELINL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Alberto Couriel)- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: tengo una serie 
de preguntas para formular al señor Ministro, pero ante 
todo quiero plantear una inquietud. Para ello, voy a leer la 
moción de llamado a Sala que fue aprobada por este Cuerpo. 
Dice así: “Proponemos, conforme al artículo 119 de la Cons- 
titución de la República que el Senado llame a Sala al señor 
Ministro de Industria, Energía y Minería a fin de que informe 
acerca de las actitudes” -recalco que aquí se habla de 
actitudes- “del Directorio de ANCAP en vista del plebiscito 
a realizarse el próximo 7 de diciembre”. El artículo 119 de 
nuestra Carta, señor Presidente - y aquí pido al señor Minis- 
tro que ponga atención, porque le pediré su opinión con 
respecto a esto- en su primer inciso habla del porcentaje de 
miembros de la Cámara que se necesita para llamar a Sala, 
mientras que en el segundo establece que cuando los 
informes se refieren a Entes Autónomos o Servicios Des- 
centralizados, los Ministros podrán requerir la asistencia 
conjunta de un representante respectivo del Consejo o 
Directorio. 


La primera duda es por qué no se hizo acompañar por 
algún Director o por el propio Presidente de ANCAP. Por 
supuesto que esta es una potestad del señor Ministro, pero 
quizás tenga alguna razón concreta para ello, y quisiera 
conocerla antes de continuar. 


SEÑOR MINISTRO.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Alberto Couriel).- Puede inte- 
rrumpir el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- La respuesta a la interrogante plan- 
teada por el señor Senador es muy sencilla: ningún miembro 
del Directorio de ANCAP está presente porque entendimos 
que no era necesario. 


7 de octubre de 2003 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Alberto Couriel).- Puede con- 
tinuar el señor Senador . 


SEÑOR MICHELINI.- El señor Ministro fue muy claro al 
afirmar que no consideró necesario concurrir acompañado 
por alguno de los Directores de ANCAP. Entonces doy por 
hecho -y pido por favor que me corrija si estoy equivocado- 
que está en condiciones de contestar todas las preguntas 
que los señores Senadores deseen formular con respecto a 
este problema. Esto va más allá del tema del delito electoral 
que el señor Senador Korzeniak trató con mucha idoneidad 
y sobre el cual, independientemente de si lo hace o no el 
Senado, el Encuentro Progresista-Frente Amplio y el Nuevo 
Espacio vamos a presentar la denuncia ante la Corte Elec- 
toral, porque los partidos sí lo pueden hacer. 


Confieso que quiero saber algunas otras cosas porque 
este tema tiene un aspecto vinculado al gasto de los dineros 
públicos y otro al conocimiento de esta campaña. Se me 
ocurre preguntar si el señor Ministro sabe si este gasto fue 
observado. Personalmente tengo alguna información, pero 
desearía saber si oficialmente el señor Ministro sabe -en la 
medida en que cree que no es necesaria la comparecencia de 
algún Director de ANCAP-, por un lado, si el gasto fue 
observado y, por otro, cuánto costó. También quiero saber 
cuál fue la agencia contratada y desde cuándo se comenzó 
a trabajar en esta propaganda. 


Aclaro que si el señor Ministro me quiere interrumpir, 
con mucho gusto le cedo la palabra en cualquier momento 
a fin de que conteste con la misma efectividad con que lo 
hizo cuando formulé mi primera pregunta. Quizás conoce 
algunos de estos temas y otros no, o tenga una respuesta 
concreta para darnos. En definitiva, ¿cuál es el plan de 
campaña que tiene ANCAP? Me gustaría que se aclarara si 
esto fue una propaganda, una publicidad, una información 
a la ciudadanía, como dice el señor Ministro o, como pen- 
samos algunos, un plan de campaña. 


Esto no lo digo yo, sino que salió publicado en los 
diarios y en algún semanario. Allí se dice que en una reunión 
del Comité Ejecutivo Nacional del Partido Colorado se 
habló de la campaña. Quizás esta sea una mala información, 
pero el Presidente de ANCAP informaba sobre su campaña 
con respecto al referéndum al Comité Ejecutivo Nacional del 
Partido Colorado. ¿Hay una campaña? ¿Cuál es? ¿La conoce 
el señor Ministro o nos va a decir que estos fueron los 
últimos avisos? Una cosa es si ANCAP va a hacer determi- 
nada campaña y otra que el señor Ministro diga, como 
responsable de la Cartera, que ya se informó del contenido 
de la ley y que no habrá nuevos avisos. Quizás no tiene 
conocimiento de eso. Insisto en que cuando el señor Minis- 
tro desee interrumpirme lo puede hacer; no tengo ningún 
inconveniente en ello. 


Si mal no recuerdo, el señor Ministro asumió el cargo el 
pasado 12 de setiembre y el primer aviso salió publicado el 
27 de ese mes. Supongo que por lo menos 24 horas antes el 
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aviso ya estaba confeccionado y que otras 24 horas antes 
el Directorio de ANCAP lo había visto. Según señalan los 
diarios, un Director de ANCAP había informado al Comité 
Ejecutivo Nacional del Partido Colorado el miércoles 24 de 
setiembre, razón por la cual supongo que todo el Directorio 
conocía el aviso, por lo menos a esa fecha. Entonces, 
también deseo saber si el señor Ministro conocía el texto del 
aviso y si fue informado antes o después que el Partido 
Colorado. 


Se podrá discutir si es una propaganda o no. Personal- 
mente creo que lo es, que es publicidad electoral. De todas 
formas, nadie discute que se trata de un aviso. Incluso, si 
el doctor Aguirre Ramírez tiene razón y el Directorio de 
ANCAP, por unanimidad o por mayoría, se hubiera expresa- 
do en contra de la ley, me gustaría saber si el señor Ministro 
tendría la misma opinión. ¿Qué habría pasado si al costado 
del articulado de la ley se hubiera dicho, con el mismo 
desparpajo con que se señala que bajará el precio del 
combustible, que iba a subir? 


SEÑOR GARGANO.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Alberto Couriel).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: a sabiendas de la 
versación jurídica de mi colega y compañero, el señor 
Senador Korzeniak, en la tarde de hoy se me ocurrió pensar 
por qué no tomar la oración por pasiva y en lugar de esta 
manifestación, ANCAP hubiese hecho otra, publicando la 
ley y, al costado, hubiera dado todos los argumentos en 
contra de ella. ¿Qué hubiera pasado? Por supuesto que los 
habrían echado; no habrían durado ni un suspiro. 


Por lo tanto, me parece perfectamente certera la pregunta 
porque hay que analizar la oración por el otro lado, es decir, 
la prueba a contrario. Seguramente, si hubieran hecho eso 
otro, estarían condenando la intromisión en la campaña 
electoral por el referéndum. 


Muchas gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Alberto Couriel).- Puede con- 
tinuar el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Aquí somos todos adultos, uru- 
guayos, y no nos podemos hacer trampas al solitario. Mi 
razonamiento va en el sentido de que esto no se gestó el día 
de la publicación. Existió conciencia y voluntad -de la que 
no sé si el Ministro fue ajeno o si le cayó “como peludo de 
regalo”-, y siel día 25 de setiembre ya se estaba informando 
a un partido político, supongo que la agencia -que no sé el 
nombre- sabía del tema, tres, cuatro o cinco días antes. Por 
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lo tanto, estamos hablando del 17, 186 19 de setiembre, esto 
es, cuatro o cinco días después que el Ministro asumió el 
cargo. 


Podemos estar a favor o en contra de la ley. En el 
Parlamento permanentemente estamos aprobando proyec- 
tos de ley; algunos son aprobados por mayorías importan- 
tes, Otros por unanimidad y otros por mayorías muy esca- 
sas; pero todos los días estamos abriendo opinión sobre los 
temas allí contenidos. 


Lo cierto es que la convivencia pacífica de los urugua- 
yos se basa en nuestra Constitución y en respetar lo nues- 
tro, como por ejemplo, la forma en que se manejan los 
recursos públicos. Espero que el señor Ministro esté con- 
teste y bien atento, y por eso mi pregunta con respecto a si 
se observó o no el gasto. También quisiera saber acerca de 
esta propaganda que se ha publicado , por lo menos, en los 
diarios y semanarios de mayor circulación. 


En definitiva, mis preguntas tienen que ver con la agen- 
cia, el plan de campaña, el gasto, la observación o no, si 
consultaron al señor Ministro y, de ser así, cuándo, si fue 
antes o después, si vio la propaganda, si estaba al tanto de 
la reunión con el Partido Colorado y qué hizo el Presidente 
de ANCAP. 


(Ocupa la Presidencia el señor Luis Hierro López) 


-En lo personal, entiendo que estas son inquietudes 
relevantes, porque parto de la base de que acá hubo una 
acción del Presidente del Directorio de ANCAP en planear 
una campaña, que espero que se corte ahora. Esperemos 
que el señor Ministro nos dé su palabra de que estos hechos 
no se van a repetir, de que no va a haber campaña y de que 
no se hará propaganda por la televisión ni por la radio. ¿O 
acaso también van a leer el texto en la televisión o en la 
radio? 


Me gustaría hacer el siguiente razonamiento. El señor 
Ministro, como hombre de empresa, sabe bien lo que es una 
empresa. Imaginemos que los accionistas de una de ellas 
-en el caso que nos ocupa, somos todos los uruguayos- 
tenemos que tomar una resolución importantísima, y quien 
tiene en forma efímera su control empieza a poner dinero 
para que los accionistas tomen una decisión para un lado o 
para el otro. ¿Qué diría el señor Ministro si fuera uno de los 
integrantes de esaempresa, un accionista? Esto es algo que 
el señor Ministro entiende perfectamente. 


Se podrá decir que lo que se gastó es poco: U$S 150.000. 
Bueno, es un problema de montos, de actitud. ¿Por qué no 
ha venido el Presidente de ANCAP? En la medida en que el 
señor Ministro conteste cada una de estas inquietudes, 
abriré opinión luego de saber lo que él piensa, ya sea por vía 
de la interrupción o por alguna aclaración. No puedo abrir 
juicio final sobre la acción del Gobierno y del señor Ministro 
si él no me contesta alguna de estas interrogantes. 
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Estoy esperando la respuesta del señor Ministro para 
continuar. 


SEÑOR BRAUSE.- Continúe, señor Senador; nada lo 
impide. 


SEÑOR MICHELINI.- El señor Senador Brause me dice 
que continúe; no sé si el señor Presidente opina lo mismo, 
pero planteé algunas inquietudes y quiero que el señor 
Ministro las conteste. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia entiende que lo 
que corresponde es que el señor Senador plantee todas las 
inquietudes y oportunamente el señor Ministro las con- 
testará. No podemos forzar al señor Ministro para que 
hable. 


SEÑOR MICHELINI.- Por supuesto, señor Presidente. 
¡Vaya que estamos bien lejos de aplicar métodos para forzar 
a las personas! 


Insisto en que estas son mis inquietudes, y deseo abrir 
juicio en función de lo que me conteste el señor Ministro, 
es decir, de acuerdo con su mayor o menor responsabilidad. 
No sé de qué forma me ampara el Reglamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador conoce el Re- 
glamento tan bien como la Presidencia y sabe que tiene 
derecho a hablar durante media hora, y luego tiene media 
hora más, de acuerdo con lo que disponga el Senado. No se 
puede establecer otro procedimiento. 


SEÑOR MICHELINI.- En la medida en que el señor Mi- 
nistro permanece callado, no contesta las interrogantes que 
realizo y además se ríe -está bien, está en todo su derecho 
y tiene toda la libertad de hacerlo-, quiero abrir juicio sobre 
la actitud ... 


SEÑOR SANABRIA.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA.- Señor Presidente: creo que esta- 
mos asistiendo a un mecanismo que desde el punto de vista 
político tendrá su explicación, pero desde el punto de vista 
reglamentario no. 


Más allá de la opinión que tenemos todos con relación 
al tema de fondo, no hay duda de que sobre este aviso 
tendremos respuestas más concretas cuando el señor Sena- 
dor termine. Este es el mecanismo que el Parlamento utiliza 
reglamentariamente. Si el señor Senador Michelini no tiene 
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más nada para decir, terminará su intervención y el señor 
Ministro contestará. 


Me parece que tenemos que ser muy claros, contun- 
dentes y serios en el manejo de una interpelación que 
pretende ser informativa. Hay más de quince Senadores 
anotados para hacer uso de la palabra, y de la misma manera 
en que nosotros respetamos la palabra del señor Senador y 
del señor Ministro, queremos que se nos respete nuestro 
tiempo. Si el señor Senador terminó, el señor Ministro 
contestará al final de la exposición, tal como se hace siem- 
pre. 


SEÑOR PRESIDENTE - Puede continuar el señor Sena- 
dor Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Yo creo en la libertad, y si el señor 
Ministro no quiere contestar, no lo voy a obligar. 


SEÑOR MINISTRO.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Mi- 
nistro. 


SEÑOR MINISTRO.- En la misma línea de lo que expre- 
saba el señor Senador Sanabria, quiero decir -y lo hago en 
forma directa- que ya que se invoca la libertad, reitero que 
la intención es respetar el orden de la numerosa lista de 
oradores que hay. Luego haré lo posible para contemplar las 
inquietudes que expresó el señor Senador Michelini. 


SEÑOR PRESIDENTE - Puede continuar el señor Sena- 
dor Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Como decía, creo en la libertad y 
si el señor Ministro desea contestar, lo hará; yo no lo voy 
a obligar. De la misma forma, si él desea esperar al final de 
mi intervención, lo puede hacer. 


Por mi parte, expreso mi opinión y planteo mis inquietu- 
des a fin de formar juicio para ver si el Ministro es respon- 
sable de lo que está ocurriendo en la campaña que ha 
planeado ANCAP para el tema del referéndum, ya sea por 
acción o por omisión. Salvo que el Ministro me corte ya y 
me diga: “Señor Senador, le aseguro que no habrá un aviso 
más”, tendría que pensar que ANCAP hizo algo e indepen- 
dientemente de que la Corte Electoral evalúe sobre el tema 
vinculado al delito electoral que estamos presentando, 
frente a esta situación el señor Ministro tome cartas en el 
asunto, corte la propaganda y la campaña electoral. 


En tanto el señor Ministro no responde esto, me pregun- 
to si su responsabilidad es por acción o por omisión. ¿El 
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señor Ministro está a la cabeza de la campaña para que los 
dineros públicos inclinen la balanza del referéndum hacia 
una opción? ¿Conocía y fue actor de la propaganda que 
ANCAP hizo? El señor Ministro, que es un Ministro político 
y está a favor de la ley -lo que respeto-, ¿va a dejar usar su 
buen nombre para que los recursos públicos se destinen a 
ese fin? No quisiera estar en su lugar, y lo digo con absoluta 
convicción, porque en mi fuero íntimo creo que él no sabía 
nada de todo esto. 


SEÑOR DE BOISMENU.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor de Boismenu. 


SEÑOR DE BOISMENU.- Pido disculpas al señor Sena- 
dor Michelini, porque no quería cortar su exposición, pero 
quiero hacer solamente un razonamiento. Puede ser que a 
esta altura de los tiempos hayamos empezado a olvidar las 
cosas. Recordemos que la ley que votó este Parlamento en 
forma democrática, con su oposición -comparto con el 
señor Senador Michelini que en el sistema democrático hay 
que tener máximas tolerancias-, sufrió luego un plebiscito. 
También recordemos que esta ley tenía iniciativa por parte 
de ANCAP. Por lo tanto, desde mi humilde punto de vista, 
hay una responsabilidad de ANCAP en propender a desa- 
rrollar el mantenimiento de la ley. Creo que no hay nadie con 
honestidad que pueda opinar de otra manera. Así no se hizo 
y me da dolor -comparto lo que dijo el señor Senador 
Fernández Huidobro- que para desarrollar y explicar bien la 
ley, se necesiten 650.000 papelitos que lleguen a las casas 
de familia para que la gente, que es lo más importante de 
todo, entienda qué es lo que realmente firmó y lo que 
realmente va a firmar. En mi pago, en el medio de la campaña, 
me da tristeza lo que ocurre porque la gente no sabe. Es muy 
triste -y no quiero usar la palabra “mentira”, porque me 
subleva, no la puedo utilizar para mí, y no lo permitiré jamás 
para los demás-, pero creo que a la gente no se le ha dicho 
la verdad. Por lo menos, se han usado términos que no 
significan lo que realmente quieren decir. Lo he visto en la 
prensa y en los debates, y es algo que me da una enorme 
pena. A la edad que estoy viviendo creo que no es digno 
que se le diga a los ciudadanos uruguayos lo que no es 
verdad. Además, es muy caro usar los recursos del país para 
dar vuelta lo que no es verdad. Eso es más caro que decir la 
verdad. Como bien dijo el señor Senador Fernández 
Huidobro, se usaron 650.000 papeles que costaron determi- 
nada cantidad de dinero, pero en cualquier país del mundo 
cuando por error no se dijo lo que es verdad, es terriblemen- 
te caro. Digo esto con la máxima tolerancia, porque puede 
haber existido mala interpretación, pero no acepto la mala 
intención. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor Sena- 
dor Michelini. 
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SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FERNÁNDEZ HUIDOBRO.- No deseo quitarle 
tiempo al señor Senador Michelini, pero quiero decir que no 
solamente estamos repartiendo volantes. Estamos hacien- 
do muchísimas otras cosas, como por ejemplo participando 
en actos, en polémicas, explicando la ley y criticándola 
desde nuestro punto de vista. Este volante nos cuesta muy 
caro, porque tenemos que juntar el dinero para hacerlo, no 
lo sacamos de ningún Ente Autónomo, sino de las colectas 
populares. No disponemos de los recursos del Estado para 
hacer nuestra propaganda, no tenemos más recursos que 
esos para hacerla y, como dice el señor Senador de Boismenu, 
es carísimo combatir la mentira o aquello que no es verdad. 
Si ANCAP hubiera difundido la ley yo no tendría nada que 
decir; quizá le criticaría que hubiera gastado U$S 150.000 a 
beneficio de ciertas empresas que, a lo mejor, después 
ponen dinero para la campaña en la línea que pregona este 
“papelito”, también, que sacó ANCAP, pero que costó 
U$S 150.000 de los partidarios y no partidarios de la ley, sin 
consultar. ¿Cómo combato yo desde el otro ángulo, que en 
la materia no sé si soy oposición u oficialismo, porque eso 
se verá el 7 de diciembre, para pelear contra resoluciones de 
un Directorio que de un plumazo se despacha U$S 150.000 
de los cuales por lo menos una partecita es mía, sin consul- 
tarme, para sacar un papelito, con menos difusión que el 
papelito que sacamos nosotros? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Sena- 
dor Michelini. 


SEÑOR MICHELINTI.- Se han dicho muchas cosas para 
saber quién tiene la verdad o quién canta la justa. Tantas 
justas se han cantado que nos llevaron a tener problemas 
internacionales con nuestros vecinos. 


Sinceramente aspiro a que en el día de hoy -más allá de 
las consecuencias para el Directorio de ANCAP- haya un 
pronunciamiento del Poder Ejecutivo en la figura del señor 
Ministro, en el sentido de que esta campaña está terminada 
y que no se va a poner más dinero de los contribuyentes, de 
los usuarios, de los clientes o de los consumidores -que 
somos todos- del combustible, porque es monopólico, hoy 
del Estado, quizá mañana mixto, manejado o administrado 
por un privado durante cierto tiempo, al servicio de una de 
las posiciones. En ese sentido, señor Presidente, voy a 
levantar la voz, voy a dar testimonio, voy a expresar... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado una moción ala Mesa 
para que se prorrogue la hora de que dispone el orador. 


Se va a votar. 
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(Se vota:) 
-17en 19. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Decía que voy a levantar la voz y 
voy a dar testimonio respecto de que los dineros públicos, 
independientemente del tema del delito electoral, no se 
gasten en función de una opción o, si estuvieran de acuerdo 
conmigo, en función de la otra. Para ello, señor Presidente, 
no quiero que el señor Ministro nos diga en Sala que no 
siente que se apartaron, quiero que diga que no se van a 
gastar los dineros públicos en una opción o en otra en este 
referéndum y que el Directorio de ANCAP va a estar alinea- 
do a esta política del país, y que si así no lo hace, el 
Parlamento, junto con el Poder Ejecutivo, vamos a actuar en 
conjunto para que así se haga. 


¿Cómo se dice que no hicieron publicidad o propagan- 
da? Somos todos adultos y no nos chupamos el dedo. 
¿Acaso esto no es publicidad? ¿Esto no es propaganda? ¡Es 
de la mejor! Tan bien hecha está que hasta pueden decir que 
no es publicidad ni propaganda. Es de la mejor. Está muy 
bien hecha, por una buena agencia. El que diga que eso no 
es publicidad ni propaganda, cree que nos toma de tontos, 
y a mí de tonto no me toman. Me gustaría saber si el señor 
Ministro va a continuar en esta línea de seguir defendiendo 
la ley con los recursos públicos -naturalmente con su dinero 
y con lo que le paga el Estado por su trabajo que haga lo que 
quiera, como hacemos cada uno de los señores Legislado- 
res-, porque insisto que me estoy refiriendo a los dineros 
públicos. Quisiera saber si el señor Sanguinetti pagó esto, 
si el Presidente de ANCAP puso dinero para pagar esto. Me 
gustaría que me dijeran: “Señor Senador, está equivocado, 
salió de mi dinero, usamos el logo de ANCAP pero estuvi- 
mos equivocados y esto lo pagamos de nuestro bolsillo”. 
¡Qué va a pagar de su bolsillo, señor Presidente! Nosotros 
no lo vamos a dejar pasar. No vamos a dejar que los dineros 
públicos se encaminen en esta dirección. 


Ahora bien, si el señor Ministro quiere asociar su nom- 
bre a este gasto, aeste desvío de los dineros públicos, como 
expresa el artículo que han mencionado las autoridades del 
Ministerio y que dice que los Entes Autónomos y los 
Servicios Descentralizados no podrán realizar negocios 
extraños al giro que, preceptivamente, les asignen las leyes, 
ni disponer de sus recursos para fines ajenos a sus activi- 
dades normales, es su decisión. Al parecer, ahora la acti- 
vidad normal de ANCAP es realizar propaganda y publici- 
dad. 


¡Por favor, señor Presidente!, espero que no tengamos 
que repetir este llamado a Sala y que este episodio sea un 
malentendido; espero que hoy el señor Ministro nos diga 
que la campaña electoral no existe, que no hay agencia, que 
no habrá más propaganda y que los avisos publicados la 
semana pasada en algunos semanarios serán los últimos 
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que este Ente Autónomo contrate, más allá del curso que 
tome la denuncia que realizaremos ante la Corte Electoral. 


SEÑOR SINGER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SINGER.- Me pregunto varias cosas, señor Pre- 
sidente. Estamos hablando de un organismo del Estado que 
resuelve hacer propaganda para vender un producto y, a la 
vez, existe un conjunto de ciudadanos que puede reunirse 
y manifestarse en contra de esa venta, alegando que la 
publicidad utilizada se ha pagado con su dinero y que, por 
lo tanto, va a hablar con algunos Legisladores amigos para 
que traten de impedir que dicho organismo realice propa- 
ganda para vender ese producto. Esto es así porque ese 
grupo de personas está en desacuerdo con el producto en 
cuestión, en primer lugar, porque es más caro que el que se 
podría obtener haciendo la importación libremente. Ahora 
bien, creo que estamos ingresando en un área que no hace 
al fondo de la discusión. 


En realidad, creo que el fondo de la cuestión estuvo bien 
planteado por el señor Senador Korzeniak, ya que el primer 
asunto es determinar si ANCAP actuó o no de acuerdo a 
Derecho. En este sentido, debo decir que respeto mucho las 
opiniones del señor Senador Korzeniak, puesto que como él 
ha señalado, es un profesor de Facultad Grado 5, y sabe de 
estas cosas. Sin embargo, no estoy de acuerdo con el hecho 
de que el señor Senador sea siempre objetivo en estos 
temas, porque muchas veces lo he visto ser, antes que 
profesor de Derecho, militante frenteamplista, y está en 
todo su derecho a serlo. Por supuesto, por ello no dejo de 
respetarlo, pero ante su afirmación de que siempre es obje- 
tivo como profesor de Derecho, yo, como Senador de la 
República, debo decir que no, puesto que, reitero, lo he 
visto muchas veces no siéndolo. En consecuencia, pienso 
que la opinión que el señor Senador Korzeniak tenga sobre 
este asunto puede ser cotejada con las posiciones que ha 
recogido el Ministerio del doctor Delpiazzo -jurista eminen- 
te- y de los doctores Aguirre y Semino. Los puntos de vista 
de estos tres juristas están a nuestra disposición en Sala ya 
que el informe fue repartido y sugiero que cuando los 
señores Senadores tengan tiempo de leerlos, verán que son 
trabajos serios, fundados, en los que se manejan argumen- 
tos sólidos, que están en discrepancia total con lo que ha 
afirmado en Sala el señor Senador interpelante. Personal- 
mente, entre una y otra opinión, opto por la posición de los 
tres juristas y no por la del señor Senador Korzeniak, a quien 
-reitero- respeto mucho como constitucionalista. El señor 
Senador podrá recordar que más de una vez me he acercado 
a él diciéndole: “Profesor, quiero conocer su opinión sobre 
tal tema”. Sin embargo, en los casos en que lo he consulta- 
do, yo sabía que no me iba a contestar como militante 
frenteamplista sino en su calidad de catedrático de Dere- 
cho. 


Entonces, el primer aspecto que me resulta claro con 
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relación al tema que nos ocupa, es que ANCAP cuando hizo 
publicidad o propaganda -como se le quiera llamar, ya que 
no afecta al fondo de la cuestión-, actuó ajustada a Derecho. 
De esto no hay ninguna duda, por lo menos yo no la tengo, 
dado que los informes que he leído aportados por el señor 
Ministro, son claros y contundentes. 


El segundo aspecto que deseo señalar es que habría que 
hacer un poco de historia, ya que hoy por hoy -según mi 
impresión- en la ciudadanía existe gran confusión en torno 
al contenido y al alcance de la ley. La confusión proviene 
de una actitud que se ha adoptado respecto de la ley por 
parte de diversos sectores. 


¿Cuál es el origen de la ley? ¿Fue una iniciativa del Frente 
Amplio, del Partido Colorado, del Partido Nacional o del 
Partido Independiente? No, señor Presidente, surgió de 
ANCAP. Veo que el señor Senador Gallinal niega con la 
cabeza, pero debo decirle: “No me lo niegue; sé lo que usted 
me quiere decir: que usted trajo aquí un proyecto de ley 
complementando las cosas.” Pero yo digo que es la preocu- 
pación de ANCAP por su futuro lo que motivó que la ley 
viniera al Parlamento. Esa es la realidad. Se trata de la 
intención de ANCAP de defenderse frente a lo que el 
organismo entiende que puede ser su liquidación. En estos 
momentos ANCAP sobrevive porque existe un monopolio; 
y es porque todos los uruguayos pagamos por dicho mono- 
polio que el Ente está vivo y da trabajo a sus aproximada- 
mente 4.000 funcionarios. 


SEÑOR MUJICA.- Son algo más de 2.300, señor Senador. 


SEÑOR SINGER.- Mejor que mejor. Es algo bueno por- 
que tengo entendido que alcanzó a tener 12.000 funciona- 
rios en algún momento, luego se redujo; y hoy es tan 
eficiente como antes, incluso en algunos casos lo es más. 
Pero no es este el fondo de la discusión. 


Reitero que hoy ANCAP está viva porque existe un 
monopolio y teme desaparecer ante la eventualidad -llamo 
la atención sobre este término- de que se termine ese 
monopolio. Este es el origen de la ley. 


Es más; me parece importante relatar ahora que el Presi- 
dente de ANCAP, el señor Jorge Sanguinetti, desde fines 
del año 2000 -no bien asumió su cargo- y durante los 
primeros meses del siguiente año, ha estado hablando con 
los dirigentes de todos los partidos políticos para 
efectuarles un planteamiento sobre este asunto, es decir, 
sobre su preocupación y la necesidad de que existiera una 
legislación del tenor de la que por fin se aprobó. Debo 
agregar, señor Presidente -estos hechos son importantes a 
los efectos de la historia que estamos relatando-, que entre 
los dirigentes que el señor Presidente de ANCAP visitó -co- 
mo era su obligación- estuvo el doctor Tabaré Vázquez, en 
quien encontró una recepción favorable. El doctor Vázquez 
solicitó al señor Sanguinetti que tuviera a bien informar 
sobre su propuesta a la bancada de Legisladores del Frente 
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Amplio. Tengo entendido que esta reunión de información 
se llevó a cabo a principios del año 2001 y en ella el señor 
Presidente de ANCAP contestó todas las preguntas e in- 
quietudes que se fueron planteando. A raíz de esa reunión 
fue que, una vez que se creó en el ámbito del Senado la 
Comisión Especial de Servicios Públicos, también partici- 
paron en ella tres Senadores en nombre del Frente Amplio 
-Astori, Couriel y Rubio-, quienes colaboraron en la prepa- 
ración y elaboración de la ley. Lo hicieron en una participa- 
ción muy activa, y tan es así que cuando se trató la ley a 
fines de año hubo un reconocimiento a la actitud demostra- 
da por los señores Senadores Atchugarry y Gallinal, quie- 
nes fueron los protagonistas de esa tarea legislativa. Es 
más, puedo decir aquí algunas cosas. En mayo de 2001, 
mientras ya se estaba elaborando aquí la ley, el Centro de 
Estudios Estratégicos 1815, que preside el General Líber 
Seregni, organizó un seminario al cual fue invitado especial- 
mente el doctor Vázquez para dictar una conferencia y allí 
dijo algunas cosas que voy a leer textualmente. Hablando 
de las empresas públicas señaló : “Hay otro tipo de apropia- 
ción de las empresas públicas que tampoco puede conti- 
nuar, la de sus corporaciones de funcionarios que a menudo 
confunden sus intereses legítimos con los no menos legí- 
timos intereses de la sociedad.” Esto lo dijo el doctor 
Tabaré Vázquez, reitero, en ese seminario, agregando: “La 
asociación de capitales privados a las empresas públicas, 
debería tener como principios rectores la agregación de 
capital. El capital privado no sustituye al público, sino que 
se suma.” 


Debemos tener en cuenta que la elaboración de esta ley 
sobre ANCAP insumió prácticamente todo el año 2001 y los 
Senadores del Frente Amplio que participaron en dicha 
elaboración, mantuvieron constantemente informado a su 
Partido sobre la marcha de la iniciativa. Al final, plantearon 
una serie de propuestas en la Comisión, las que fueron 
recogidas por la misma. A su vez, la Mesa Política del Frente 
Amplio, el lunes 3 de diciembre de 2001, autorizó a los 
Legisladores del Frente Amplio a votar la ley. Esto es parte 
importante de la historia de la ley. Sin embargo, de inmedia- 
to hubo reacciones de algunos sectores y de la dirigencia 
de sindicatos de ese Partido. 


Luego, el viernes 7 de ese mes de diciembre se realiza el 
famoso acto de La Teja en contra de la ley. Frente a esto, 
Vázquez, ante presiones legítimas que ha recibido -tiene 
también todo el derecho de atenderlas- envía un mensaje a 
los participantes de ese acto diciendo: “Quiero hacerles 
llegar mi solidaridad y apoyo personal ante vuestros justos 
planteos en defensa del trabajo, los trabajadores y nuestras 
empresas públicas. Cuéntenme de su lado. Hasta la victoria 
siempre.” 


En consecuencia, cuando uno va relatando todas estas 
cosas, advierte que ya se va generando una atmósfera de 
gran confusión. Digo esto porque en mayo de 2001 el 
Presidente, líder y candidato del Frente Amplio, doctor 
Tabaré Vázquez, hace una exposición en el Centro de Estu- 
dios Estratégicos 1815 sobre empresas públicas fijando su 
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posición en los términos en que acabo de citar, y el 7 de 
diciembre envía a los militantes frenteamplistas y sindica- 
listas de ANCAP en La Teja, estas otras expresiones. ¿Cómo 
no vaa generar esto una gran incertidumbre y confusión en 
la población? Obsérvese, además, que el acto de La Teja se 
realiza el día 7 y el lunes 10 vuelve a reunirse la Mesa Política 
del Frente Amplio, momento en que por 21 votos contra 6 
-esaes la información que brindó la prensa- resuelve que los 
Legisladores -en este caso Senadores- están obligados a 
votar contra la ley por una resolución adoptada por la 
mayoría que he señalado. Todos sabemos lo que sucedió en 
las sesiones que se realizaron en torno a este tema, así como 
las manifestaciones de los señores Senadores que intervi- 
nieron en la elaboración de la ley, muchas de cuyas pro- 
puestas fueron incorporadas en el texto legal. Esos Senado- 
res terminaron diciendo “Creo que esta ley es necesaria y 
conveniente, pero la voy a votar en contra por disciplina 
partidaria.” Se trata de una posición obviamente muy respe- 
table y cualquiera de nosotros podría encontrarse en igual 
situación. 


No obstante, de cara a la gente que va siguiendo los 
acontecimientos, nos encontramos con lo que ocurrió en el 
momento de votarse la ley en torno a la cual se procuró y se 
obtuvo un consenso. Esto es algo muy importante y muchas 
veces se reclama, sobre todo por parte de la oposición, 
también con todo derecho. Desde luego que la oposición 
-grande o chica- quiere tener su participación en la elabo- 
ración de las principales leyes. 


SEÑORA ARISMENDI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR SINGER.- Después, señora Senadora, después. 


Muchas veces esto es así por razones que todos cono- 
cemos. Por razones políticas, desde luego, esa participa- 
ción no se les da o no se les toma en cuenta. Sin embargo, 
en esta ley sí se tomó en cuenta a todos ¡y de qué manera! 
Fue así al punto de que muchos de los artículos de la ley son 
propuestas del Frente Amplio. Esta es una realidad. 


En consecuencia, de esta ley puede decirse que surgió 
de un gran consenso parlamentario de cara a uno de los 
grandes temas del país que es el destino de ANCAP. Cuan- 
do hablamos del destino de ANCAP, no se trata solamente 
de lo que va a suceder con una empresa pública, sino de 
todo lo que está involucrado en torno a la misma. No vamos 
a hacer perder el tiempo a nadie comentando de qué se trata. 


Quiere decir, entonces, que aquí terminamos aproban- 
do la ley con los votos del Partido Nacional y del Partido 
Colorado y con los votos en contra del Frente Amplio y del 
Nuevo Espacio. No obstante ello, todos los Partidos Po- 
líticos participaron en la elaboración de esta ley; se es- 
cuchó a todos, se tomaron en cuenta todas las propuestas 
y, repito, buena parte del contenido de la iniciativa respon- 
de a planteos presentados por Legisladores del Frente 
Amplio. 
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SEÑOR GARGANO.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR SINGER.- Después, señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- Después que termine su exposi- 
ción. 


SEÑOR SINGER.- Antes de finalizar, señor Senador, 
permítame continuar con la idea. 


Inmediatamente después viene la campaña de la recolec- 
ción de firmas. ¿Qué es lo que se dice en ese momento? ¿Con 
qué expresiones están tapizados los muros de la ciudad? 
¿Qué dicen los discursos que se realizan por radio y por 
todos los medios al alcance de quienes promovieron la 
recolección de firmas para llamar a referéndum contra esta 
ley? “Firme para que ANCAP no se venda” “Firme para que 
ANCAP no se privatice”. 


Frente a esto, digo aquí que nosotros -y quien habla 
entre ellos, desde luego- tenemos nuestra cuota de respon- 
sabilidad porque no salimos a hacer campaña en contra. 


SEÑOR MILLOR.- ¡Apoyado! 


SEÑOR SINGER.- No salimos a hacer campaña en contra 
para informar sobre la verdad, porque a la gente se le 
recogió la firma diciéndole algo que es totalmente contrario 
a la verdad. ANCAP no se vende ni se privatiza. 


SEÑOR MILLOR.- ¡Apoyado! 


SEÑOR SINGER.- Más aún, creo que el Directorio de 
ANCAP también estuvo omiso en este caso, porque cuando 
se trata de una ley que hace a su destino y, por lo tanto, al 
destino de su gente, la empresa no sólo tiene el derecho 
-que es lo que aquí se ha cuestionado- de informar o hacer 
propaganda, sino que tiene la obligación de hacerlo. ANCAP 
está obligada ante el país a darle a la ciudadanía una 
información clara, precisa y extendida con comentarios 
fáciles de entender, sobre el alcance de todas y cada una de 
las disposiciones de la ley. Al no hacerlo, está incurriendo 
en una omisión. Reitero que creo que el Directorio estuvo 
omiso cuando no lo hizo durante la campaña que se extendió 
prácticamente durante el año entero en el que se recogieron 
las firmas. En ese lapso todos los demás permanecimos 
callados, pensando que la gente no iba a reaccionar. Al 
final, se terminaron juntando las firmas. 


SEÑORA ARISMENDI.- Después las trataron de esta- 
far. 


SEÑOR SINGER.- No, no se trató nada, no invente 
cosas, señora Senadora; usted ve a los diablos en todas 
partes. Sólo existe en la imaginación de la señora Senado- 
ra. 
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SEÑORA ARISMENDI.- Eso está en la Corte Electoral. 


SEÑOR SINGER.- No, la Corte Electoral hizo las cosas 
cumpliendo rigurosamente con sus obligaciones, porque 
está integrada por gente con una gran moralidad, que no 
mintió en nada y no hizo nada en contra de la ley ni la 
Constitución. 


SEÑORA ARISMENDI.- De acuerdo a los resultados... 
(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor Sena- 
dor Singer. 


SEÑOR SINGER.- Después que se terminaron de recoger 
las firmas y la Corte ya había hecho el anuncio -no tengo 
muy clara la fecha-, los promotores del referéndum hicieron 
el acto de lanzamiento de la campaña del mismo. ¿Qué 
dijeron en el acto? Uno podría pensar que en el acto de 
lanzamiento iban a explicar por qué están en contra de la ley 
diciendo, por ejemplo, que tiene tal o cual cosa con la que 
discrepan y que hubieran preferido que en lugar de lo que 
expresa dijera otra cosa. No, dos protagonistas importantes 
manifestaron lo siguiente. El Vicepresidente del Frente 
Amplio, ingeniero Jorge Brovetto, en el acto de lanzamiento 
del referéndum -que se hizo el martes 22 de julio-, dijo que 
este referéndum es contra la doctrina neoliberal, defendida, 
proclamada e impuesta por los Gobiernos colorados, blan- 
cos y blanqui-colorados. Más adelante agregó que el patri- 
monio nacional pertenece al pueblo uruguayo aunque los 
integrantes del Gobierno, de este desgobierno que padece- 
mos, se comportan como si fuera propio, dispuestos a 
venderlo para satisfacer sus necesidades. 


En este sentido, voy a hacer un comentario y me imagino 
lo que le sugerirá al señor Senador Korzeniak desde el punto 
de vista jurídico. Pero cuando a la gente se le pide la firma 
y en lugar de decirle la verdad se le expresa algo que no lo 
es, ¿se viola o no la Constitución? Se la viola. No hay pena 
para esto. Pero, reitero, claro que se la está violando. Digo 
esto porque el régimen del plebiscito según nuestro orde- 
namiento constitucional comienza cuando se recogen las 
firmas y se le explica a las personas por qué y para qué se 
lo hace. Se le pide la firma para, por ejemplo, derogar 
determinada ley, pero diciéndole la verdad. Si se le pide la 
firma expresándole una cosa distinta a la verdad, se está 
violando profundamente y en su espíritu a la Constitución. 
Cuando se le dice a la gente que este referéndum es contra 
la política neoliberal y, en realidad, éste no tiene nada que 
ver con dicha política, se está violando la Constitución. 


No solamente el ingeniero Brovetto expresó esto, sino 
que también hubo otras expresiones de personas importan- 
tes integrantes del movimiento contra la Ley de ANCAP. Me 
estoy refiriendo más concretamente al Presidente de 
FUCVAM quien hizo uso de la palabra en ese mismo acto de 
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lanzamiento de la campaña, expresando lo siguiente: “Que 
me perdonen los compañeros, acá no se trata de un modelo, 
es el sistema capitalista; dentro del sistema capitalista no 
hay modelo ni bueno ni malo. En este momento lo que hay 
que meter en la cabeza de la gente es que lo que es malo no 
es el Gobierno, es este sistema que nos gobierna, es este 
sistema el que tenemos que voltear.” Así que otro objetivo 
del plebiscito es voltear al sistema capitalista; no al Gobier- 
no, reitero, hay que voltear al sistema capitalista y, desde 
luego, también marcharía el Gobierno y todo para adelante. 
Este es el objetivo con que se va al referéndum. Cuando 
recién escuché al señor Senador Fernández Huidobro ha- 
blando de actos y propagandas, me imagino que si es con 
este tipo de argumentos que se está metiendo a la gente en 
la cabeza que hay que votar contra la Ley de ANCAP, digo 
que aquí también se está violando la Constitución. Pero no 
hay sanciones, no se preocupen; nadie va a ser sancionado 
por esto porque no está previsto en la legislación. Lo que 
queda claro de todo esto es que la sumatoria de este relato 
-que un poco desordenadamente vengo haciendo- ha gene- 
rado en la ciudadanía una confusión tremenda. Hay mucha 
gente confundida. Yo sé, porque he hablado con personas 
que han realizado encuestas sobre esta materia, que cuando 
se le pregunta sobre la credibilidad de la Ley de ANCAP, 
como para orientar su opinión, la mayoría responde: ¿qué 
opina la propia ANCAP? Es lógico. La gente quiere saber 
qué es lo que opina el Ente interesado en la materia, porque 
se está jugando su destino, su supervivencia. 


Entonces, me parece que se ha llegado a un punto en el 
que no sólo es necesario, sino imprescindible que ANCAP 
informe a la población por todos los medios que tenga a su 
alcance. 


Para terminar el relato de esta historia, voy a señalar que 
el 25 de setiembre pasado el doctor Tabaré Vázquez visitó 
Rocha y participó en los actos políticos que los Partidos 
Políticos de la coalición del Frente Ampliorealizaron. Des- 
pués de hacer uso de la palabra en el acto, lo abordaron 
algunos periodistas. Uno de ellos le preguntó dónde apa- 
rece la palabra venta en el texto de la Ley de ANCAP. ¿Cuál 
fue su respuesta? La respuesta textual del doctor Vázquez 
fue la siguiente: “Eso no lo estamos discutiendo nosotros. 
Yo jamás dije que se vendiera. No queremos que se desvíe 
la discusión del punto que planteamos y es que esta Ley es 
mala y por eso queremos derogarla.” Cuando el doctor 
Tabaré Vázquez, con todo lo que él representa, dice “Yo 
jamás dije que se vendiera”, a mijuicio termina agregando 
un nuevo elemento de gran confusión ante el país y la 
ciudadanía. Digo esto porque a la gente se le recogió la firma 
para que ANCAPno se venda; después hubo movilizaciones, 
discursos, actos, boletines e impresiones de miles de volan- 
tes, con el argumento de que se vende, que hay que evitar 
que se privatice, inclusive, se llegó a plantear el siguiente 
argumento, que realmente me molestó. Se dijo que ANCAP 
no se vende ni se privatiza, lo que hay es una venta y una 
privatización disfrazada. Se plantea esto como si los tres 
señores Senadores que participaron en la elaboración de la 
ley fueran unos torpes. Nosotros que los conocemos bien 
sabemos que a los señores Senadores Astori, Couriel y 
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Rubio no se les iba a pasar el disfraz de una venta o de una 
privatización, porque de torpes no tienen ni un pelo. Esa es 
la realidad. 


Entonces, frente a esta confusión, señor Presidente, 
digo que ANCAP tardíamente empezó a informar a la gente 
sobre el texto, el contenido y el alcance de cada una de sus 
disposiciones. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ha llegado a la Mesa una moción 
para que se prorrogue la hora de que dispone el orador. 


Se va a votar la moción presentada. 

(Se vota:) 

-20en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Puede continuar el señor Senador Singer. 


SEÑOR SINGER.- Decía, señor Presidente, que ANCAP 
empezó ainformar tardíamente porque, repito, debió hacer- 
lo mientras se estaban recogiendo las firmas, es decir, 
informar a la población. Por ejemplo, podría haber comuni- 
cado: “Este es el texto de la ley, para cuya derogación le 
están solicitando la firma y este texto quiere decir tal cosa”, 
en algunas de sus disposiciones que pudiera resultar nece- 
sario y conveniente aclarar, pero no lo hizo. Ahora, que 
comenzó a hacerlo, debe continuar realizándolo. Si no lo 
siguiera haciendo, aunque el señor Ministro de Industria, 
Energía y Minería es amigo personal, lo voy a interpelar, ya 
que debe intervenir y exigir a ANCAP que cumpla con sus 
obligaciones. Esa Administración está obligada a informar 
a la población sobre el alcance y el contenido de la ley, de 
la forma más amplia posible. Desde luego, no podrá dispo- 
ner de sus 2.300 funcionarios para salir a repartir boletines 
casa por casa, aunque sí a través de los medios que puede 
utilizar una empresa, es decir, por la prensa, la radio o la 
televisión, pero debe hacerlo. A la gente hay que conven- 
cerla con argumentos y con la verdad. 


SEÑOR MUJICA.- Y con plata, señor Senador. 


SEÑOR SINGER.- Es verdad, hay que convencerla con 
plata, que está muy bien gastada. El dinero que cualquier 
empresa del Estado emplea para realizar cualquier tipo de 
propaganda en la venta de cualquier producto puede discu- 
tirse, pero cuando está en juego la supervivencia de 
ANCAP, ¿cómo no se lo va a gastar para asegurarse de que 
la ciudadanía vote informada? Por supuesto que es así. 


A propósito, el señor Senador de Boismenu me acota que 
habría que preguntarse cuánto cuesta el plebiscito que se 
convocó. Creo que sólo su convocatoria significa una 
erogación de más de U$S 2:000.000. Digo más -desde luego, 
es una opinión personal y cualquier señor Senador podrá 
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decir que discrepa con ella-: creo que si esta ley es deroga- 
da, las pérdidas de ANCAP al lado de lo que el Ente pueda 
gastar en publicidad serán multiplicadas por una cantidad 
astronómica. No tengo ninguna duda a ese respecto. Esto 
es así aunque después, como han anunciado algunos diri- 
gentes del Encuentro Progresista-Frente Amplio, presen- 
ten un proyecto de ley sustitutivo, que seguramente va a 
tener un contenido muy parecido al de la ley actual, porque 
si esta tiene una marca de fábrica, en muchas de sus dispo- 
siciones -diría que en las fundamentales- fue ainiciativa de 
esa fuerza política. De eso no cabe ninguna duda. 


Antes de terminar con mi exposición, no sé si la señora 
Senadora Arismendi y el señor Senador Gargano desean 
que les conceda la interrupción que me han solicitado. 


SEÑOR GARGANO.- No sé si el señor Senador Singer 
finalizó su intervención. 


SEÑOR SINGER.- Voy a terminar cuando se me antoje y 
no cuando se me lo indique. En este momento estaba en 
condiciones de conceder una interrupción, pero me parece 
que es mejor no hacerlo porque, de ese modo, no perdemos 
más tiempo. 


En resumidas cuentas, debo decir que -de acuerdo con 
los informes que dio el señor Ministro-, ANCAP actuó 
ajustada a derecho al hacer publicidad; en segundo lugar 
- y estaes una opinión ya no jurídica, sino política-, lo hizo 
en cumplimiento de sus más elementales obligaciones y si 
no lo hubiera hecho de esa manera, habría incurrido en una 
grave omisión; y, en tercer término, tiene la obligación de 
continuar informando a los uruguayos que van a tener que 
votar el 7 de diciembre en función del contenido, el alcance 
y los efectos de esta ley. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra para contestar, no 
una, sino varias alusiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa puede concederle el 
uso de la palabra para contestar una alusión. 


Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: anteriormente 
renuncié a la interrupción que me concedía el señor Senador 
porque lo que importaba era detener la intervención en su 
momento, a fin de esclarecer algunos temas en cuanto a la 
participación del Encuentro Progresista-Frente Amplio en 
la discusión de esta ley. Como se le caen algunas barajas al 
señor Senador Singer, quiero recordar que quien habla, así 
como la señora Senadora Arismendi, trabajamos en la Comi- 
sión Especial de Servicios Públicos cuando se estudió esta 
ley. Esto es lo primero que queremos aclarar, si bien des- 
pués haremos lo propio con otros temas. Hago esta puntua- 
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lización, porque decir las verdades a medias a veces implica 
no decir la verdad. Tengo testigos de lo que digo, que están 
en la Antesala; me refiero al señor Presidente de ANCAP, 
a quien podemos invitarlo a que pase a Sala. Hace un 
momento lo saludé porque, si bien he discrepado con él en 
muchísimas cosas, me considero una persona educada. 
Reitero que se lo puede invitar a pasar a Sala, porque es 
testigo, para que diga silo que estamos afirmando es cierto 
O no. 


Es verdad que el señor Sanguinetti fue a hablar sobre 
este tema con el doctor Vázquez y éste lo dirigió a dos 
personas del Encuentro Progresista-Frente Amplio, una de 
las cuales fue quien habla. Entonces, desde el principio 
conoce mi opinión en cuanto al proceso de asociación de 
ANCAP con privados, asícomo los criterios que siempre he 
sostenido, sobre los cuales no cambié en todo el transcurso 
de la discusión. Creo que para hacer la historia hay que 
relatarla en forma completa. Cuando se analizó la ley, me 
atuve auna resolución de mi organización política que decía 
que ninguno de los dos proyectos de ley -es decir, el del 
Poder Ejecutivo y el del señor Senador Gallinal- debían ser 
tomados como base. Por lo tanto, personalmente no podía 
votar que se tomara como base el proyecto de ley presen- 
tado por el señor Senador Gallinal, y así lo señalé en la 
sesión en que se presentaron enmiendas. Eso consta en las 
versiones taquigráficas; hay que leerlas y no venir a decir 
cosas inexactas, porque éstas son peores que lo que se dice 
rigurosamente, con énfasis y en forma categórica, pero 
engañando a la gente al expresarlas de ese modo. 


Sí creo que significa entregar patrimonio nacional si se 
asocia esta empresa en las condiciones que se plantean en 
la ley: dando la gestión al socio y cuatro de sus seis direc- 
tores, así como la Presidencia de la nueva sociedad y la 
utilización en usufructo de su infraestructura -eso dicen los 
documentos anexos, que desde el principio estuvieron así 
redactados-, durante treinta años, de toda la infraestructura 
de ANCAP, salvo cuatro o cinco cosas que, en lo que hace 
al negocio, no tienen nada que ver o pueden no contar. Esa 
es la verdad: se le concede el usufructo por treinta años. El 
patrimonio de ANCAP es de U$S 1.000:000.000, de los cua- 
les U$S 500:000.000 pasarán a ser usufructuados a través 
del pago de un canon, porque se va a subastar. Ojalá que me 
equivoque en alguna cifra, pero la auditora -que es Solomon- 
ha estimado el monto de la subasta, según consta en los pa- 
peles, porque va a cobrar de comisiones, en U$S 250:000.000. 
¡Qué bien! ¿Se regalan USS 250:000.000? ¿Viene a hacer 
beneficencia? Por lo menos va a obtener el 50% de las 
ganancias que dé ANCAP. ¿Qué seguridades hay en la ley 
de que el socio va a invertir algo? Absolutamente ninguna. 


Termino aquí mi intervención, si bien podría seguir 
explicando distintos aspectos de la ley, pero ya lo dije en 
este ámbito infinidad de veces. Lo que no se entiende, 
finalmente no se comprende. De todas maneras digo a la 
gente lo que estoy expresando en este momento. Ya tengo 
la respuesta dada; podrán hablar todos los señores Sena- 
dores que deseen hacerlo, pero el señor Senador Singer ha 
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dicho que el Partido Colorado va a interpelar al señor 
Ministro si ANCAP no sigue haciendo propaganda. Espe- 
ramos, entonces, que se hagan publicaciones, no sólo como 
ésta, sino también en la televisión, en la radio y en la prensa 
de todo el país, así como en murales que aparezcan en 
distintos lugares, todo ello con dinero de ANCAP, que es 
plata nuestra. No se puede hacer eso; no se puede hacer ese 
tipo de afirmaciones, porque mañana actuarán del mismo 
modo en la campaña electoral del año 2004, con cualquier 
pretexto, usando la plata de la Administración Nacional de 
Puertos, de AFE... Bueno, hoy están las dos fundidas y 
vendidas. 


Dije que es cierto que en ningún lugar aparece la expre- 
sión “enajenación de la propiedad”. Concretamente, lo 
señalé en la Comisión porque seguía en la base del pensa- 
miento lo que dijo el Presidente de la República: “Vamos a 
dar todo en concesión; no vamos a vender nada, así no 
pueden apelar al recurso de referéndum.” Aquí, entonces, 
hubo que hacer una ley. 


En cuanto a la opinión nuestra y a la de los demás, cada 
cual que cargue con lo suyo. Yo cargo con lo mío y digo que 
esta ley es perniciosa para el país, mala, negativa para los 
intereses de ANCAP, que desaparecerá si no es anulada. Y 
voy a pelear para que se anule, pero desde ya, contra una 
montaña de plata inimaginable porque, ¿quién puede pelear 
contra el dinero que va a poner ANCAP, según dice el señor 
Senador Singer? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha concluido su tiempo, señor 
Senador. 


SEÑOR GARGANO.- Pongan toda la plata ahí, que noso- 
tros vamos a poner a la gente militando y con conciencia 
contra esto que es enajenación del patrimonio. 


SEÑOR SINGER.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Quiero aclarar que primero había 
pedido la palabra el señor Senador Korzeniak para contestar 
una alusión inicial. Por lo tanto, me parece justo concederle 
ahora el uso de la palabra. 


SEÑOR KORZENIAK.- Me mantengo fiel a lo que dije: 
vengo a hablar del tema de si está prohibido o no que 
ANCAP haga propaganda. Por lo tanto, no voy a discutir 
ninguna otra cosa, ni tampoco a usar mi condición de 
interpelante de hoy para contestar durante un buen rato 
cada cosa. No; contesto brevemente una alusión, en los 
minutos que la Presidencia me conceda. Esto tiene que ver 
con mi condición de estudioso del Derecho Constitucional: 
rechazo lo de eminente jurista, no lo acepto. 


El señor Senador Singer, aludiendo a mi condición de 
estudioso del Derecho Constitucional, hizo referencia -y 
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con mi nombre- a que conseguir firmas diciendo cosas que 
no son exactas es inconstitucional. Dicho de otra manera, 
que cuando se le dice a la gente que debe firmar porque esta 
ley es mala o porque se vende ANCAP y no es verdad, es 
inconstitucional. Me parece una cosa casi pintoresca po- 
nerme a aclarar que eso no es así. Si lo fuera, y yo opino que 
el Presidente Sanguinetti fue malo gobernando y que, si es 
candidato y creo que Tabaré es bueno, cuando se haga 
propaganda diciendo, por ejemplo, “este es un gran candi- 
dato y tiene experiencia” y es mentira, esto llevaría a pensar 
queesinconstitucional. Aquí lo de constitucional oincons- 
titucional refiere a quienes tienen vedado hacer propagan- 
da, que son los Directores de los Entes Autónomos y no un 
militante que sale a buscar firmas o que sale a decir que no 
firmen. Eso es algo evidente y, realmente, me resisto casi 
espiritualmente a contestar alusiones de esta naturaleza. 
Pero cuando se menciona el tema constitucional y se dicen 
semejantes cosas, realmente no puedo dejarlas pasar en 
silencio como un asunto que no es para discutir política- 
mente. Creo que cuando se dice que tal cosa es constitucio- 
nal o inconstitucional, no importa si auno le gusta o no, sino 
que se interpreta la Constitución y se señala, por ejemplo, 
cuándo se va contra ella. Ahora bien, ante afirmaciones de 
que es inconstitucional pedir una firma bajo un argumento 
falso o mentiroso y que, como no hay sanción, no va a pasar 
nada, no podemos quedar en silencio, dejarlas pasar, permi- 
tir que queden en la versión taquigráfica del Senado y que 
nadie responda. No hago picardías políticas, pero me gus- 
taría -digo que me gustaría, y no lo estoy interpelando para 
que lo haga- ver si el señor Senador Correa Freitas acepta 
que es inconstitucional el hecho de que un militante consi- 
ga una firma. Es una picardía política, y no la estoy hacien- 
do, pero me parece que aquí pretendemos ser serios, somos 
adultos y también, como dice la señora Senadora Arismendi, 
somos aburridos. Insisto en que esas cosas no se pueden 
decir. Pregunto: ¿a qué nivel vamos a bajar este Senado para 
llegar a ese tipo de cosas? Es demasiado. Contesto sola- 
mente en ese sentido y sé que no tengo derecho a hacer una 
exhortación para lograr un nivel mínimo aceptable; sólo lo 
podría hacer basado en mi calvicie, aunque ahora la calvicie 
tampoco es respetada -y creo que hay buenas razones, 
aunque el señor Subsecretario me mira con cierta solidari- 
dad-, pero el tema es que el nivel hay que ponerlo en algo 
serio, no digo brillante, porque ninguno de nosotros pode- 
mos llegar a la brillantez. Pongámonos todos de acuerdo en 
discutir con cierto nivel mínimo de racionalidad. 


Era cuanto quería señalar, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que haga uso de la 
palabra el señor Senador Singer. 


SEÑOR SINGER.- Señor Presidente: quizá -por lo visto- 
incurrí en la omisión de no hacer referencia a lo que hizo y 
afirmó el señor Senador Gargano. Lamento no haberle dado 
protagonismo, porque no hacía al fondo de la cuestión. En 
ningún momento dije que el señor Senador Gargano no 
había actuado ni expuesto su pensamiento, ni nada por el 
estilo; por otra parte, no tengo por qué decirlo. De modo que 
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cuando él quiera, puede resaltar lo que ha hecho, lo que ha 
señalado y lo que ha pensado. Ahora bien, eso no quiere 
decir que la mía sea una verdad a medias. Lo que dije es 
cierto; lo que relaté puntualmente es cierto; todos los 
hechos que fui exponiendo son ciertos, están documenta- 
dos, fueron publicitados y no hay objeciones en torno a 
ellos. Que otros Senadores hayan tomado otra posición 
dentro del Frente Amplio, claro que es cierto; ¿cómo no? Por 
ejemplo, ahora recuerdo la posición que tomó el Senador 
Casartelli en la misma línea que el señor Senador Gargano. 
Al día siguiente de la resolución de la Mesa Política del 3 de 
diciembre de 2001, Casartelli estaba protestando airada- 
mente, diciendo que para nada estaba de acuerdo con la ley 
de asociación de ANCAP. 


Lo otro que afirmé es cierto: la Mesa Política del Frente 
Amplio del día 3 de diciembre, ¿autorizó o no a sus Legis- 
ladores a votar la ley? Los autorizó. Y la Mesa política del 
10 de diciembre, ¿los mandató o no a votar en contra? Son 
hechos y no una verdad a medias. Que otros hayan partici- 
pado de otra manera, perfecto; y los que quieren relatarlo, 
tienen todo el derecho a hacerlo. 


En cuanto a que el señor Senador Korzeniak se ponga 
a hablar de lo que es serio o no, yo y los que lo conocemos 
muy bien no lo podemos tomar con demasiada seriedad. 


SEÑOR KORZENIAK.- Muchas gracias. 


SEÑOR SINGER.- Le voy a decir por qué, señor Senador, 
y en serio. Sabe, señor Senador: para mí, recoger una firma 
mintiéndole a la gente es profundamente violatorio de la 
constitución, opine lo que opine usted y cualquier otro 
catedrático en Derecho. Mentirle a un ciudadano para con- 
seguir su firma es una violación que, diría, estremece, y eso 
es lo único que quise decir. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vayamos por partes. Hay varios 
oradores inscriptos y si en cada una de las intervenciones 
hay alusiones personales, el debate se desvía. 


Tiene la palabra el señor Senador Correa Freitas para 
contestar una alusión previa del señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: quiero 
decir, con el mayor respeto, que cuando alguien recoge 
firmas faltando a la verdad o diciendo cosas que no son 
ciertas, estoy de acuerdo con que no es un problema de 
inconstitucionalidad. Creo que es un problema de inmora- 
lidad; es una inmoralidad desde el punto de vista político, 
y esa es la constancia que quería hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde conceder el uso de 
la palabra al señor Senador Gargano. 
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SEÑOR GARGANO.- Creo que hay una sana intención 
de desviar el centro de la cuestión, pero no voy a rehuir 
hablar de las cosas que han ocurrido. 


Empezamos considerando el tema de si ANCAP había 
incurrido en una violación del artículo 77 de la Constitución 
y terminamos hablando de lo que ya discutimos en este 
Senado. 


Puedo leer la resolución de la Mesa Política del Frente 
Amplio. La tengo en mi poder e, incluso, fue leída en la 
Comisión el mismo día en que se hicieron las propuestas y 
se votó. No quiero cansar al Senado, pero reitero que dicha 
resolución -no me importa que no me escuche el señor 
Senador Singer, porque él normalmente no escucha a nadie 
y otro de los problemas que tiene es que se entera muy poco 
de lo que pasa en el Senado- dice que... 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Evitemos las alusiones persona- 
les, señor Senador, porque así se generan otras alusiones. 


SEÑOR GARGANO.- Usted no le llamó la atención al 
señor Senador Singer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como tampoco se la llamé al 
señor Senador Korzeniak cuando hizo alusiones. Creo que 
ahora debo llamar la atención de todos por igual. No es un 
problema con usted, señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- El señor Presidente actúa con par- 
cialidad. Me llama la atención a mí y no al señor Senador 
Singer. Es en lo que siempre insiste. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador acaba de hacer 
referencia al trabajo parlamentario del señor Senador Singer, 
que no tiene que ver con el fondo del debate, ya que él 
estaba teniendo una requisitoria con un Senador de su 
sector, el señor Senador Mujica, lo que suele ocurrir habi- 
tualmente en el trabajo en el Senado. 


Puede continuar el señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- La resolución de la que hablaba 
mencionaba lo que dije al principio, es decir, que no se debía 
tomar como base ninguno de los dos proyectos de ley. Esta 
es la primera verdad. 


La segunda verdad es que se aceptaba que ANCAP se 
asociara para crecer, pero no para ceder gestión ni patrimo- 
nio, aunque fuere por 30 años y en condición de usufructo. 
Eso consta en la resolución del Frente Amplio y entendí que 
no estaba recogido en los proyectos de ley. De modo que 
voté en ese sentido. Creo que lo que se hace es una entrega 
durante 30 años de un patrimonio de U$S 1.000:000.000 en 
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su gestión a la empresa asociada, por lo cual se va a pagar 
un precio en una subasta. ¿Miento con esto? Si es mentira, 
que me lo demuestren. Esto es lo que le dije a la gente para 
recoger su firma. Considero que es un pésimo negocio y que 
el 50% de las ganancias que tenga ANCAP en el futuro se 
lo va a llevar la empresa asociada. Además, no se sabe qué 
es lo que va a recoger ANCAP como tal dentro de 30 años. 
A esto debemos agregar que se va a hacer campaña y que 
se va a gastar el dinero de ANCAP, tal como lo propone el 
señor Senador Singer. Si ocurre esto, espero que interpelen 
al Ministro de Industria, Energía y Minería porque, de lo 
contrario, lo llamaremos nuevamente nosotros tantas veces 
como sea necesario si se incurre otra vez en una violación 
flagrante de la Constitución, como se está haciendo ahora. 
Lo que me asombra es que no se trate de explicar que no se 
está violando la Constitución, sino que se justifica y se dice 
que esto se va a seguir haciendo y que se va a gastar más 
dinero. Seguramente, esto es lo que hará en la prensa 
mañana: gastar todo el dinero del mundo para decirle a la 
gente que el negocio en que está embarcada ANCAP es 
bueno. Sin embargo, confío más en el sentido común de la 
gente, y a veces es importante considerarla, porque es la 
que define las batallas electorales. 


SEÑOR GALLINAL ..- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GALLINAL..- Comienzo por señalar lo que inva- 
riablemente he venido sosteniendo desde el día mismo en 
que la Corte Electoral declaró que estaban las firmas que 
exige la Constitución de la República para convocar a un 
referéndum y fijó la fecha para su definición. No es el camino 
de la confrontación el que, a mijuicio, tenemos que recorrer 
cuando ingresamos en el debate de una ley importante para 
la vida del país y para lo cual, además, la ciudadanía ha sido 
convocada a tomar una posición. La democracia que tene- 
mos en el Uruguay, de carácter representativo, admite en 
determinadas circunstancias, la posibilidad de que la ciuda- 
danía toda sea convocada, en un acto de democracia direc- 
ta, a tomar definición expresa sobre un tema concreto. 
Obviamente, todos partimos de la base de que el mismo debe 
ser importante por su carácter excepcional. 


Creo que hay que defender el instituto del referéndum, 
que ya tiene unos cuantos años en la vida de la Constitución 
de la República y que se aplicó por primera vez en el año 
1986, cuando se aprobó la Ley de Caducidad de la Preten- 
sión Punitiva del Estado. Es un elemento importante en 
nuestra democracia para que, en determinadas circunstan- 
cias, la gente tenga la oportunidad de expresarse directa- 
mente. Además, como se ha dicho en Sala en el transcurso 
de esta sesión, reina una confusión importante a nivel de la 
población. No creo que dicha confusión esté directamente 
referida al texto de la ley. No me parece que, teniendo ésta 
un texto corto, claro, conciso y concreto, la confusión esté 
atada directamente a él, a su interpretación o a la forma en 
que se va aregir la asociación que se conforme en el futuro 
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a través de una licitación pública internacional, en caso de 
mantenerse el 7 de diciembre la voluntad expresada por el 
Poder Legislativo. 


Debemos reconocer que la confusión es consecuencia 
directa de la falta de credibilidad que en los últimos años se 
ha generado con respecto al sistema político en su conjun- 
to, y ésta se va profundizando e incrementando en la misma 
medida en que, en lugar de debatir, de poner argumentos 
arriba de la mesa, de confrontar seriamente o de poner 
propuestas de un lado y de otro, se ingresa en un terreno, 
en primer lugar, de críticas, de intercambio de acusaciones 
o de deformación del espíritu con el cual el instituto del 
referéndum fue consagrado en la ley y, en segundo término, 
de deformación del tema central, que debe ser objeto de 
juzgamiento por parte de la ciudadanía el próximo 7 de 
diciembre. 


Creo que en la autocrítica que el sistema político está 
viviendo y debe asumir, es importante que busquemos por 
todos los medios los caminos que nos ayuden a llegar a la 
ciudadanía con razonamientos, argumentos y fundamentos 
que el próximo domingo 7 de diciembre le permitan votar, no 
en función de todo lo que se ha dicho en el transcurso de 
los últimos tiempos o de lo que se pueda decir en el futuro, 
sino especialmente del tema que es motivo de la convoca- 
toria. De esta manera, podríamos reservarnos para instan- 
cias futuras este mismo instituto. Quizás quienes hoy cree- 
mos que fue inoportuno haberlo utilizado, sobre todo a 
través del camino largo para cuestionar una ley, en el día de 
mañana nos veamos en la necesidad, incluso, de promover- 
lo y convocarlo por temas importantes. ¿Por qué? ¿Cuál es 
el valor más importante que tiene la ley de ANCAP sobre la 
que estamos debatiendo y vamos a seguir discutiendo 
hasta el próximo 7 de diciembre, más allá de su texto? Creo 
que el valor más importante es la capacidad, la voluntad y 
la decisión que desde todos los partidos políticos se puso 
desde un primer momento para tratar de tender puentes de 
acercamiento que permitieran definir entre todos, a través 
de un texto legal, una visión de las empresas públicas en su 
conjunto y, en particular, de ANCAP, una de las empresas 
públicas más importantes y que más riesgos está corriendo 
en estas circunstancias como consecuencia de la coyuntura 
y de las definiciones que, a través de tratados internacio- 
nales, el país ha tomado en el transcurso de los últimos 
años. 


El referéndum que se va a llevar a cabo el próximo 7 de 
diciembre, en la forma en que se ha planteado y se ha venido 
dirimiendo en el transcurso de estas semanas -repito, más 
allá de lo que define el texto de la ley-, en mi opinión es un 
golpe contra la forma en que los uruguayos y el sistema 
político deben resolver los urgentes problemas que hoy 
tiene por delante el país. 


El referéndum, en su primera iniciativa de enero de 2002, 
en su desarrollo posterior hasta que se consiguieron las 
firmas necesarias y, lamentablemente, también en la forma 
en que algunos temas se han venido planteando durante los 
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últimos tiempos, significan una bofetada contra la capaci- 
dad de consenso que el sistema político y el Parlamento, en 
particular, han logrado en esta ley y deben tratar de lograr 
cuando un país atraviesa una situación de riesgo y cuando, 
especialmente, la atraviesa una de sus principales empresas 
públicas. 


La crisis de un país, cuando tiene la dimensión que ha 
tenido la que ha enfrentado nuestra República en el trans- 
curso de los últimos años -que aún permanece-, pone a 
prueba y mide la talla de un gobierno, pero también la de 
todos los partidos políticos que conforman el sistema po- 
lítico. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Sanabria) 


-Fue esa actitud la que nos llevó a actuar en la forma en 
que lo hicimos durante todo el proceso de difusión que tuvo 
en el Parlamento esta ley que hoy está sometida al enjuicia- 
miento de la ciudadanía. Esa es la virtud más importante que 
podemos rescatar de la ley, más allá de lo que suceda en la 
jornada del 7 de diciembre. Todos tendríamos que ser capa- 
ces de bajarnos un poquito del caballo y de admitir que 
tenemos un país que prácticamente encierra dos países 
divididos culturalmente a tal punto que si una parte de ese 
país decide llevar adelante un emprendimiento en cualquie- 
ra de sus áreas y la otra se opone, no prospera ni el primero 
ni nos queda para rescatar una segunda alternativa. Mien- 
tras no seamos capaces de tender puentes de entendimiento 
entre esos dos países, esos dos Uruguay dentro de uno que 
hoy tenemos, tan divorciados y tan divididos, estaremos 
condenando a nuestra República a no encontrar los cami- 
nos a través de los cuales pueda empezar hoy, y no mañana 
-después de un acto eleccionario, cuando se instale un 
nuevo Gobierno el 1? de marzo de 2005-, a resolver los 
problemas de ayer. Por cierto, son problemas de ayer que 
llevan ya un tiempo bastante prolongado de indefinición y 
están poniendo en jaque a todo esto que ha sido motivo de 
orgullo de la política nacional durante tantos años, nuestra 
bendita democracia y nuestro sistema institucional, pero 
que hoy está siendo objeto de un cuestionamiento de 
carácter permanente del que nosotros de ninguna manera 
podemos estar alejados. 


Por ese motivo creo que el referéndum, en esta circuns- 
tancia y teniendo especialmente presente la forma en que se 
aprobó esta ley, es un golpe muy duro contra esa capacidad 
de consenso que habíamos logrado durante meses de traba- 
joen la Comisión Especial de Servicios Públicos del Senado 
de la República conformada con ese propósito, y en los 
debates que tuvimos en las varias sesiones que demandó su 
aprobación. Por eso mismo, en respuesta a unas palabras 
pronunciadas hace unos días en la Universidad de la Repú- 
blica por el Presidente de la Federación de ANCAP, el señor 
De Melo -quien al hacer un nuevo lanzamiento de la campa- 
ña en favor de la derogación de la ley, dijo que hay que votar 
por el SI para derogar esta ley porque ella es una creación 
de Batlle, de Sanguinetti y de Lacalle-, yo señalaba que eso 
es una parte muy pequeña de la verdad. Es cierto que esta 
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ley cuenta con el respaldo de Batlle, de Sanguinetti y de 
Lacalle, pero también es la ley en la que trabajamos inten- 
samente con el señor Senador Atchugarry, con sus compa- 
ñeros de bancada del Partido Colorado; también es la ley 
para la que se nos convocó a trabajar desde el Instituto que 
preside el General Seregni; también es la ley que construye- 
ron con su esfuerzo los señores Senadores Astori, Couriel 
y Rubio; y también es la ley que, desde el Partido Nacional, 
apostamos fuertemente a redactar y a tener una partici- 
pación sustantiva para lograr, como logramos, su aproba- 
ción. 


En definitiva, creemos y nos preguntamos si no es eso 
precisamente lo que el país está necesitando en los tiempos 
que estamos viviendo, es decir, el trabajo en la búsqueda de 
consensos de todos los ciudadanos que discutimos duran- 
te tantas horas en la Comisión Especial de Servicios Públi- 
cos, que tantas consultas realizamos, que tantas opiniones 
recabamos, que fuimos capaces de ir cediendo en aras de 
construir una alternativa válida para un problema que tenía- 
mos frente a nuestros propios ojos, pero que hoy tenemos 
agravado y mucho más cerca de lo que lo teníamos enton- 
ces. ¿No es eso lo que la gente nos está reclamando? ¿No 
seráesa la credibilidad que permitiría, más allá de los textos 
de las leyes, superar las confusiones que se pueden hoy 
haber generado a nivel de la opinión pública sobre cuál es 
el alcance de la ley y cuál es su contenido? 


Repasando además los textos de las versiones taquigrá- 
ficas y de los Diarios de Sesiones de este Cuerpo y de la 
Cámara de Representantes, donde los distintos protagonis- 
tas intervinieron en la conformación de esta ley -debo 
agregar que, sin tener representación, el Partido Indepen- 
diente tuvo participación en este Cuerpo porque conversó 
con nosotros y negoció muchos de los artículos del texto 
que hoy tenemos aprobado-, observo que cometí una omi- 
sión importante en aquellas expresiones públicas a través 
de los medios de difusión, al mencionar a los Legisladores 
que participaron, porque no solamente de ellos es la ley; 
también el Nuevo Espacio tuvo una participación importan- 
te en su discusión en la Comisión Especial de Servicios 
Públicos. 


SEÑOR MICHELINI.- No es miley, señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Desde luego se puede trabajar y 
aportar redacciones y luego no sentirse identificado con el 
texto o tener argumentos políticos para no acompañarlo; 
¡cuántas veces ha sucedido en el transcurso de esta Admi- 
nistración! Pero el propio señor Senador Michelini nos 
señalaba lo siguiente en la sesión del 11 de diciembre de 
2001, en su primera intervención: “Señor Presidente: como 
ya sabe el resto de los señores Senadores y tal como estaba 
en conocimiento de los integrantes de la Comisión corres- 
pondiente, hemos presentado una propuesta que difiere de 
la que propuso la mayoría del Senado y de la Comisión, la 
cual conocimos cerca de la hora 14 y 45 minutos del día de 
hoy. Si bien tiene algunos artículos parecidos o incluso 
iguales a los del texto alternativo que presentamos, no es lo 
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mismo, por las razones que vamos a exponer en el correr de 
esta alocución. 


Cabe aclarar que no se trata de una propuesta propia, 
sino que hemos hecho nuestro el trabajo de la Comisión 
acerca del texto tentativo al que se llegó el 7 de diciembre 
próximo pasado, base de un proyecto de los señores Sena- 
dores Astori y Couriel. 


El planteo que estamos haciendo nuestro tiene algunas 
modificaciones muy breves en los artículos 1*, 2%, 5* y 8*, 
que no hacen al proyecto en sí. Se podrá decir que sí lo es 
la del artículo 8%, pero el resto recoge el trabajo de la 
Comisión. Estamos haciendo esta propuesta, porque real- 
mente hay diferencias en el texto tentativo al que la Comi- 
sión llegó sin atraparle la idea a nadie y sin incluir la de otros 
Senadores que no estaban trabajando en la Comisión. Se 
podrá decir que sí lo es la del artículo 8”, pero el resto recoge 
el trabajo de la Comisión.” 


Quiere decir que somos muchos más de los que nosotros 
pensábamos... 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR GALLINAL .- ...los que dimos forma a este texto 
legal, más allá del voto posterior. No lo vamos ajuzgar nia 
cuestionar ahora, pero lo cierto es que esta ley la construi- 
mos -ahora sí puedo decirlo en todos sus términos- con la 
participación de sectores de todos, absolutamente todos 
los partidos políticos representados en el Parlamento, sin 
excepciones. Eso es precisamente lo que la gente, para salir 
de la confusión e ingresar en el camino de la credibilidad, 
nos está reclamando. Que cuando se plantea la necesidad 
de realizar una reforma tributaria, que cuando se discute 
cuál debe ser el posicionamiento regional que el país debe 
tener, sobre todo en su relacionamiento más profundo con 
el MERCOSUR, que cuando queremos abrir campos de 
inversión para generar empleo, que cuando debemos definir 
la reforma del Estado y ver qué rol vamos a dar a las 
empresas públicas, tengamos un momento para ponernos 
de acuerdo, sobre todo ante la urgencia y la emergencia a la 
que hoy estamos asistiendo. Eso es lo que logró esta ley y 
lo que tenemos que tratar de evitar destruir, porque si lo 
destruimos el próximo 7 de diciembre, va a ser muy difícil 
que antes del 1” de marzo de 2005 podamos construir una 
alternativa consensuada de las características de la que 
pudimos hacer para un tema tan importante como este que 
hoy estamos discutiendo. 


Por eso le decía que no con la cabeza al señor Senador 
Singer cuando hablaba de que esta es la ley de ANCAP. Esta 
no es la ley de ANCAP; habría sido la ley de ANCAP si 
nosotros hubiéramos asumido desde un primer momento la 
propuesta presentada en representación del Gobierno por 
la Bancada del Partido Colorado, de un proyecto de ley de 
dos artículos que se limitaban a derogar los monopolios 
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vigentes en materia de petróleo y de combustibles, de 
manera de dar aplicación y vigencia al artículo 14 de la ley 
de desmonopolización de alcoholes que faculta a ANCAP 
a asociarse dentro y fuera de fronteras en todas las áreas en 
las que no exista monopolio en la materia correspondiente. 


Nosotros, como Partido Nacional, entendimos que no 
era ese el camino; que había que generar un marco jurídico 
concreto y definitorio que diera las garantías primero a la 
ciudadanía del país, después al Estado y, en tercer lugar, a 
los inversores acerca de cuál iba a ser el proceso en función 
del que por un lapso determinado íbamos a asociar a una de 
las principales empresas públicas del Uruguay. 


El otro día el señor Senador Atchugarry me recordaba la 
expresión -que, según veo, recogió después el texto de los 
Diarios de Sesiones- “parlamentarizar” el tema, expresión 
que utilizamos al presentar el proyecto, de modo de dar 
participación a todos los partidos políticos en una defini- 
ción de esta trascendencia. 


Hoy debemos sentirnos felices de haber procedido en la 
forma en que lo hicimos, porque la discusión no tendría 
sentido para el próximo 7 de diciembre si la convocatoria 
estuviera planteada simplemente en los términos de aprobar 
o derogar, de ratificar o rectificar dos artículos que no 
ofrecían absolutamente ninguna garantía respecto a la for- 
ma en que el proceso se iba a realizar. Esa parlamentarización 
del tema fue comprendida por ANCAP, sí, y por el partido 
de Gobierno, por supuesto, que a poco de presentada 
manifestó su disposición a comenzar una negociación de 
las características de la que tuvimos, pero fue comprendida 
por todos los sectores políticos que terminamos integrando 
una nutrida Comisión de Servicios Públicos, de manera tal 
que allí se pudiera dar el debate que el país se debía sobre 
este tema. 


Eso es lo que rescatamos en esta circunstancia tan 
peculiar y creo que es lo que está en juego el próximo 7 de 
diciembre. Por ese motivo no me convence la confrontación 
permanente y por eso en el tiempo que corresponda nuestro 
sector político va a iniciar con su propio perfil su propia 
campaña en defensa de la ley y en defensa del “NO”, 
partiendo de la base de que será precisamente un no contra 
el obstruccionismo permanente, un no contra el palo en la 
rueda, un no que rescate el valor de los consensos que se 
lograron en esta materia, porque esos mismos consensos 
los necesitamos para muchas otras instancias quizás mucho 
más importantes que la que hoy estamos discutiendo. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR GALLINAL.- Yo esperaba otra cosa de la inter- 
pelación de hoy. Creo que en los términos en que la ha 
planteado el señor Senador Korzeniak -lo digo con todo 
respeto- no tiene el sustento que podría haber tenido de 
recorrer otros carriles que, ayudando a la definición que la 
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ciudadanía tiene que tomar el 7 de diciembre, permitieran 
despejar muchas dudas que pueden surgir -cómo no- de la 
publicación que se realizó en los medios de prensa hace muy 
pocos días. 


No me parece que pueda ser motivo de una interpelación 
limitarnos a ver si ANCAP ha violado o ha dejado de violar 
la Constitución de la República en el momento en que realiza 
una publicación de las características de la que apareció, 
objetiva, reproduciendo el texto de la ley. El texto constitu- 
cional -que el señor Senador interpelante ha leído “ex pro- 
feso”- hace una referencia muy genérica, por un lado, y muy 
concreta, por otro, acerca de lo que está vedado a los 
Directores de los Entes Autónomos y de los Servicios 
Descentralizados. 


A su vez, el interpelante nos hace una interpretación 
absolutamente estricta del texto constitucional. Ocurre que 
la limita a una publicación de prensa y se olvida de que 
durante todo este tiempo los Directores de ese organismo 
hoy cuestionado realizaron permanentemente apariciones 
en todos los medios de difusión, ya no hablando del texto 
de la ley, ya no leyendo ante cámaras el artículo 1” o 
cualquiera otra de sus disposiciones, sino haciendo, sí, a 
diferencia de lo que dicen las publicaciones que hoy se 
cuestionan, interpretaciones claramente subjetivas del al- 
cance que a su juicio la ley tiene y de los peligros que la 
empresa corre de no mantenerse la legislación que hemos 
aprobado. 


A mi juicio -como se ha dicho en Sala-, no solamente 
tienen el derecho de opinar, sino también la obligación de 
trasmitir a la población su pensamiento. Pero en todo caso, 
si vamos a una interpretación tan estricta y exigente de lo 
que dispone el numeral 4” del artículo 77 de la Constitución 
de la República, mucho más grave es participar en un debate 
televisivo esgrimiendo argumentos de toda especie -ya no 
solamente vinculados directamente a la ley- que hacer una 
publicación objetiva del contenido de la ley, como sucedió 
en el caso de las que hoy son motivo de cuestionamiento. 
Y esas comparecencias el Senador interpelante nunca las 
cuestionó. 


Planteemos el tema desde otra óptica, sies que vamos a 
regirnos por el numeral 4? del artículo 77 de la Constitución 
de la República, que habla de los magistrados judiciales, de 
los miembros del Tribunal de lo Contencioso Administrati- 
vo y del Tribunal de Cuentas, de los Directores de Entes 
Autónomos y de los Servicios Descentralizados, de los 
militares en actividad y de los funcionarios policiales. 


¿Y sila publicación la hubiera realizado el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería? En ese caso, no cabría ningu- 
na objeción de carácter constitucional, con lo cual se des- 
morona la tesis del interpelante de traer aquí al señor 
Ministro a fin de juzgarlo por la publicación del texto de la 
ley que realizó el Directorio de ANCAP en los medios de 
prensa. 
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En consecuencia, lo que tenemos que interpretar, en la 
lectura que el señor Senador Korzeniak hace de la Consti- 
tución de la República, es que a partir de mañana, el señor 
Ministro de Industria, Energía y Minería, el Poder Ejecuti- 
vo, de acuerdo con la visión del señor Senador, disponen 
de la más amplia libertad para realizar todas las publicacio- 
nes que entiendan pertinentes respecto del referéndum del 
domingo 7 de diciembre, sin violar la Constitución; al con- 
trario, están amparados por ella y sólo se la viola si la 
publicación la hace el Directorio de ANCAP. 


Entonces, si la interpelación se hubiera planteado en 
estos términos, sería un tema interesante de discutir, por- 
que de la misma manera en que acepto que el Directorio de 
ANCAP tiene el derecho y la obligación de dar información 
objetiva sobre los alcances de la ley... 


SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA.- Formulo moción para que se prorro- 
gue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Walter Sanabria).- Se vaa 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-19en 21. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL .- ...de la misma manera en que efec- 
tivamente creo que el Directorio de ANCAP tiene la obliga- 
ción de defender su empresa, de aclarar ala opinión pública 
cuál es su punto de vista sobre la ley, lo que está dentro del 
ámbito de sus competencias y responsabilidades, de la 
misma manera en que creo que la información tiene que ser 
veraz y objetiva y de la misma manera en que creo también 
que cualquiera de nuestros gobernantes tiene el derecho y 
hasta la obligación de opinar sobre estos temas, creo que 
hubiera sido muy bueno que quedara definitivamente acla- 
rado, para nuestra tranquilidad y para la de todos, que no 
es intención ni está en la estrategia del Poder Ejecutivo 
realizar una campaña de carácter publicitario, a través de los 
medios de difusión, en defensa de la ley, en el transcurso de 
los próximos tiempos. 


Si esta hubiera sido la base de la interpelación, la misma 
habría sido más razonable, tendría una enorme dimensión y, 
sin duda, atodos nos habría dejado más tranquilos sobre lo 
que va a pasar respecto de la actitud del Gobierno en los 
próximos días. Quizás, en el transcurso de esta sesión y 
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aunque no haya sido la intención del Miembro Interpelante, 
podamos rescatar y llevarnos a nuestras casas la idea de 
que, efectivamente, el Poder Ejecutivo no va a hacer campa- 
ña en defensa de la ley a través de los medios utilizando 
“spots”, sino que se limitará a dar esta información objetiva 
tan necesaria, o bien sus integrantes asumirán la posición 
de aportar las opiniones que crean pertinentes, en la misma 
forma en que lo hacemos cada uno de los aquí presentes y 
por los mismos mecanismos. 


Obviamente, los partidos sí pueden asumir esa respon- 
sabilidad y podrán -ojalá así lo hagan- hacer sus respecti- 
vas campañas publicitarias, ya que cada uno dará al tema 
la envergadura y la importancia que el mismo tiene y cada 
uno jugará con la fuerza que crea necesaria, afin de aportar 
a la ciudadanía los elementos imprescindibles para que 
tome una definición clara sobre el tema. 


Asimismo, deseo agregar algo más respecto de la expo- 
sición del Miembro Interpelante. 


El señor Senador Korzeniak me había solicitado una 
interrupción. Ahora que he terminado con mi pensamiento, 
con mucho gusto se la concedo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede 
interrumpir el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Cuando solicité lainterrupción 
había interpretado que el señor Senador Gallinal sostenía, 
de acuerdo al planteo jurídico tan estricto que yo había 
hecho, que aparentemente era una prohibición la de la 
Constitución para los Directores de los Entes, así como para 
los militares, policías y jueces. Por lo tanto, a contrario, 
surgía que el Poder Ejecutivo no estaba abarcado en ese 
numeral 4) del artículo 77. Efectivamente, es así y eso se 
desprende de la lectura de la Constitución. Este artículo no 
se refiere al Poder Ejecutivo. Aclaro que el señor Ministro 
puede hacer propaganda, ya que se trata de un cargo 
político que no tiene restricciones al respecto, pero el Poder 
Ejecutivo es otra cosa.; por lo que dice, no el numeral 4), 
sino el 5), el Presidente de la República no puede participar 
en una campaña electoral. En consecuencia, si para el 7 de 
diciembre vamos a tener una campaña electoral, el Presiden- 
te no puede participar de la misma. Obviamente, podrá 
Opinar y esta es la razón por la que, cuando un Director de 
ANCAP dio su opinión en una Junta -esto lo aclaramos 
varias veces-, no nos manifestamos, ya que fueron sólo 
opiniones. Nosotros repudiamos los actos. Cuando una 
opinión se vierte en una propaganda pasamos al plano de 
los actos y eso es lo que nos rechina y entendemos que hay 
que sancionar. Por eso, hasta el texto de la interpelación 
habla de las actitudes. 


Debo decir que no entiendo lo que se imputa a la inter- 
pelación en cuanto a que la misma se refiere a los Directores 
de Entes, mientras que el Poder Ejecutivo quedaba libre. 
Ello no es así, dado que el Presidente no puede participar en 
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una campaña, pero puede dar su opinión, así como puede 
hacerlo el señor Ministro. Lo que no pueden es realizar 
actividad en una campaña electoral, una publicidad, porque 
eso está mal. ¿Quiénes no lo pueden hacer? De acuerdo con 
la Constitución, no lo pueden hacer todos aquellos que leyó 
el señor Senador y figuran en el numeral 4) del artículo 77, 
así como tampoco el Presidente de la República de acuerdo 
con el numeral 5), que también comprende a los miembros de 
la Corte Electoral. En consecuencia, la interpretación que 
hago no puede ser otra. 


Yo le expliqué al señor Ministro por qué lo interpelaba. 
Lo hice porque no evitó que los Directores de ANCAP, a 
quienes sí alcanza la prohibición, siguieran haciendo esa 
publicidad. Obviamente, no podemos interpelar a un Direc- 
torio, porque está prohibido, pero ni siquiera lo trajeron, 
cosa que podrían haber hecho. En consecuencia, tuvimos 
que interpelar a un Ministro. ¿A quién? A aquel que 
controla al Directorio. ¿Por qué? ¿Cuál es la responsabili- 
dad? ¿El delito electoral? No; no hay complicidad en este 
delito sino que refiere a la responsabilidad por no haber 
observado, corregido o suspendido lo que hizo el Directo- 
rio. El señor Ministro dice que no solo está bien lo que hizo 
sino que estaba obligado a hacerlo. Yo opino que no está 
bien porque es un acto prohibido por la Constitución. 


El señor Senador Gallinal no comparte la interpelación 
pero el alcance no podía ser otro. No se puede interpelar al 
Directorio ni al Presidente de la República. ¿A quién se 
puede interpelar? Al Ministro, que es quien, cuando supo 
que iban a publicitar esto, debió proponer al señor Presi- 
dente que no lo hicieran porque estaba prohibido por la ley. 
Esta es la explicación, y no voy a hablar a favor ni en contra 
de la ley ya que ese no era mi objetivo. Yo sé cómo hacer 
propaganda en contra de la ley, pero no en esta oportuni- 
dad. Ya hemos discutido veinte veces este tema y no voy 
a traerlo a una interpelación con el fin de hacer propaganda 
porel voto por SI. No lo hice, no lo estoy haciendo ni lo voy 
a hacer, pero pedí que no se interpretara mi silencio como 
que admitía una sola de las afirmaciones que se han hecho 
en Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede 
continuar el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- El señor Senador interpelante es 
muy exigente en cuanto al numeral 4* del artículo 77 de la 
Constitución de la República, y realiza un cuestionamiento 
muy duro, al punto de llegar a una interpelación al Directo- 
rio de ANCAP, a través del señor Ministro de Industria, 
Energía y Minería, como consecuencia de la publicación de 
un aviso en la prensa. No le han preocupado nunca, sin 
embargo, las apreciaciones públicas -estas sí subjetivas- 
que miembros de ese mismo Directorio han hecho en los 
últimos meses. 


De todas formas, me da la impresión de que, en definiti- 
va, se va bastante tranquilo, y en alguna medida hasta ha 
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alentado a que el Gobierno siga para adelante con alguna 
publicidad de esas características. Entonces, quiero tener 
la tranquilidad de que eso no va a suceder. Ese podría haber 
sido un tema de fondo muy interesante para discutir en la 
sesión de hoy, en lugar de limitarnos a la publicación del 
texto de una ley cuando durante meses estuvimos escu- 
chando, reiteradamente, las opiniones subjetivas -expresa- 
das con todo derecho- de los Directores de ANCAP acerca 
de los alcances de la ley. De acuerdo con la interpretación 
que el señor Senador Korzeniak realiza de los textos cons- 
titucionales, habría que haber juzgado antes a los Directo- 
res del Ente Autónomo que han procedido de esa manera. 


A continuación, voy dar una segunda visión sobre las 
características que esta interpelación debería haber tenido 
a fin de ser más sustentable. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR GALLINAL.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede 
interrumpir el señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: en su oportuni- 
dad el señor Senador Gallinal había hablado sobre la ley y 
los diferentes proyectos. Considero que cada uno debe 
hacerse cargo de lo que vota. El proyecto de ley del 7 de 
diciembre fue presentado con nuestro aporte, como resul- 
tado de un trabajo de Comisión, y tenía diferencias -para 
algunos muy importantes y para otros, menores- con res- 
pecto al texto que finalmente se aprobó. Entonces, repito, 
cada uno debe hacerse cargo de lo que vota. 


Pero la intervención del señor Senador Gallinal dio un 
giro en el sentido de que aspira, confía en que el Poder 
Ejecutivo y ANCAP no hagan más publicidad, a pesar de 
haber escuchado -como lo escuché yo- al señor Senador 
Singer cuando dijo que iba a interpelar al Ministro si no se 
hacía propaganda. Como el Ministro permanece mudo -y 
ahora, incluso, fuera de Sala- voy a esperar a que en algún 
momento diga algo; y en caso de que no desmienta lo 
expresado por el señor Senador Singer, pido al señor Sena- 
dor Gallinal que redacte la moción de censura al Poder 
Ejecutivo, que yo la voto. Eso nos dará la tranquilidad de 
saber que el Parlamento -en este caso la Cámara de Senado- 
res- no aprueba sino que reprueba la conducta del Poder 
Ejecutivo en cuanto a hacer publicidad sobre este referén- 
dum, en atención al gasto de los recursos públicos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Wilson Sanabria).- Puede 
continuar el señor Senador Gallinal. 


SENOR GALLINAL.- Obviamente no voy a redactar 
ninguna moción de censura, porque no censuro con carác- 
ter preventivo; cuando haya que censurar lo haré, pero no 
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ahora, por si acaso al Poder Ejecutivo se le ocurre hacer 
propaganda en el transcurso de los sesenta días que faltan 
para el referéndum. Eso sería la contracara de lo que venía- 
mos planteando en cuanto al valor sustantivo que tiene la 
ley, que no está referido al texto sino a la forma en que se 
construyó. En esa construcción, lo quiera o no -y así lo 
registran las versiones taquigráficas de las sesiones de la 
Comisión y del Senado-, el señor Senador Michelini tuvo 
una participación muy activa, y aun en el texto aprobado 
hay artículos que fueron redactados de su puño y letra. 


Voy areferirme ahora a la otra modalidad que, a mi juicio, 
hubiera sido importante para la interpelación. La carencia 
que tuvo es que no se nos trajo la alternativa que el país y 
la gente necesitan. 


El doctor Tabaré Vázquez señaló que ANCAP no se 
vende y que van a presentar un proyecto de ley en lajornada 
siguiente a la del 7 de diciembre, obviamente en la medida 
en que la ley sea derogada ese domingo. Eso está muy bien, 
pero quizás hoy habría sido la oportunidad más apropiada 
para traernos, aunque no fuera el proyecto de ley, por lo 
menos la columna vertebral, las ideas fuerza que guiarían 
una alternativa a la ley que hoy tiene el país; eso podría 
haber llegado hoy, junto con las expresiones que realizó el 
señor Senador interpelante, incluso hasta para poder con- 
frontar con esa publicación que se realizó. Y esto no va 
referido sólo al caso de que se derogue la ley, pues creo que 
este camino debió haberse empezado a recorrer en enero de 
2002, el mismo día en que se comenzó la campaña de reco- 
lección de firmas para la derogación de la ley. Quizás debió 
haberse comenzado a recorrer antes, durante la discusión 
en el Senado, como creo que sucedió, porque los represen- 
tantes del sector del señor Senador interpelante llevaron a 
la Comisión las condiciones en función de las cuales habría 
disposición para acompañar un proyecto de ley, y cabe 
recordar que todas ellas fueron recogidas en el trabajo y en 
el zurcido que con tanta intensidad realizamos en el trans- 
curso de todo este tiempo. 


Creo que el propio señor Senador Gargano nos dio la 
razón cuando hoy dijo que le hubiera gustado ver al costado 
del texto de la ley todos los argumentos en contra de la 
misma o el proyecto de ley alternativo. Pero ese proyecto 
alternativo hoy no existe. El problema que tiene la gente 
para el próximo 7 de diciembre es que debe elegir entre la ley 
y la nada, porque si la ley cae no sabremos a qué atenernos, 
volveremos a mediados de 2001, cuando el General Seregni 
nos convocó para discutir, y no solamente sobre los mono- 
polios. Dicho sea de paso, la ley no pone en tela de juicio 
los monopolios públicos, sobre los que hay una visión 
positiva en la ciudadanía del país. La gente cree, con razón, 
que un monopolio público bien explotado, brindando un 
buen servicio y con una tarifa razonable, es bueno, porque 
las ganancias quedan en las arcas del Gobierno; la gente lo 
cree con razón, reitero, y pone como ejemplo lo que fue 
ANTEL entre 1990 y 1999, y lo propio puede hacer con la 
empresa sobre la que hoy estamos discutiendo. Pero la 
gente debe saber que la asociación que estamos llevando 
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adelante no significa asociación en lo que las empresas 
vierten al Estado, a través de Rentas Generales, por concep- 
to de impuestos; ya no hablo de ganancias porque estas no 
existen en ANCAP desde hace tres años. Desde luego, el 
Estado no se asocia para repartir los impuestos; el 100% de 
los impuestos que recaude ANCAP -como ANCAP, oa 
través de la asociación que en el día de mañana va a 
conformar si se mantiene la ley- va a ir a Rentas Generales, 
porque el Estado no se asocia para recaudar impuestos, 
pues va contra su naturaleza y contra un mínimo de 
razonabilidad que debemos tener en la discusión de temas 
de estas características. 


Por eso hubiera sido bueno que no discutiéramos sobre 
lo que se hizo en materia de publicidad hasta hoy, sino sobre 
lo que se va a hacer hasta el 7 de diciembre. También sería 
conveniente que debatiéramos acerca de cuál es la alterna- 
tiva que se ofrece a los uruguayos frente a la derogación de 
la ley, y no para el 8 de diciembre -pues si ello sucede es 
porque se destruyó la capacidad de consenso que supimos 
construir durante todos estos años-, para discutirlo hoy, 
aunque más bien debimos haberlo hecho ayer, durante todo 
este tiempo en que se recolectaron las firmas. Sinembargo, 
seguimos sin saber cuál es el texto alternativo que nos 
propone el Frente Amplio y la Federación de ANCAP. 


(Ocupa la Presidencia el señor Luis Hierro López) 


-Por eso, señor Presidente, queríamos dejar sentada esta 
posición, ya no simplemente en defensa de la ley, sino 
fundamentalmente en defensa de lo que fuimos capaces de 
construir: consensos, soluciones, aportes de todos, llegan- 
do a la redacción que hoy tiene el texto merced a la partici- 
pación y a la voluntad de integrantes de todos los partidos 
con representación parlamentaria. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Señor Presidente: seguramen- 
te esta no es la discusión que el país debería estar dando 
con respecto a este tema, porque desde 1985 todos los 
Directores de los partidos políticos aquí representados han 
expresado su opinión y han controvertido al Parlamento, y 
a veces al Poder Ejecutivo, no sólo medidas, sino también 
proyectos de ley y leyes; tanto en forma pretérita como muy 
recientemente, se ha confrontando, incluso, al propio Poder 
Ejecutivo, y no sólo se han hecho públicos meros títulos de 
lo que establece la ley, sino que se han brindando largas 
argumentaciones a propósito del tema. Pero esa no es la 
discusión. 


¿Cómo nació este tema? Nació por ver si en el Uruguay 
era o no posible tener un menor costo de los combustibles 
en función del esquema que el país había adoptado frente 
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a voces que decían que si se habilitaba la libre importación 
era posible obtener menores costos, en especial en un país 
que tiene muy deformada la matriz de consumo de hidro- 
carburos, dada una larga política impositiva que ha defor- 
mado totalmente el parque de consumo. 


La otra gran pregunta que surgió en ANCAP, no este año 
ni en el 2001, sino hace mucho tiempo, era si una empresa 
que tenía una única planta podía llegar a escalas de precios 
razonables. ANCAP tomó la opción de mejorar su planta 
-fue uno de los elementos que pesó en estas decisiones-, lo 
que la lleva a usar básicamente combustibles livianos y le 
da una buena capacidad de producir ciertos tipos de gaso- 
linas sin plomo. En función de ello, buscó expandir sus 
negocios. Se podrá decir que estuvo bien o mal, que fue 
acertado o no, pero obedecía a un problema de fondo, ya 
que estaba claro que estábamos fuera de escala en ANCAP. 
Cuando discutimos esta ley, aun los que la votaron en 
contra tenían bien claro que había un fuerte problema de 
escala en ANCAP; estando dentro del Estado, con el con- 
cepto del parque que hoy tenemos y con ANCAP sola, era 
imposible llegar a precios de paridad de importación basa- 
dos en este proceso. Ya sea que cambien las autoridades o 
el personal, hay un tema básico de escala que le impide 
llegar a eso. Además, debemos tener en cuenta que una 
empresa no empieza de cero sino que tiene inversiones 
hechas, partidos adoptados, y ello significa costos asocia- 
dos. 


Es cierto lo que decía el señor Senador Gallinal en el 
sentido de que antes de tomar estado parlamentario el tema, 
ANCAP empieza a hacer un plan estratégico, estableciendo 
que la opción de la empresa es asociarse de tal o cual 
manera. Nos visitaron a todos, e hicieron un llamado para 
ver si eso resistía la prueba de mercado, es decir, si era 
posible asociarse con alguien, al tiempo de asumir el com- 
promiso -a mediano y largo plazo- de bajar el combustible a 
la paridad de importación, y aun enfrentarse a la libre 
importación. ¿Hay alguien que crea que ANCAP, en su 
estado actual y sin ningún socio -con este Directorio o con 
cualquier otro del partido que sea- podría soportar la com- 
petencia de la libre importación, tal como lo prevé esta ley 
para el 2006? ¿Quién será el beneficiario de ello? El consu- 
midor. El desafío que se planteó fue el de elaborar un plan 
estratégico que permitiera a ANCAP sobrevivir y, al mismo 
tiempo, lograr este beneficio para el consumidor. 


Es decir que este plan estratégico arranca en ANCAP. ¿O 
acaso no nos visitó a todos? ¿No hizo un llamado al que se 
presentaron siete petroleras de primera línea, varias de ellas 
latinoamericanas y de los países vecinos, como PDV S.A. y 
PETROBRAS? En función de ello es que se presentan uno 
o dos artículos, y aquí comenzamos la experiencia, ya que 
tuvimos seis meses de trabajo buscando los consensos, la 
parlamentarización de la ley, y describiendo las garantías y 
los procedimientos. Se podrá estar o no de acuerdo con 
ellos y con que haya una empresa mixta, pero si no fuera así, 
¿cuál sería la alternativa? Esa fue la discusión que hemos 
dado aquí. 
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Con franqueza, debo decir que lo primero que se debería 
discutir, más que la ley, es el plan estratégico que la misma 
contiene, que está planteado claramente en los hechos por 
la necesidad que tiene la sociedad uruguaya de bajar costos 
y por la estrategia adoptada por la propia ANCAP, que 
intentó buscar una red que le diera estabilidad, tratando de 
obtener y generar oportunidades para el país. 


Sin duda, no es menor la importancia de lograr la más 
ancha base de entendimiento entre los uruguayos. Eso es 
lo que se ha intentado y por eso no entiendo que se haga 
una campaña de demonización. Puedo aceptar perfectamen- 
te que alguien venga y diga que no cree en las empresas 
mixtas, sino sólo en la administración estatal; que no le 
gusta la ley porque esto sólo lo debe hacer el Estado. Se 
trata de un punto de vista que cada cual podrá compartir o 
no, pero creo que ese es el nivel de discusión que el país 
merece, y fue el que intentamos darle aquí, apuntando a 
lograr consensos. En un país tan chico y tan golpeado, es 
lo único que podemos ofrecer: además de la calidad de 
nuestra gente y de nuestra posición geográfica, un cierto 
grado de estabilidad social y política. Por eso es tan impor- 
tante todo el tiempo que dediquemos a buscar los acuerdos 
más amplios posibles, pues las unanimidades rara vez exis- 
ten. 


Creo que uno siente esto como una pérdida de oportu- 
nidad, que empezó cuando después de un gran esfuerzo no 
se llegó a materializar ese consenso mayor. Si mañana se 
tiene una visión distinta, ¿se va aimponer, o también se van 
a buscar los consensos? ¿La política estratégica de los 
combustibles en el Uruguay va a estar sujeta al juego de las 
mayorías parlamentarias, que pueden cambiar a cada rato? 
¿Merece eso el país? ¿O merece llegar alos mayores consen- 
sos posibles? ¿Cómo la empresa no va a explicar algo que 
conlleva su visión estratégica en sí misma? ¿Cómo no lo va 
aexplicar o ainformar? 


Podremos discutir acerca de la oportunidad o conve- 
niencia de hacerlo de una manera u otra, pero no por 
decisión de este Parlamento o por decisión de ANCAP, sino 
por la decisión soberana de la cuarta parte de los compatrio- 
tas. El que decide ya no es el Parlamento sino el pueblo; 
entonces, hay que hacerle llegar la información. Que se 
haga de una manera u otra, merece más de una opinión, y el 
señor Presidente sabe que tenemos más de una. Una cosa 
es que se entienda que es mejor hacerlo de una manera u 
otra, y Otra cosa es que se diga que no se puede hacer. No 
tengo dudas de que se puede hacer. Después podremos 
entrar en la sutileza de hasta donde llega la información y 
hasta dónde simplemente la propaganda proselitista. No 
creo que poner ocho llamadores indicando dónde se puede 
buscar la información sea posible, pero en cualquier caso, 
me parece que no es la discusión que se debe el Senado. 
Claramente la empresa puede informar, no de lo que va a 
pasar en tal o cual cosa, sino de su plan estratégico. ¡Cómo 
no lo va a poder informar! Y si está convencida, ¡cómo no 
lo va a defender! Si los administradores le dicen a la gente: 
“Miren, nuestro plan estratégico para lograr tales objetivos 
son éstos”, la gente les podrá decir: “Nos parece que no lo 
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van a lograr y por eso no nos gusta la ley.” Se podrá 
preguntar, entonces, cómo lo conseguimos. Y se podrá 
argumentar acerca de la cantidad de plantas que tienen los 
brasileños o los venezolanos y cómo podemos pensar que 
vamos a llegar aesa escala. Si hay alguien que lo piensa, que 
lo plantee y lo arme, porque para eso estuvimos acá seis 
meses, buscando en este tema -como creo que hay que 
buscar en todos los temas de largo plazo del país- la mayor 
estabilidad posible. 


Creo que la discusión que se debería el país es, en primer 
lugar, si vale la pena buscar entendimientos de amplia base 
para aquellos temas estratégicos del Uruguay; en segundo 
término, si se dice que esta estrategia para ANCAP nosirve, 
bueno sería que se planteara otra alternativa, porque es lo 
que merece el país; y en tercer lugar, me parece que lo que 
el país no merece es que mantengamos -no acá en el Senado 
ni en esta publicación, sino en los dos meses que nos 
quedan- una campaña que en lugar de discutir el objetivo 
estratégico de la empresa diciendo: “Tu alternativa no me 
gusta, acá hay una mejor”, hagamos de esto una especie de 
elección anticipada, clima electoral, demonización, etcéte- 
ra, porque el país no lo merece. Eso es lo que siento. 


Tendría mucho para agregar. Siempre estoy dispuesto a 
que me digan que la solución que hemos armado está 
equivocada, y que me lo demuestren. Como soy vasco y 
tozudo, puede ser que no me lo puedan demostrar, pero en 
ese tono, porque creo que es lo que merece el país. 


En esta breve intervención hay una precisión que quiero 
hacer. Sin ninguna duda, muchas veces se estuvo en contra 
de lo que nosotros opinábamos y, en ese sentido, cuando 
hicimos proceso de reforma hubo Directores que hicieron 
campaña en todo el país diciendo que estaban en contra; y 
siempre nos pareció correctísimo, porque estaban hablando 
del tema de su empresa. Recuerdo que en este propio 
Senado, cuando yo era Representante Nacional, un Director 
de UTE, correligionario, amigo, controvertía a otros 
correligionarios amigos a propósito de la ley de marco 
eléctrico, asunto que después fue muy publicitado, con 
justo derecho por parte de quienes querían derogar dicha 
ley. Que eso después lo pongamos en un diario, está bien, 
pero si para informar hay que pagar la página, estaríamos 
violando la Constitución. Creo que ahí no está la diferencia. 
Tal vez en el caso específico, uno no pueda construir la 
regla, pero todos tenemos muy claro lo que es una campaña 
de información y lo que es una campaña proselitista. Ade- 
más, entiendo que después habrá que estudiar la posibili- 
dad y conveniencia de que lo hagamos unos u otros, pero 
en cualquier caso creo que no es ese el tema. 


Invito a los que están en contra de la ley a que nos 
ofrezcan mejores alternativas, y que ese sea el tono de esta 
campaña, y nos invitamos a nosotros mismos a tener ese 
mismo tono. En un país donde la gente está empezando a ver 
si se va, si se queda, si hace esto o lo otro, creo que la 
responsabilidad del sistema político es generar un ambiente 
en el que si no estamos de acuerdo en algo, lo hagamos de 
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otra forma. Insisto, señor Presidente: durante estos seis 
meses todos los que estamos acá discutimos acerca de si el 
plan de negocios se aprobaba antes o después, etcétera, 
etcétera, pero no acerca de si se vendía o no. 


Creo que todavía tenemos muchas obligaciones y no 
soy quién para señalarlas -tal vez sea el último, el que más 
errores habrá podido cometer-, pero sí creo que en el fondo 
todos sentimos que no le hace bien al país llevar la campaña 
de otra manera que no sea confrontando a esta alternativa 
hecha con tanto esfuerzo con otra mejor, siendo claros y no 
generando otro tipo de clima. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: quisiera ate- 
nerme al sentido que planteaba el señor Senador Korzeniak. 
Esa orientación de la interpelación fue aprobada por nues- 
tra bancada, sobre la base de los elementos que el señor 
Senador Korzeniak volcaba, considerando cuál es el centro 
de la cuestión. No soy jurista, y creo que de toda esta 
pirotecnia que se ha dado en la discusión sobre los conte- 
nidos de la ley, mañana no se va a enterar nadie, porque, 
lamentablemente -y lo digo con mucho pesar porque es malo 
para el Parlamento y para la democracia-, cuando se quiere 
abordar en los debates los temas de fondo y de contenido, 
luego no se dan a publicidad. Ya se anunciaba en la prensa 
de hoy, cuando se decía que se había preparado la interpe- 
lación de tal forma por parte del Partido Colorado y del 
Partido Nacional, que se iba a venir a discutir la ley y no el 
problema por el cual había sido convocado el Ministro. O 
sea que tampoco hay sorpresas; por eso le decía al señor 
Senador Korzeniak, cuando estaba haciendo uso de una 
interrupción, que esto hasta es aburrido, porque ni sorpre- 
sas hay. 


Acá hay un problema de fondo, y creo que el señor 
Senador Gallinal debería estar preocupado; honestamente, 
creo que debería estarlo, porque hay antecedentes -y en 
particular el Partido Nacional ha sufrido antecedentes- 
sobre lo que es el uso del poder para, en una determinada 
situación, operar sobre el cuerpo electoral. 


Entonces, el fondo de la cuestión lo marcó el señor 
Senador Korzeniak cuando planteó en la bancada cuál iba 
a ser el objetivo de su interpelación y el ángulo que le iba 
a dar, esgrimiendo una cantidad de elementos jurídicos que 
yo no voy a manejar porque no es mi especialidad. Para mí, 
pasado en limpio, muy en criollo, sin hacer incursiones en 
otros temas, es clara la indignación que le produce a cual- 
quiera abrir el diario y encontrarse con este tipo de propa- 
gandas, pagadas con los dineros del pueblo. Esto no es 
menor, tal como se ha insinuado cada vez que hemos plan- 
teado pequeñas cosas, como mencionaba hace unos instan- 
tes el señor Senador Atchugarry cuando decía que proba- 
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blemente estos no sean los temas más preocupantes. Esa 
idea ya había sido expresada por el señor Senador Korzeniak 
alinicio de su intervención. Y seguramente en la cabeza de 
miles de uruguayos hoy no sea el tema primordial, porque 
el tema primordial es el plato de comida. Pero nosotros 
tenemos que explicarles que ese plato de comida tiene que 
ver con el hecho de usar el poder que se tiene para incidir 
sobre la conciencia, sobre el juicio crítico y sobre el cuerpo 
electoral. 


Entonces, independientemente de lo que diga la Doctri- 
na -aclaro que no estudié Derecho-, acá hay un problema 
que es claro: se está utilizando el poder que se tiene por el 
hecho de estar en el gobierno, en este caso, en el gobierno 
de un Ente Autónomo. Además, estamos hablando como si 
estuviéramos en otro país, porque acá los Directores de los 
Entes Autónomos se reparten por cuota política: mitad y 
mitad, por el famoso tres y dos -como se usó en una épo- 
ca-, Oo de acuerdo con el reparto que se hiciera en el momento 
de armarse la coalición. Nosotros quedamos afuera. Enton- 
ces, no son -como muy bien me enseñaba el señor Senador 
Gargano, que tiene más años que yo y, por ende, más 
experiencia-, comoestablece la Constitución, idóneos, téc- 
nicos y no sé cuántas cosas más. La verdad de la milanesa 
es que en este país, independientemente de las cualidades 
que puedan adornar a muchos de los integrantes de los 
Directorios de los Entes Autónomos -no voy a entrar en 
particularidades-, éstos se reparten por cuota política. Si 
empezamos por ahí, cuando hablamos de los Directorios de 
los Entes, no tenemos que olvidar que muchas de las cosas 
que determina la Constitución provienen de las pujas entre 
los dos Partidos que antes se disputaban el poder y que 
ahora conjugan esfuerzos. 


Pero la alegría va por barrios; por eso estoy de acuerdo 
con la preocupación del señor Senador Gallinal por el hecho 
de si el Poder Ejecutivo -que hoy está en manos del Partido 
Colorado- va a utilizar el poder para hacer algún tipo de 
campaña. A mi criterio, el señor Senador Gallinal tiene razón 
en preocuparse; debería preocuparse aún más. Y digo esto, 
porque creo que acá está la gravedad de la publicación de 
este aviso: ella radica en que da opinión en medio de una 
campaña donde el cuerpo electoral, los ciudadanos de este 
país, deben tomar posición en uno u otro sentido. En 
definitiva, se está utilizando el poder que se tiene desde el 
Directorio de un Ente, como podría ser desde el Poder 
Ejecutivo. Digo con toda sinceridad que no me extraña; no 
me extraña nada. 


No quiero reiniciar en esta sesión la discusión sobre la 
ley de ANCAP. En su momento, voté y fundamenté mi 
posición tanto en la Comisión Especial de Servicios Públi- 
cos como en este ámbito. Tengo claro que lo que podamos 
decir o no, para el señor Senador Singer es de mínima 
importancia. Cabe aclarar que él no integraba la Comisión y 
supongo que por eso su memoria está un poco flechada por 
la propia campaña. 


En mi opinión, el problema es muy claro. Tenemos un 
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Directorio político partidario, designado en función de la 
política partidaria, que actúa de acuerdo a ello. Como muy 
bien se dijo acá, si hubiera hecho lo contrario, al otro día no 
habría permanecido en su lugar. Esto también fue discutido 
en oportunidad de tratarse la última reforma constitucional, 
cuando se incorporaron mecanismos que otorgan mayor 
control al Poder Ejecutivo sobre la posición y actitudes que 
asuman los Directores de los Entes Autónomos. En esa 
ocasión estuvimos en contra de varios de los artículos que 
incorporaba esta reforma constitucional, porque desde 
nuestro punto de vista otorgaba más poder al Poder Ejecu- 
tivo en desmedro, en este caso, de los Directorios de los 
Entes Autónomos. 


A mi juicio, es muy grave el hecho de que el señor 
Ministro prácticamente no diga nada; es grave que repre- 
sentantes -no digo voceros, porque espero que no lo sean- 
del Gobierno estén hablando por boca de algunos señores 
Senadores. Ellos dicen que lo están haciendo y que lo van 
a volver a hacer, porque saben cómo se hace; sabemos que 
saben, pero también sabemos que lo que está en tela de 
juicio es si tienen o no derecho, de acuerdo con las normas 
y los textos constitucionales de este país, a incidir, por los 
medios que sea y con los dineros del pueblo, en la toma de 
postura de cualquier ciudadano que debe definirse con un 
voto obligatorio el 7 de diciembre. Esto es grave. Estoy 
convencida de que esto viola la Constitución, pero aunque 
no lo hiciera, igual es grave. Es grave porque, en definitiva, 
estamos hablando ya no de la violación de un texto cons- 
titucional, sino de pasar por encima de la historia de este 
país. 


Décadas atrás, señor Presidente, habría sido impensable 
tener este debate en el Senado. También habría sido impen- 
sable escuchar las cosas que hemos escuchado defendien- 
do lo indefendible, aun proviniendo de representantes del 
mismo Partido, porque tenían otro nivel, otro posiciona- 
miento y otro respeto por las formas, digamos, si quisiéra- 
mos ser cuidadosos. 


Acáse hablaba de las garantías para el libre ejercicio del 
voto, pero se trató de impedir que existieran esas garantías. 
Hoy se lo dije a gritos al señor Senador Singer y ahora lo voy 
areiterar. Quedó en la versión taquigráfica por lo que él me 
contestó y no por lo que dije fuera de micrófono; fue cuando 
el señor Presidente hizo sonar la campana de orden, como 
acostumbra hacerlo ya que él se ubica arriba y no le molesta 
el sonido, que en definitiva hace daño al medio ambiente y 
no sólo a quien está sentada debajo de la campana. Quiero 
aclarar que por más campana de orden que haga sonar el 
señor Presidente, voy a seguir diciendo lo que pienso. El 
hecho concreto es que se intentó estafar las firmas -eso 
quedó demostrado; no se trata de una apreciación subjeti- 
va, sino que es un dato de la realidad- mientras no se ejerció 
un control ni se establecieron exigencias por parte de los 
funcionarios de la Corte Electoral, de todas las filiaciones 
políticas. Esto habla muy bien de la conciencia cívica de 
estos trabajadores que fueron quienes pusieron el ojo y 
dijeron que lo que se estaba tratando de hacer era que no 
hubiera referéndum por la vía de que no se alcanzaba el 
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número suficiente de firmas, lo cual fue afirmado por todos 
los medios. Podría pensar -esto es interpretable, no se 
puede demostrar- que esa autocrítica que hoy se hace en el 
sentido de que no salieron a hacer campaña cuando muchos 
de nosotros estábamos golpeando las puertas de la gente 
buscando firmas, conversando con la gente, dando opinio- 
nes y escuchando -una de las mejores cosas que tiene el 
hecho de golpear las puertas es lo que uno escucha, más 
que lo que uno dice- es producto de que estaban conven- 
cidos de que las firmas no alcanzaban y de que si alcanza- 
ban, de todos modos, noiba a haber referéndum. Claro, esta 
es miinterpretación, pero puedo demostrar - y los hechos así 
lo hicieron- que se trató por todos los medios de que las 
firmas no alcanzaran. Y alcanzaron. ¿Por qué? Porque, insis- 
to, hubo trabajadores de la Corte Electoral, muy democráti- 
cos, de todas las filiaciones políticas -en ese organismo la 
filiación política es declarada-, que trataron de preservar 
algunos de los rasgos que nos definen a los uruguayos y a 
nuestra democracia. 


Entonces, creo que si hay algo que está en las antípodas 
de lo que nos define a los uruguayos y a la democracia 
uruguaya, es esta manipulación de poder para incidir sobre 
la conciencia de los uruguayos. ¡Peor si se paga! También 
podría haber sido gratis, porque en algún momento pensé 
en esos intercambios que se hacen con los medios de pren- 
sa y con los dueños -no estoy hablando de los trabajado- 
res-; 0 quizás también lo podrían haber pagado los Directo- 
res de su bolsillo. Si hubiera ocurrido esto último, supondría 
que se habían puesto la camiseta de la empresa, ya que como 
estaban convencidos de que la defienden, pagan de su 
bolsillo los avisos. Entonces, además está lo del dinero y es 
“además” porque aquí cuando se pide $5 para el INAME, 
para las bolsas de comida o para cualquier otra cosa, no hay 
y dicen: “¡No! ¿Cuánto cuesta?” Frente a esto digo que 
ANCAP es gananciosa y lo es a pesar de la mala gestión, de 
las estafas, de los dineros que se escaparon por un caño y 
que no se sabe adónde fueron a dar -a lo mejor la justicia 
todavía los encuentra- de las 19 empresas, todas ruinosas, 
y apesar de que se han paralizado las obras. A propósito de 
esto también puedo hacer la historia; puedo hacerla desde 
el momento en que el Directorio, con el señor Jorge 
Sanguinetti a la cabeza, en el Hotel Riviera, nos dio una 
explicación planteando por qué motivo se había paralizado 
la obra de la refinería y explicando que lo que estaba 
construido -como si fuera un mobiliario multimodal- se 
podía sacar de ahí y venderlo a otro país de la región, como 
si fuera algo que se adaptaba a cualquier otra refinería o 
empresa. 


También hubo Senadores en el debate de este Senado y 
en la Comisión de Servicios Públicos, que decían que la obra 
de la refinería, tal como estaba proyectada -eran personas 
del mismo Gobierno; y no me importa que cambien las caras 
porque sigue siendo el mismo Gobierno-, no servía para 
nada y que se había tirado la plata. Como consecuencia de 
ello se paró la obra, pero recuerdo que también sucedió esto 
porque el Directorio sostenía -públicamente así lo explicó- 
que la obra no servía para el país, teniendo en cuenta 
nuestra escala, nuestro comercio interior y todo lo que nos 
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dicen hoy. Después pagamos por ello. Y digo “pagamos” 
porque lo pagó el pueblo uruguayo; pagamos por hacer la 
obra; tenemos deudas con el Citibank por préstamos soli- 
citados para ese destino; paramos la obra y pagamos multa 
a Techint por paralizar la obra; pagamos a la consultora del 
Citibank y tenemos deuda por lo que terminamos. Además, 
con la plata que perdimos en la Argentina -utilizo un término 
fino aunque parece lo mismo que le sucedió a Pulgarcito, 
que fue perdiendo por el camino- podríamos haber construi- 
do tres refinerías. Lo que sucede es que Uruguay no nece- 
sita esa cantidad, ya que con una le alcanza. 


Acá no estamos frente a una discusión filosófica de 
“Asociación sí” o “Asociación no”. En todas las oportuni- 
dades que me han dado - y que no han sido muchas- he dicho 
que esta ley no se la voto no sólo a este Gobierno -por 
supuesto que a este no, ya que no vivo en otro país, y puedo 
hacer a propósito de ello toda una historia sobre el tipo de 
negocio que hemos hecho, aunque no es el caso-, sino 
tampoco a un gobierno del Frente Amplio, por lo mismo que 
me mandata la Mesa Política cuando resuelve sobre el tema, 
cuando habla de los controles, cuando dice que la ley tiene 
que estar precedida por un marco regulatorio del sector 
combustibles que vele por los eslabones más débiles de la 
cadena productiva, que defienda los intereses de los usua- 
rios y del conjunto de la sociedad y cuando dice que la 
asociación es para crecer y se habla de un plan de negocios 
cuantificado y detallado. 


Puedo demostrar todo esto con documentación, pero no 
es el caso. También preguntamos y seguimos preguntando 
sobre el plan de negocios. No es que ANCAP proponga un 
plan de negocios y diga: “Usted ponga plata para este plan 
de negocios”. Es al revés; acá este Cuerpo votó 30 en 30, por 
unanimidad, la creación de una Comisión con fines legisla- 
tivos, a raíz de los negocios de ANCAP en la Argentina, 
reconociendo que no hay posibilidades de controlar. Reite- 
ro que este Senado votó en ese sentido 30 en 30. Entonces 
¿queremos hablar de eso? Hagámoslo. ¿Queremos hablar de 
la ley? Hablemos de ella. Ahora, nosotros hoy no vinimos 
a hablar de eso, sino a preguntar, más allá de que el señor 
Senador Korzeniak señaló que él no preguntaba porque era 
un hecho y explicó todo desde el punto de vista jurídico. 
Respeto esa posición porque no me meto en aquello que no 
sé, pero aquí hay un hecho concreto. Todo el mundo salió 
a hacer ruido y, en realidad, uno se ríe acá adentro y nadie 
se entera si ríe o si llora; no importa. Sin embargo, es 
gracioso porque llegando a una conclusión lógica y formal, 
se termina concluyendo que el hecho de que haya salido el 
aviso en todos los diarios y pago por el Directorio de 
ANCAP, es responsabilidad de Tabaré Vázquez, de la Mesa 
Política del Frente Amplio y, a lo mejor, de algunos de los 
Senadores que estamos sentados acá. Digo esto porque 
parece que la confusión fue tan grande que el Directorio se 
vio obligado a violar la Constitución y a poner un aviso. 
Además, por parte del Ministro y en base a lo poco que 
expresó, se reivindica este hecho. Después escucho a algún 
Senador del Partido Colorado decir que lo van a seguir 
haciendo y me pregunto si van a incidir sobre el cuerpo 
electoral como lo han hecho en esto. Con toda sinceridad les 
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puedo decir que nosotros les podemos enseñar cómo se 
hace, sin plata y con razones, para salir a caminar, a hablar 
con la gente y explicarle las cosas, sin necesidad de violar 
la Constitución ni dilapidar los dineros públicos o incidir 
sobre el cuerpo electoral tratando de flecharlo. Además, 
creo que se equivocan, porque la reacción que esto provoca 
en la opinión pública no es la mejor. Es esa opinión pública 
a la que le han machacado, por parte del Gobierno, dicién- 
doles que hay que achicar el gasto del Estado, que los 
funcionarios públicos tienen que ser menos y que hay que 
contraponer los sueldos rebajando los supuestamente al- 
tos, porque otros ganan muy poco. Sin embargo, se mandan 
un aviso de estos. Me parece que es contraproducente, 
pero seguramente quienes lo aconsejaron dijeron que esto 
servía. Se ve que caminan por un Uruguay distinto al que 
transitamos nosotros. 


Pienso que este es el tema fundamental. Tampoco me 
pueden hacer creer -hemos estado en la discusión- que la 
preocupación del Directorio al afirmar estas cosas es el 
futuro de la empresa, porque también los hemos escuchado, 
dentro y fuera, con versión y sin versión, dar opinión. No 
creo que al Directorio de ANCAP se le haya ocurrido hacer 
el aviso, lo haya publicado y después lo haya comunicado 
al Poder Ejecutivo. A lo mejor me equivoco y tiene una 
independencia total respecto a los partidos a los que res- 
ponde, es decir, al Partido Nacional y al Partido Colorado. 
Quizás esté equivocada, y eso también es opinable. Sin 
embargo, he leído artículos de prensa, tanto de directores 
colorados como de directores blancos, dando su opinión 
sobre la ley. Comparto lo que expresa el señor Senador 
Korzeniak cuando dice: “¡Que opinen!”. Si acá el problema 
es quién convence y quién tiene o no razón; no vamos a 
coartar la opinión ahora. 


Ahora, insisto, me gustaría que el señor Ministro, en 
algún momento de la noche -cuando a él le parezca, sin 
duda-, explique cómo se justifica esto, más allá de los 
documentos. Precisamente, estuve leyendo y las opiniones 
jurídicas de algunos de estos informes que nos entregaron, 
en sí mismas, también son bastante contradictorias. En todo 
caso, que el señor Ministro nos diga si a él le parece bien, 
si cree que esto está dentro del marco constitucional y, 
además, que nos señale la orientación que va a dar el Poder 
Ejecutivo para que esto se siga haciendo. 


Entonces, sabemos dónde estamos parados y sabemos 
a qué atenernos; y no sólo con ANCAP, porque ya nos 
dimos cuenta de qué atenernos con la Corte Electoral. A 
algunos Legisladores que tenían esa preocupación, como 
el señor Senador Gallinal, les digo que tienen experiencia de 
lo que es el poder incidiendo sobre los resultados electora- 
les y el cuerpo electoral. Frente a cualquier pasito que 
retacee o que avance en ese sentido, como decía el señor 
Senador Korzeniak, no hay que quedarse callado aunque 
nos convenga hacerlo en un momento determinado. Cual- 
quier retaceo de la democracia en este país y cualquier paso 
que pisotee normas o el marco constitucional, debe ser 
parado desde chiquito, cuando empieza; no hay que esperar 
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a tener que llorar después sobre los resultados de haber 
dejado pasar o haber mirado para el costado cuando su- 
cedieron determinados hechos. Ahora, si se quiere discutir 
y hacer una sesión para analizar los contenidos de la ley, no 
existe ningún problema. En lo personal, he estado dispuesta 
a ir adonde se me convoque, a discutir con quien sea y en 
los tiempos que sea sobre el contenido de la ley. Estamos 
en eso: deseosos de tener ámbitos en los cuales debatir, 
porque estamos convencidos de que tenemos razón y que- 
remos demostrarlo; para ello, no precisamos hacer determi- 
nadas cosas. 


Como les decía a los señores Senadores Korzeniak y 
Gargano cuando acá se sustentaban algunas tesis, me 
parece que es tan tremendo lo que está pasando que somos 
y tendremos que ser todavía mucho más cuidadosos para 
que nunca a nadie de nuestra fuerza política se le ocurra 
hacer este tipo de cosas, que son de mucha gravedad en el 
marco democrático de un país. Reitero que hay que ser 
extremadamente cuidadosos. 


Por último, quiero decir que se ve que tienen pocos 
argumentos, muy pocos. El argumento fundamental es ver 
cómo le pegan al doctor Tabaré Vázquez, al compañero 
Astori, al compañero Couriel y al compañero Rubio; nadie 
se cree que lo hacen de buenos ni para pasarles la mano. 
Entonces, en ese sentido, se nota que no tienen argumentos 
sobre el problema de fondo. Están argumentando tratando 
de disgregar y de dispersar el centro del problema que hoy 
tenemos en consideración. 


Nada más. 
SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Voy acomenzar afirmando algo que 
puede parecer extraño: creo que la interpelación ha sido 
muy útil, extraordinariamente útil. 


SEÑORA ARISMENDI.- Tristemente útil. 


SEÑOR GARGANO.- Creo que la exposición que hizo el 
señor Miembro Interpelante no ha sido contestada. Natu- 
ralmente que admito que puede haber otras opiniones, pero 
estoy convencido de que no ha sido respondida y de que se 
ha violado clarísimamente lo que dispone el artículo 77 de 
la Constitución. 


Ahora bien, se ha cambiado el tercio, ¿verdad? Aquí se 
ha sostenido que, en realidad, lo que tendríamos que discu- 
tir es que el país no se merece esto. Yo creo -y esta es la 
primera afirmación que hago- que el Uruguay no se merece 
el Gobierno que tiene. Digo esto porque en nuestro país hay 
250.000 desocupados totales y más de 650.000 personas con 
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problemas de empleo. El Uruguay vivió el año pasado una 
devaluación del 100% y se encerró en un "corralito" a más 
de 90.000 ahorristas. El elemento para exhibir como mejor 
logro era un sistema financiero que se hizo polvo y se dejó 
robar U$S1.200:000.000 a dos entidades bancarias presidi- 
das por los hermanos Róhm y el Grupo Peirano. Tenemos el 
50% de los niños menores de cinco años viviendo bajo 
condiciones de pobreza y el 25% de la población se encuen- 
tra en las mismas condiciones. No me niego a discutir el 
contexto: este es el contexto. ¡Y claro que estoy dispuesto 
a discutir el texto de la ley! ¡Cómo no: el contexto y el texto! 
Reitero que vivimos la peor crisis de la vida del país. Ahora 
bien, hay que preguntarse quiénes son los responsables de 
que esto haya ocurrido en el Uruguay. Tengo la seguridad 
de que -lo he escrito en tres o cuatro oportunidades y lo voy 
a reiterar-, quizá el año que viene o antes de que termine 
éste va a surgir la tesis de que la culpa de todo lo que ocurre 
en el Uruguay hoy en día, es decir, la crisis fenomenal, la 
desocupación, la miseria extendida, los 200 merenderos que 
hay en Montevideo, la extensión de la marginación y todo 
lo demás, es responsabilidad del Frente Amplio-Encuentro 
Progresista. Estoy absolutamente seguro de que va a ser 
así. 


Quiero decir que no me niego a discutir el texto. La 
señora Senadora Arismendi leía la resolución del Frente 
Amplio y yo hice lo propio el día en que se discutió en la 
Comisión. Puede afirmarse que nosotros, los que votamos 
de conformidad la resolución del Frente Amplio y que luego 
éste ratificó por una mayoría muy importante en su Mesa 
Política, estamos equivocados; yo admito que se piense 
que estamos equivocados, que vivimos en la estratósfera y 
que todo lo que pensamos es absolutamente errado, pero el 
punto primero de aquella resolución que leí el día en que se 
discutió este tema en la Comisión decía: “Reitera su rechazo 
a la política económica del Gobierno y a las sucesivas 
propuestas y proyectos de ley referentes a ANCAP y al 
proyecto de creación de la Unidad Reguladora de los Ser- 
vicios de Energía y Agua”. Creo que no me equivoqué al 
decir que tenemos una propuesta alternativa. Acá se ha 
dicho “que se traiga una propuesta alternativa”. Nosotros 
la presentamos en ese ámbito, no les gustó y a mí me parece 
bien que haya sido así, pero nosotros la presentamos. En 
dicha propuesta figuraban los contenidos que ha relatado 
la señora Senadora Arismendi y que me ahorro de reiterar 
porque no creo que sea bueno hacerlo. Ese documento 
decía que todo el proceso tiene que darse por ley votada por 
mayorías especiales; decía que, si se llegaba a una asocia- 
ción, debía votarse de conformidad con el artículo 188 de la 
Constitución, y esto no se hizo. También decía que la 
asociación es para crecer, lo que implica la no transferencia 
del dominio de activos del Ente a la nueva sociedad. Por 
tanto, implica no enajenar patrimonio público que debe 
quedar expresamente preservado y bajo control de ANCAP. 
No leo más porque esto me parece más que suficiente para 
decir que junto con la señora Senadora Arismendi me atuve 
frente alo que entendí era la resolución del Frente Amplio, 
y que después ratificó no sólo el Frente Amplio sino tam- 
bién el Encuentro Progresista. Admito que se puede pensar 
que estábamos equivocados, que no tenemos capacidad, y 
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que aun siendo italianos y muy flexibles, y no vascos y 
tozudos, nos equivocamos. 


Tengo en mi mesa de trabajo un texto completo de una 
versión del diario “La República” de 24 de abril de 2001. Ya 
en esa fecha estábamos conversando del tema y ya estaba 
instalado el nuevo Directorio de ANCAP. En el documento 
se transcriben las declaraciones del Director del Ente, Emi- 
lio Martino, de quien se dice que pertenece al Foro Batllista. 
No sé si ello es así o no. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Es así, señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- Los integrantes del Foro Batllista 
me indican que el señor Emilio Martino es del Foro Batllista. 


El señor Emilio Martino -actual integrante del Directorio 
de ANCAP- en declaraciones al matutino “Acción”, de 
Mercedes -esto no ha sido desmentido por nadie-, ante la 
pregunta “¿Cuáles la situación institucional de ANCAP?”, 
responde: “Hoy se está hablando de la privatización total de 
la empresa, en forma muy escondida, pero la realidad es 
otra”. 


Le preguntan a continuación: “¿Y qué opina usted?” El 
señor Martino -actual Vicepresidente de ANCAP-, el 24 de 
abril de 2001 responde: “No estoy de acuerdo, hay cosas 
que el país no puede ceder, la energía eléctrica, los combus- 
tibles y las comunicaciones los tiene que manejar el Estado 
o ser una parte importante en eso. Fundamentalmente la 
parte de los combustibles,” reitero que esto lo dice el 
Vicepresidente actual de ANCAP que integró el Directorio 
anterior “porque en ningún país del mundo donde se priva- 
tizaron los combustibles su precio bajó, al contrario siempre 
subió, y se está hablando, y se han escrito ríos de tinta en 
Montevideo, donde dicen que importar los combustibles 
refinados es más barato que refinarlos en nuestro país por 
parte de ANCAP. Y eso es una burda mentira y lo quiero 
recalcar porque no es cierto”. Habrá que arreglar las cosas 
con el señor Martino, de acuerdo con lo que se ha dicho en 
el transcurso de esta sesión. 


(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ruega a los señores 
Senadores que eviten los dialogados. 


Puede continuar el señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- Leo nuevamente lo último a que 
hice mención de las declaraciones del señor Martino: “en 
ningún país del mundo donde se privatizaron los combus- 
tibles su precio bajó, al contrario siempre subió y se está 
hablando, y se han escrito ríos de tinta en Montevideo, 
donde dicen que importar los combustibles refinados es 
más barato que refinarlos en nuestro país por parte de 
ANCAP. Y eso es una burda mentira y lo quiero recalcar 
porque no es cierto”. 
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Más adelante agrega el señor Martino que lo que se 
puede hacer para abaratar los costos de ANCAP es matar a 
todos sus funcionarios. Voy a leerlo porque realmente es 
interesante. Dice: “Hay una forma de abaratar los combus- 
tibles; es contratar 280 pistoleros y les dan a cada uno de 
ellos 10 balas y matan atodos los funcionarios de ANCAP, 
los hacen desaparecer, (y entonces) el país comprando los 
combustibles refinados se ahorraría U$S 24:000.000, lógica- 
mente que hablando metafóricamente”. Agrega: “Hay una 
supuesta consultora CERES a la que ANCAP le pidió los 
números en los cuales se basaba. Allí se hablaba de que 
ANCAP le cuesta al país U$S 270:000.000. Hace poquito, en 
el diario *El Observador” hablaban de U$S 190:000.000 o sea 
que esa cifra ya se había bajado en U$S 80:000.000”. Parece 
que las consultoras cambian de opinión de forma dramática. 


Más adelante, el señor Martino expresa: “Es decir, que 
hay una propaganda muy bien compaginada de algunos 
medios de difusión de forma tal de engañar a la gente, 
diciendo que los precios de los combustibles son caros, 
porque se refinan en Uruguay debido a la ineficiencia del 
Ente. Desde luego que no somos el ideal de la eficiencia, lo 
reconozco. Pero sin la menor duda digo que la empresa 
ANCAP puede seguir perteneciendo al Estado, mejorando 
su eficiencia; fíjese que en 1995 cuando ingresamos a ella 
había 4.800 funcionarios, hoy son 2.700 y pocos. Quiere 
decir que ha habido una reducción y supongo que podemos 
llegar a los precios de refinación de Argentina, en la medida 
en que el Estado siga buscando volver eficiente a ANCAP. 
Pero ese no es el camino que se quiere seguir; el camino que 
se quiere seguir es el de la privatización”. El señor Martino 
terminó votando la privatización, de acuerdo con lo que él 
dice. Ese aviso salió publicado, supongo yo, por la unani- 
midad de los miembros del Directorio de ANCAP. 


(Interrupciones) 


-No, con quien hay que discutir es con el señor Martino, 
no con quien habla. 


SEÑOR MILLOR.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR GARGANO.- Voy a finalizar miintervención y 
prometo que seré breve. 


Mepreocupa mucho el país. Tengo la convicción central 
de que, si la ley se confirma, los U$S 250:000.000 de la 
subasta se van a utilizar para agregar al superávit primario 
y con ello obtener recursos con los cuales amortizar una 
parte de la deuda el año que viene. Reitero: esa es mi 
convicción. Quienes han visitado el Encuentro Progresista 
- Frente Amplio, como es el caso del Gerente Director para 
América Latina del Fondo Monetario Internacional, señor 
Aninat, nos han consultado acerca de si estábamos dis- 
puestos arealizar activos, que quiere decir vender empresas 
públicas. Reitero que esto fue lo que preguntó el señor 
Aninat a integrantes del Encuentro Progresista-Frente 
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Amplio, al doctor Tabaré Vázquez, junto con tres o cuatro 
economistas con quienes concurrió a ese encuentro. El 
señor Aninates muy franco; lo sostuvo hasta que se fue del 
Fondo Monetario Internacional y sigue pensándolo: cree 
que para pagar la deuda tenemos que vender las empresas 
públicas; esta tesis que todos ellos sostienen es muy 
sencilla. 


Creo que hoy la discusión se terminó en torno al tema del 
artículo 77, porque no sólo se ha dicho aquí por parte del 
Gobierno que está bien lo que hizo el Directorio de ANCAP 
al sacar esta publicación, sino que además debe seguir 
haciéndolo. Advierto la preocupación de algunos señores 
Senadores que formaron parte de la coalición y que, a mi 
juicio, aún sostienen su política -pertenecientes ellos al 
Partido Nacional- de que el Gobierno gaste mucho dinero en 
la propaganda y que se convierta en protagonista total en 
la defensa de la ley de ANCAP, montando avisos de televi- 
sión que trasmitan más la palabra del Partido Colorado que 
la del Partido Nacional, que puede tener preocupación 
porque, de pronto, correr de segundo en una carrera como 
ésta, es muy dificultoso. 


Creo que es tremendo lo que se ha dicho, es decir, que 
está bien gastado el dinero y que hay que gastar todo lo que 
sea necesario. ¿De dónde va a salir ese dinero? Le han dado 
una idea al señor Ministro de Industria, Energía y Minería, 
en el sentido de que si hay tanto problema para gastar la 
plata de ANCAP -ésta no debe estar en muy buenas condi- 
ciones para gastar muchos millones de dólares-, quizás se 
encuentre algún mecanismo por el cual se desvíen fondos 
del Ministerio de Economía y Finanzas -previstos con otro 
destino- al Ministerio de Industria, Energía y Minería 
para que haga publicaciones y propaganda en televi- 
sión. Si se desviaron U$S 522:000.000 del Ministerio de 
Economía y Finanzas para asistir al Banco Comercial y al 
Banco Montevideo, también podrá hacer esto. No tengo 
dudas de que ello pueda ocurrir, porque hay anteceden- 
tes al respecto. Está claro que se va a seguir con esta 
política. 


Animaría al Gobierno a hacer esto. El señor Senador 
Fernández Huidobro me hace señas de que me calle la boca, 
pero no voy a hacerlo porque considero que hay que decir 
todo; soy muy leal en la discusión. Como decía, animaría al 
Gobierno a que haga eso, porque dejaría a las claras la 
manera cómo maneja una vez más, y en forma categórica, los 
fondos del Estado. 


También estoy convencido de que, si hace eso, el tiro le 
saldrá por la culata, porque la gente de mi país es muy 
tranquila, ha soportado cosas tremendas como la miseria, el 
hambre y no ha recurrido a la convulsión social o política; 
ha organizado sus protestas en forma pacífica en cuatro 
años de Gobierno que lleva el Presidente Batlle y en todo 
ese tiempo no ha habido ningún incidente de carácter 
político. Hemos tenido que soportar cosas muy lindas como, 
por ejemplo, que pintaran: “Las firmas no alcanzan. Cuidado 
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con el fraude”, “Brigada Palo y Palo”, es decir, lindo nombre 
para una brigada de pintores. Ya no sólo se homenajea alos 
generales de la dictadura que mueren, porque creen que han 
cumplido un rol formidable, sino que además se les pone 
algunos nombres un poco provocativos a las organizacio- 
nes con las cuales “trabaja” en la calle. No van a tener 
suerte; por lo menos, nosotros, la gente del Encuentro 
Progresista y del Frente Amplio que conozco, no vamos a 
entrar en el camino de la provocación y creo que vamos a 
ganar con la razón. No es una tarea fácil, cuesta mucho, 
agota a la gente y no tenemos recursos. 


Hoy me comentaban -lo digo porque es así- que a raíz de 
las consultas hechas por los compañeros que en mi organi- 
zación política se encargan del tema de la propaganda y sus 
costos, los precios que han dado a las emisoras de televi- 
sión son casi un 50% más elevados en dólares que los de la 
campaña electoral de 1999. Eso quiere decir que no vamos 
a poder llegar, entre otras cosas, porque no tenemos la plata 
de que disponíamos en la campaña electoral y menos un 50% 
más. Repito que va a ser muy difícil, que va a ser una batalla 
muy dura. 


Leí por allí que hay organizaciones corporativas que 
están dispuestas a hacer campañas a favor de la ley; es más, 
creo que lo han leído todos los señores Senadores. Se dice 
que la Asociación Rural, más la Cámara de tal por cual más 
ANDEBU entrarían en una campaña en defensa de la ley. Me 
parece muy bien que si las Cámaras que integra esta gente 
están de acuerdo con la ley salgan a hacer propaganda; si 
el PIT-CNT lo puede hacer, ¿por qué no lo va a poder hacer 
la Cámara de Industrias del Uruguay o la Asociación Rural? 
Está perfecto que lo hagan, pero un chiquito distinto es que 
ANDEBU se meta en ese negocio, porque maneja los medios 
de comunicación. Entonces, en la Comisión Especial sobre 
Medios de Comunicación que integro vamos a discutir no 
sólo la rebaja de los impuestos, como nos piden, o una 
nueva normativa para manejar la relación entre los medios 
de comunicación y el Estado, sino también si se puede o no 
hacer este tipo de cosas. Es muy difícil ganar contra el 
Gobierno, contra su partido aliado y también contra todos 
los medios de comunicación. De cualquier manera, confío 
en que vamos a poder culminar bien esta tarea, que no la 
concebimos como “test” previo a la elección del 2004. Más 
bien me he enterado, a través de un semanario que se 
publica los jueves -no fue el jueves de la semana pasada, 
sino de la anterior-, que en su primera página se decía que 
los partidos históricos -yo les digo históricos, pero ellos le 
llaman tradicionales- estaban acordando transformar esta 
batalla por el referéndum en torno a la ley de ANCAP en algo 
así como “una batalla test”, es decir, comprobación de lo 
que va a ocurrir en la de octubre de 2004. No hemos sido 
nosotros los que teorizamos este tipo de cosas, sino que 
más bien ha sido otra gente, según señala este medio que 
normalmente está muy bien informado acerca de lo que 
piensan los sectores políticos. Incluso, se ha enterado de 
reuniones nuestras que a veces no me explico cómo logran 
hacerlo. En ese plano, pues, le tengo confianza porque 
siempre que escribe de estas cosas les va razón. 
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Creo que la interpelación ha sido muy útil y espero que 
el Gobierno siga haciendo propaganda, violando la Consti- 
tución y que lo haga en forma intensa, cosa que quede claro 
frente a la opinión pública y que no haya ninguna duda al 
respecto. 


SEÑOR MILLOR.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR.- En primer lugar, quiero aclarar al 
Senador preopinante que por suerte efectivamente el señor 
Emilio Martino es integrante del Foro Batllista. En segundo 
término, que conozco perfectamente ese reportaje; pero ese 
reportaje, bien leído -y el señor Senador preopinante es lo 
suficientemente inteligente como para poder amalgamar 
posiciones del 2001 y las que se sustentan en el año 2003 
después de que se aprueba una ley-, está marcando la 
coherencia del señor Martino y del Foro Batllista. El señor 
Martino, en ese reportaje realizado en Mercedes, se expresa 
en contra de la privatización, en contra de que el Estado 
uruguayo pierda la refinería de ANCAP. En abril de 2001 
había gente -hoy debe haber también- que sostenía la 
privatización del Ente, que sostenía lo innecesario que era 
tener una refinería propia. Yo hoy estoy absolutamente 
convencido de que si no tuviésemos refinería sería un mal 
negocio hacer una para refinar 50.000 barriles por día, pero 
defendemos lo que tenemos y heredamos de nuestros pa- 
dres. Eso es lo que estaba diciendo Martino: No quiero que 
se privatice ANCAP; no quiero perder la refinería, quiero 
que siga en el patrimonio de los uruguayos, no porque sea 
negocio hacer una refinería de 50.000 barriles por día que 
ahora no es capaz de darme gasoil sin azufre, sino porque 
quiero defender lo que heredé. Entonces, digo, que es en 
esa línea que ahora defiende esta ley, porque esta no es una 
ley de privatización. ¿Acaso vamos a seguir sosteniendo 
alegremente que con esta ley se privatice ANCAP? ¿Habló 
Tabaré Vázquez o pasó un carro con silenciador? Es el líder 
de la izquierda quien dijo que la ley no supone venta ni 
privatización. ¿En qué quedamos? 


Entonces, el señor Emilio Martino en el año 2001 se 
opone a la privatización y por ello hoy defiende la asocia- 
ción para que ANCAP siga siendo una empresa pública 
fortalecida, como también es empresa pública PETROBRAS. 
¿O acaso PETROBRAS es una empresa privada? Tengo en 
mi poder -está en portugués, pero es fácil de traducir- la 
Enmienda Constitucional N* 9 de setiembre de 1995, en 
donde se redacta un nuevo artículo 177 de la Constitución 
Federal de Brasil de 1988. Allí se abre la posibilidad de 
flexibilizar el monopolio estatal del petróleo, con una acla- 
ración: los privados pueden comprar acciones, siempre y 
cuando el Estado brasileño conserve el cincuenta más uno 
de ellas. No pueden comprar los extranjeros, pero resulta 
que le fue tan bien al Estado brasileño, a la empresa pública 
PETROBRAS, que posteriormente -esto es muy reciente- 
viene otra enmienda por la que esas acciones que podía 
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vender el Estado, PETROBRAS, ahora también pueden ser 
compradas por extranjeros. Quiere decir que por la primera 
enmienda se vendía el 49% de las acciones a privados, que 
no podían ser extranjeros, pero le fue tan bien que ahora 
también pueden ser extranjeros. Cómo no va a ser así si los 
privados llevan invertido en la empresa pública PETROBRAS 
treinta y cuatro billones de reales en un quinquenio. 


Creo, pues, que lo de Martino es de una coherencia muy 
grande. En su ciudad, en su departamento, en el año 2001 se 
opone a la privatización y porque se opone a ella apuesta a 
la asociación. Reitero que PETROBRAS no es una empresa 
privada, sino una empresa pública brasileña y lo que noso- 
tros procuramos con esta ley es, justamente, que ANCAP se 
mantenga como empresa pública en el patrimonio de todos 
los uruguayos, fortalecida con la posibilidad de asociarse 
a alguien con mucho más poder que nosotros. 


Muchas gracias. 
SEÑOR HERRERA - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Herrera. 


SEÑOR HERRERA.- Señor Presidente: no voy a hacer la 
advertencia y el aviso de que seré breve porque, a esta 
altura, todos saben que acostumbro a serlo, y en ocasiones, 
brevísimo. 


Si bien a esta altura de la noche se han volcado muchos 
argumentos, quisiera dejar constancia de alguna cosa. 


Me traslado todos los fines de semana a algún departa- 
mento del interior del país a aclarar los contenidos de la ley 
de ANCAP y he participado en polémica con varios señores 
Senadores; por ejemplo, con la señora Senadora Arismendi, 
con los señores Senadores Gargano y Núñez, y anoche con 
el señor Senador Mujica. 


Sin duda, el tema de la ley de ANCAP me importa mucho 
y acostumbro a defender dicha norma en todas mis interven- 
ciones con la capacidad que Dios me ha dado y la convic- 
ción que tengo en relación a la necesidad de que se manten- 
ga. Pero sien algo coincido con el señor Senador Korzeniak 
es en que esta noche no vinimos a discutir sobre la ley de 
ANCAP ni sobre la crisis bancaria ni ningún otro aspecto 
de la vida del país, sino que hemos venido a debatir, a 
iniciativa de quienes solicitaron la interpelación, acerca de 
si es constitucional o no el aviso publicado por la empresa 
ANCAP con respecto al texto de la ley y a algunos comen- 
tarios adicionales. En este sentido, debo decir que creo que 
sí es constitucional porque una empresa, cuando una dis- 
posición, un proyecto de ley o una idea le afecta, tiene el 
derecho y el deber de manifestar su punto de vista. 


Veamos; esta noche se ha dicho aquí que el Presidente 
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de ANCAP visitó alos líderes políticos explicando la visión 
estratégica del Directorio de la empresa con respecto a los 
años venideros y que, en el caso del doctor Vázquez, le pidió 
que se reuniera con la bancada del Frente Amplio, cosa que 
se hizo, según creo haber entendido, en el Hotel Riviera. Allí 
se explicó cuál era la visión estratégica de la empresa, 
porque se entendió que debía dar información respecto a la 
opinión de la empresa a los actores políticos. Luego eso se 
materializó, en parte, en un proyecto de ley y la empresa 
vino aquí a dar su opinión ante un requerimiento del Parla- 
mento. Supongo que las Comisiones respectivas invitaron 
a los representantes de la empresa a que informaran con 
respecto a su punto de vista acerca de los contenidos que 
se iban desarrollando y precisando en el proyecto de ley. 
Una vez sancionada la ley, no hay más intermediarios, 
mucho menos cuando la empresa permanece en silencio 
durante la recolección de firmas y cuando, habiéndose 
obtenido las necesarias, se habilita un recurso de referén- 
dum que es un ejercicio de la democracia directa. Por lo 
tanto, ahora el interlocutor de la empresa no son los parti- 
dos políticos ni el Parlamento, sino la ciudadanía, la opinión 
pública, el soberano, el cuerpo electoral, y es a éste a quien 
hay que referirse. 


Sin duda, como aquí se ha dicho, los Directores del Ente 
pueden dar su opinión en entrevistas periodísticas, pero 
personalmente me parece bien que la empresa haga saber 
cuál es su punto de vista, precisamente a los destinatarios 
que, en este caso, es la ciudadanía, que va a tener que 
expresarse el 7 de diciembre. Sinolo hiciera, buena parte de 
los discursos preguntarían el porqué del silencio de ANCAP, 
siesto está motivado en que no cree en la ley, en que cambió 
su visión estratégica o en que hay algo que ocultar. No hay 
absolutamente nada que ocultar. Lo que hace ANCAP es lo 
que debe realizar una empresa a la que una ley le afecta en 
su marcha y, eventualmente, determina su destino. 


Entonces, creo que esto no solamente es constitucional 
porque no es alcanzado por lo dispuesto en el numeral 4?) 
del artículo 77 -que está claro que se refiere a lo relativo a 
la actividad partidaria, porque alude a cuando la empresa 
tiene que comparecer ante los partidos, lo que ANCAP 
hizo-, sino que lo que la empresa está haciendo es lo que el 
artículo 4% indica cuando dice: “La soberanía en toda su 
plenitud existe radicalmente en la Nación”. Entonces, esa 
la Nación a la que ANCAP se está dirigiendo para hacerle 
conocer su opinión. 


Respetando cualquier otra interpretación jurídica -que 
siempre las hay y lo sé porque soy abogado y ejercí la 
docencia de Derecho Público en la Universidad de la Repú- 
blica, iniciando una carrera docente que luego se interrum- 
pió-, puedo admitir que se pueda tener distintas opiniones, 
pero la mía es muy clara. En función de los breves fundamen- 
tos que he dado, considero que ANCAP ha actuado dentro 
del marco de las normas constitucionales. Desde el punto 
de vista del sentido común también, porque si no se dirigía 
a la Nación, ¿a quién se iba a dirigir? ¿Iba a venir al Parla- 
mento? Este no es el ámbito para discutir la ley de ANCAP. 
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En todo caso, el ámbito estaría fuera de este Parlamento 
porque, precisamente, tenemos por delante una instancia 
electoral el 7 de diciembre y a quien tenemos que hacerle 
saber estas cosas es a la ciudadanía para que ella se pronun- 
cie y decida, de acuerdo a la información que reciba y a la 
opinión que se forme. Entonces, ANCAP ha hecho lo mismo 
que tenemos que hacer todos y, además, lo ha realizado con 
alguna limitante. Digo esto porque no ha pedido el voto ni 
lo ha sugerido, así como tampoco exhorta a él ni siquiera 
indirectamente, sino que lo que hace es mostrar el texto de 
la ley que ahora está recurrida por referéndum y dar su 
opinión sobre sus artículos. 


En definitiva, no tendría otra alternativa porque no va a 
venir otra vez al Parlamento ni va a empezar otra vez a 
recorrer los partidos políticos porque ya lo hizo. Lo que 
ANCAP tiene que hacer es dar a conocer a la opinión 
pública los contenidos de la ley. Además, creo que éste es 
un derecho y un deber de ANCAP, así como también actuar 
de la misma manera toda vez que se distorsione la interpre- 
tación o versión de la ley, porque esa norma, en la medida 
en que le es aplicable, le puede traer tal o cual consecuencia. 


Entonces, me parece que ANCAP tiene el deber de 
aclararle a la ciudadanía cuáles son los debidos alcances de 
la ley e, incluso, si considera que tiene la necesidad de 
informar sobre versiones distorsionadas de la misma, tam- 
bién estaría perfectamente en todo su derecho. 


Nada más, señor Presidente, muchas gracias. 
SEÑOR MUJICA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MUJICA.- Señor Presidente: sinceramente, no 
pensábamos hablar en este debate, pero lo poco que vamos 
a decir está motivado por intervenciones de algunos cole- 
gas que, lógicamente, nos merecen mucho respeto a pesar 
de la discrepancia. 


En una noche, hace mucho tiempo, estábamos en la 
discusión de un Presupuesto y cuando casi vencía el plazo, 
dijimos que el país había adquirido un dibujo político que 
venía arepresentar una época y un tiempo histórico. Tal vez 
los actores políticos más responsables todavía no lo habían 
incorporado somáticamente, pero ya el país no podía fun- 
cionar con el bipartidismo. Se decían una cantidad de cosas 
que se han venido expresando durante todos estos años, en 
el sentido de que es inútil pretender ponerse de acuerdo en 
la Mesa de un Parlamento, aun con la mejor intención, si el 
clima de movimiento global del Estado no entiende ni acom- 
paña esto. No quiero decir con esto que sea responsabili- 
dad de fulano o de mengano. Tal vez el trauma inevitable sea 
la hondura de un proceso de cambio. Poco más o poco 
menos, pienso que este dibujo marca una época. Fuimos 
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quedando fuera de la dirección de las empresas públicas. Se 
nos contestó que había que evitar que el carácter ejecutivo 
fuera un Parlamento. Así, repito, fuimos quedando fuera de 
los organismos y lo dijimos: “Nos dejan la calle y los 
muros”. De esta manera se fueron acumulando los sucesos 
y en este contexto se dio todo esto. 


Con franqueza, debo decir que estamos heridos en la 
confianza mutua. Hemos trabajado mal en la generación del 
mínimo de confianza mutua y creo que éste es un problema 
histórico de la etapa que vive el Uruguay, que no se va a 
arreglar esta noche ni mañana pero, por lo menos, entendá- 
moslo como dibujo político. 


En ese marco se quiso encarar la reforma del Estado, de 
la cual todos somos conscientes de su necesidad histórica. 
¡Cómo reformar el Estado sin ganar previamente y sin traba- 
jar sistemáticamente en el camino de la confianza! Es un 
problema que no hemos resuelto y que va a pender. 


Hoy estamos en campaña electoral. Nadie lo va a reco- 
nocer, pero es evidente cuando un actor de primera línea 
anuncia que va arecorrer 150 lugares del país mientras que 
en otros plebiscitos, de no hace mucho tiempo, no se 
hicieron semejantes esfuerzos. Si alguien que ha tenido una 
importancia fenomenal en la conducción de este país en los 
últimos 40 años todos los días aparece en los espacios de 
televisión, convengamos que tenemos que aceptarlo como 
un dato de la realidad. Naturalmente que esto también crea 
la necesidad de salir. Sé que todo esto está enredado, pero 
es así y creo que nos hacemos trampa al solitario si no 
queremos ver este dibujo en profundidad. 


Si las cosas son así puede haber reproches justificados 
jurídicamente o no; son parte de la desconfianza. En este 
país históricamente se llegó a priorizar la necesidad de la 
influencia directriz y todo lo demás. Es inútil, a esta altura 
del partido, querer separar a ANCAP de todo lo que está en 
disputa. Por lo menos, registrémoslo y, de los problemas 
que no hemos podido resolver hoy en este escenario, 
aprendamos para mañana. 


Finalmente, sin entrar en la discusión, señalando que 
puede haber razones intelectuales frente a las cuales se 
puede discrepar pero que merecen respeto, voy a leer dos 
trozos de un hombre que no es de mi colectividad política 
y sabe de petróleo, me refiero al señor Tierno Abreu. Un 
buen día le preguntaron si alcanza con desmonopolizar el 
sector energético para que baje el precio de los combusti- 
bles, a lo que contestó que suponer que los precios bajarán 
automáticamente como resultado de la desmonopolización 
de la importación y comercialización de los derivados del 
petróleo, es un razonamiento muy simplista. Desmonopolizar 
es sólo una de las acciones de un proceso desregulador 
mucho más complejo. Por ejemplo, en Sudamérica este 
proceso partió de la transformación de empresas que ejer- 
cían un monopolio legal total para ir a un régimen de libre 
mercado. Pero esto ha desembocado en la formación de 
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oligopolios o la consolidación de empresas que por su 
relativa gran dimensión ejercen una posición dominante en 
el mercado, condición que elimina la competencia y mantie- 
ne los precios a niveles muy elevados. Realmente, estas 
expresiones no tienen desperdicio, pero apenas me voy a 
detener en ellas para destacar el párrafo en que señala la 
experiencia de los organismos reguladores norteamerica- 
nos que tienen 100 años, en donde señala que allí la Comi- 
sión Reguladora ha producido una profusa doctrina y lite- 
ratura que incluye las cosas que se deben hacer en esta 
materia y también las que no se deben hacer. A manera de 
ejemplo, se ha constatado que si en un mercado 
geográficamente acotado no hay un mínimo de 10 ó 12 
actores, tiende a crearse un oligopolio. Tierno agrega que 
esto sería imposible de practicar en el Uruguay. 


Apenas he tocado este punto, pues no es el tema de hoy, 
pero permítaseme por lo menos desde el punto de vista 
intelectual y concédaseme el derecho que existe a discrepar 
honradamente en un problema que hay que reconocer está 
preñado de dificultades. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una moción lle- 
gada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“Oídas las explicaciones del Sr. Ministro de Industria, 
Energía y Minería, el Senado resuelve: 


1%) Declara que el Poder Ejecutivo debió ejercer sobre el 
Directorio de ANCAP los controles, observaciones, sus- 
pensión y correctivos previstos en el Art. 197 de la Cons- 
titución, respecto de la publicidad motivante de la interpe- 
lación. 


2%) Remitir a la Corte Electoral la versión de todo lo 
manifestado en esta sesión, formulando denuncia conforme 
al Art. 77 nal. 4” de la Constitución. 


Firman: las señoras Senadoras Arismendi y Xavier y los 
señores Senadores Korzeniak, Gargano, Rubio, Fernández 
Huidobro, Núñez, Lescano, Mujica y Couriel.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: no voy a fun- 
damentar una moción que fue argumentada en el curso de la 
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intervención inicial y en algunas otras exposiciones de 
nuestros compañeros. Sí quiero decir lo siguiente con total 
franqueza: no hay que ser demasiado avizor para suponer 
que esta moción va a ser votada negativamente. No obstan- 
te quiero señalar que en mi opinión el voto negativo es muy 
grave no tanto porque no se haga lugar a lo que en ella se 
propone, sino porque expresar que lo que hizo ANCAP es 
lícito va a permitir que lo siga haciendo. Eso es así. Cohe- 
rentemente, si el Senado hoy resuelve que no estaba 
prohibido por la Constitución, podría seguir haciéndolo 
hasta el 7 de diciembre y después en otro tipo de publica- 
ciones y respecto a cualquier ley. 


En consecuencia, señor Presidente, lo único que quiero 
solicitar -sé que a esta hora de la noche hay cansancio-, 
porque es otra parte de las funciones del Parlamento, esto 
es, legislar, controlar y ser caja de resonancia, para que 
quede bien claro y el público sepa cómo actúa cada uno de 
sus representantes, es que la moción se vote nominalmen- 
te. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Basta con que un señor Senador 
solicite la votación nominal para que así se proceda. 


Tómese la votación nominal. 

(Se toma en el orden siguiente:) 

SEÑORA ARISMENDI.- Por la afirmativa. 
SEÑOR ATCHUGARRY .- Por la negativa. 
SEÑOR BRAUSE.- Porla negativa. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Voto por la negativa. 


SEÑOR COURIEL.- Por la afirmativa. 

SEÑOR DE BOISMENU.- Voto por la negativa. 
SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Por la afirmativa. 
SEÑOR GALLINAL .- Porla negativa. 

SEÑOR GARCIA COSTA.- Por la negativa. 


SEÑOR GARGANO.-- Por la afirmativa. 
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SEÑOR HERRERA.- Por la negativa. 
SEÑOR KORZENIAK.- Sufrago por la afirmativa. 
SEÑOR LESCANO.- Por la afirmativa. 
SEÑOR MICHELINI.- Por la afirmativa. 
SEÑOR MILLOR .- Por la negativa. 
SEÑOR MUJICA.- Por la afirmativa. 
SEÑOR NÚÑEZ.- Por la afirmativa. 
SEÑOR PEREIRA.- Por la negativa. 
SEÑOR PEREYRA.- Por la negativa. 
SEÑOR RIESGO.- Por la negativa. 
SEÑOR RODRIGUEZ.- Porla negativa. 
SEÑOR RUBIO.- Por la afirmativa. 
SEÑOR SANABRIA.- Por la negativa. 
SEÑOR SCARPA.- Por la negativa. 
SEÑOR SINGER.- Por la negativa. 
SEÑORA XAVIER.- Por la afirmativa. 
SEÑOR PRESIDENTE.-Porla negativa. 
Dese cuenta del resultado de la votación. 


SEÑOR SECRETARIO (Don Mario Farachio).- Sobre un 
total de 27 votos, 11 señores Senadores votaron por la 
afirmativa y 16 lo hicieron por la negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, el resultado es 
negativo. 
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4) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo otros asuntos a 
considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 22 y 51 minutos, presidiendo el 
señor Luis Hierro López y estando presentes los señores 
Senadores Arismendi, Atchugarry, Brause, Cid, Correa 
Freitas, Couriel, de Boismenu, Fernández Huidobro, 
Gallinal, García Costa, Gargano, Herrera, Korzeniak, 
Lescano, Michelini, Millor, Mujica, Núñez, Pereira, 
Pereyra, Riesgo, Rodríguez, Rubio, Sanabria, Scarpa, 
Singer y Xavier.) 


SEÑOR LUIS HIERRO LOPEZ 
PRESIDENTE 


Sr. MarioFarachio 
Arq. Hugo Rodríguez Filippini 
Secretarios 


Sr. Freddy A. Massimino 
Director General del Cuerpo de Taquígrafos 


Corrección y Control 
División Publicaciones del Senado 


Dep. Legal N* 211.038/03 - Central de Impresiones Ltda. 


